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La responsabilidad estatal en la protección del patrimonio ambiental se puede abordar desde 
diferentes puntos de vista, dentro de los cuales en el presente documento se aborda el referido a la 
obligación prevista constitucionalmente para la Contraloría General de la República, demarcada en 
el control fiscal ambiental, a partir del cual se explora su incidencia en la mitigación de los daños 
ambientales y la construcción del Estado ambiental de derecho en un escenario de posconflicto, 
abordando las principales categorías de tal control, sus metodologías y la reparación. 
 
A partir de lo anterior, se efectúa una propuesta institucional que reformula sus principios 
orientadores y prevé todo un andamiaje que  le otorga las herramientas necesarias para proteger de 
manera eficiente la naturaleza en un marco de posconflicto. 
 
Palabras clave: Fiscalización ambiental, institucional ambiental pública, sostenibilidad, daño 
ambiental, patrimonio ambiental.  
 
  






A state responsibility in the protection of environmental heritage can be approached from 
different perspectives. This document present one that is related to an expected constitutional 
obligation for the Contraloría General de la República, which is delimited by an environmental 
enforcement. In this line, the document explores its impact on the mitigation of environmental 
damage and the construction of an environmental state of law in a post-conflict scenario, while 
addressing certain categories such as: control, its methodologies and its reparation 
 
On the basis of the foregoing, an institutional proposal that reformulates its principles is 
presented in this dissertation. Moreover, this proposal provides necessary tools for protecting, in a 
secure manner, the nature in a post-conflict context. 
 
Keywords: Enviormental Enforcement, public institutional framework, sustainability, 
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Sin duda alguna, el momento sociopolítico que vive Colombia, una vez firmados los 
Acuerdos de Paz en La Habana, lleva a repensar al país desde muchos aspectos para llegar a la 
consolidación de una paz estable y duradera, pues este proceso permitiría, desde el diálogo de 
saberes y quehaceres, realizar una contribución integradora y significativa. Los Acuerdos con la 
guerrilla de las FARC son apenas el inicio de un largo camino hacia un cambio del Estado y de su 
institucionalidad, debido a que el conflicto armado colombiano se ha caracterizado, además de su 
duración, por ser multidimensional; es decir, ha impactado en diferentes ámbitos o escenarios. 
 
Uno de estos últimos es la tierra. Sobre esta, hemos sido testigos de la gran depredación 
del ambiente en las últimas décadas, en gran parte por la disparidad entre determinadas 
consagraciones constitucionales con aquellas que basan su modelo económico sobre el 
“extractivismo”. A pesar de la incorporación de derechos como el del ambiente sano o la salud y el 
saneamiento básico, la consagración de principios, valores, deberes y obligaciones relacionadas 
con el cuidado del ser humano y la naturaleza, nuestra realidad da cuenta de una serie de conflictos 
originados desde las interacciones del humano con la naturaleza, que parecen ir en contra de las 
anteriores. Así pues, al ser la Constitución Política colombiana calificada por la Corte 
Constitucional como una constitución ecológica (Corte Constitucional, C-703-10, 2010), hay 
varios asuntos que convienen discutir.  
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En esta línea, resulta imperioso reflexionar sobre la Constitución y la jurisprudencia que a 
lo largo de 25 años ha construido la Corte Constitucional respecto del ambiente, para indagar cómo 
configurarla en un marco de posconflicto. Al considerar lo anterior, el presente trabajo centra su 
análisis en la institucionalidad creada bajo la figura de Control Fiscal Ambiental, ejercida por la 
Contraloría General de la República, quien es la encargada de la vigilancia de la gestión fiscal 
fundada en el principio de la valoración de los costos ambientales, entre otros. Como elemento 
clave de la discusión, se tomó la categoría de Justicia Ambiental, a partir de la cual se evalúa la 
gestión del control fiscal y se dialoga con las categorías del Estado ambiental de derecho. Esto para 
establecer el aporte desde esta institución a la resolución de los conflictos ambientales y concretar 
la promesa ambiental de la Constitución Política. 
 
En este sentido, el objetivo de esta investigación es determinar si el esquema del control 
fiscal ambiental desplegado por la Contraloría General de la República, en el marco de la justicia 
ambiental, ha contribuido en el avance de la concreción de la protección de los bienes comunes y 
el patrimonio ambiental, así como también a resolver los conflictos ambientales, aminorar las 
deudas ambientales, proteger los derechos ambientales de las generaciones presentes y futuras, y 
en general, conservar el ambiente, como elementos necesarios para avanzar hacia el Estado 
ambiental de derecho. 
 
Para lograr lo anterior, este texto parte de la idea de que el control ejercido por la 
Contraloría General de la República para proteger y conservar el ambiente y resolver conflictos 
ambientales ha partido de un entendimiento limitado del control fiscal ambiental debido a las fallas 
estructurales del control mencionado. Estas van desde la conceptualización del ambiente, el 
patrimonio y los bienes comunes como elementos necesarios para hablar de la gestión fiscal, hasta 
Capítulo 1 15 
 
 
el esquema mismo del control que resulta ser insuficiente. Esto se debe especialmente a las 
metodologías empleadas que monetarizan las valoraciones a los daños ocasionados y no 
contemplan reparaciones in nature, la ineficacia de los procesos de responsabilidad fiscal que se 
adelantan por daños ambientales y en general por la poca contribución a las políticas., que desde la 
institucionalidad se deben dar para hacer efectivos los postulados ambientales constitucionales. Por 
esta razón, resulta necesario avanzar en la propuesta de un nuevo modelo de control fiscal a través 
de ajustes institucionales y procedimentales que hagan más efectiva la protección del ambiente en 
términos de justicia ambiental y contribuyan a la consolidación de un Estado de derecho ambiental. 
 
Con el fin de abordar lo anteriormente enunciado, el texto se subdivide en tres capítulos. El 
primero busca caracterizar el control fiscal ambiental desde el punto de vista conceptual y práctico 
desde la expedición de la Constitución Política de 1991. El segundo ahonda las categorías 
necesarias para analizar el funcionamiento del control fiscal ambiental ejercido por la Contraloría 
General de la República, a partir de la Constitución Colombiana de 1991, en particular desde los 
conceptos de bienes comunes, justicia ambiental y Estado ambiental de derecho. Finalmente, el 
tercero busca proponer algunos elementos para un ejercicio de control fiscal ambiental que 
contribuya de manera eficiente con la justicia ambiental y la instauración de un Estado ambiental 
de derecho 
 
En este orden, el primer capítulo parte de una recapitulación de lo que se entiende por 
Control Fiscal Ambiental y se adentra en las dificultades que ha tenido la Contraloría General de la 
República para su ejercicio, en tanto alrededor de esta conceptualización gravita todo el ejercicio 
de valoración con el que se busca proponer un modelo que atienda a las necesidades ambientales 
del país. En el segundo se abordan las categorías respecto de la cuales se efectúa la valoración del 
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control fiscal. Para ello, se abordan los derechos colectivos y ambientales y, en virtud de esto, se 
plantea la discusión acerca de la titularidad del patrimonio ambiental como elemento necesario de 
ese tipo de control. Posteriormente, se indica cómo se constituye el daño a ese patrimonio que es 
objeto de protección a través de la acción fiscal. Finalmente, se introducen las categorías de la 
Justicia Ambiental, porque desde ellas se pretende alcanzar la consolidación de una democracia 
ambiental que vaya abonando el terreno para que emerja el Estado Ambiental de Derecho. 
 
Por su parte, el tercer capítulo se centra en la evaluación específica del control fiscal 
ambiental colombiano, al compararlo con los modelos Chileno y Peruano, y los Tribunales de 
Cuentas. A partir de esto, se propone la creación de un híbrido institucional que tenga la 
competencia para resolver la conflictividad ambiental que van desde el aspecto económico; 
verbigracia, la posibilidad de discutir en la vía contenciosa la imposición de sanciones, hasta 
aspectos ambientalmente sustanciales, como la reparación de los daños que se ocasionen a la 
naturaleza. 
 
En consecuencia, se propone una reformulación de los principios orientadores del control 
fiscal ambiental y se insiste en la creación del Tribunal Ambiental de Cuentas, en el que se 
consolide la institucionalidad ambiental necesaria para proteger de manera eficiente la naturaleza 
en un marco de posconflicto el cual impone retos muy superiores a las instituciones con las que 
actualmente se cuenta para dar concreción a los postulados ambientales constitucionales. Dicha 
creación, también debe llevar a repensar el modelo extractivista que se instituye en la actualidad, el 
cual, gracias a las luchas populares, feministas y de minorías, ha sido lentamente ralentizado, al 
sobreponerse los intereses ambientales sobre los económicos.  
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Capítulo 1. FUNDAMENTACIÓN DEL 
CONTROL FISCAL AMBIENTAL 
 
Este primer capítulo busca hacer una síntesis de los conceptos básicos sobre los que se 
edifica el control fiscal ambiental, de manera particular a partir de su concepción por parte de la 
Constitución de 1991. A partir de ello, se pretende identificar los dos tipos de control: micro y 
macro, para determinar las funciones propias de la Contraloría General y, en particular, los 
procedimientos adelantados por ella para efectuar la valoración de los costos ambientales con el 
consecuencial proceso de responsabilidad fiscal al detectarlas deficiencias que ello implica y las 
consecuencias que ello trae en la protección al patrimonio ambiental. 
Concepto y fundamentación del control fiscal ambiental 
 
La Constitución Política Colombiana de 1991 consagró al ambiente como un bien jurídico 
de especial protección en una triple dimensión1: (a) Como principio jurídico y bien jurídico de 
interés general: la protección al ambiente es un principio que irradia todo el orden jurídico y 
obliga al Estado a proteger las riquezas naturales de la Nación y, si es necesario, hacer ceder los 
                                               
 
1 Sentencia C-750 de 2008, reiterada en sentencia C-915 de 2010. Ver también sentencia de la Corte 
Constitucional C-632 de 2011: “4.9. De este modo, lo ha señalado la Corte, la actual Carta Política, en 
armonía con los instrumentos internacionales, atiende entonces a la necesidad universal que propugna por 
la defensa del medio ambiente y de los ecosistemas, en beneficio de las generaciones presentes y futuras, 
consagrando una serie de principios y medidas dirigidos a la protección y preservación de tales bienes 
jurídicos, objetivos que deben lograrse no sólo mediante acciones aisladas del Estado, sino con la 
participación de los individuos, la sociedad y los demás sectores sociales y económicos del país. En ese 
sentido, reconoce la Carta, por una parte, la protección del medio ambiente como un derecho 
constitucional, ligado íntimamente con la vida, la salud y la integridad física, y por la otra, como un deber, 
por cuanto exige de las autoridades y de los particulares acciones dirigidas a su protección.”  
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intereses particulares que puedan comprometerlas; (b) Como derecho: la Constitución garantiza el 
derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano y de acceder a diversas vías judiciales 
para lograr su protección; y (c) Como deber público y privado: a partir de un conjunto de 
obligaciones impuestas a las autoridades y a los particulares en la defensa y protección del 
ambiente2(Consejo de Estado, 2014) 
 
No obstante, en los últimos años hemos observado una depredación acelerada de los bienes 
ambientales, que tiene su origen no sólo en su uso como motor del crecimiento económico, sino en 
factores como la sobrepoblación, la relación producción-consumo, la contaminación, los 
sobreconsumos, la falta de educación, la ganadería extensiva, la debilidad institucional, entre otros; 
que se relacionan con aspectos políticos, económicos, sociales, culturales. Como consecuencia de 
los aspectos anteriores se evidencian estragos ambientales e incluso desplazamientos ambientales3, 
lo cual se traduce en una gran crisis ambiental que afecta a las generaciones presentes y futuras 
(Mesa, Ortega, Choachí, Quesada y Sánchez, 2015, p. 24) 
 
De cara a enfrentar tal crisis ambiental, desde los albores de la Constitución del 91 se creó, 
con la Ley 99 de 1993, el Sistema Nacional Ambiental – SINA- liderado por el Ministerio del 
                                               
 
2 “En ese orden de ideas, resulta lógico que dicho derecho cuente con varias dimensiones, toda vez que 
ostenta la calidad de i) derecho fundamental (por encontrarse estrechamente ligado con los derechos 
fundamentales a la vida y a la salud); ii) de derecho-deber (todos son titulares del derecho a gozar de un 
ambiente sano pero, además, tienen la obligación correlativa de protegerlo); iii) de objetivo social 
(conservación de las condiciones del medio ambiente para garantizar la supervivencia de las generaciones 
presentes y futuras) y, iv) de deber del Estado (conservación del medio ambiente, eficiente manejo de los 
recursos, educación ambiental, fomento del desarrollo sostenible, e imposición las sanciones a que haya 
lugar)”. (Consejo de Estado, Sección Primera, Sentencia del 28 de marzo de 2014, expediente 2001-90479). 
3 Personas, grupos, colectivos o sociedades y pueblos, quienes presionados por conflictos y problemas 
ambientales de diversa índole generan afectaciones directas o indirectas a sus territorios, viviendas y 
formas de vida y se ven obligados a trasladarse a otro lugar en busca de mejores condiciones de vida. 
(MESA CUADROS, 2015, pág. 132) 
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Medio Ambiente e integrado por las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo 
Sostenible (Hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible), el cual se encarga 
principalmente de asegurar la adopción y ejecución de las políticas, y de los planes, programas y 
proyectos respectivos, con la finalidad de garantizar el cumplimiento de los principios ambientales, 
y los deberes y derechos del Estado y de los particulares, en relación con el ambiente y con el 
patrimonio natural de la Nación. 
 
Ahora bien, el sistema citado no es el único que tiene asignadas labores ambientales, en 
materia específica de vigilancia del patrimonio público. Desde la misma Constitución, se le 
otorgaron competencias a la Contraloría General de la República, al señalarse que la vigilancia de 
la gestión fiscal se funda, entre otros, en el principio de la valoración de los costos ambientales, y 
que el Contralor presentará al Congreso un informe anual sobre el estado de los recursos naturales 
y del ambiente. 
 
El principio de valoración de los costos ambientales ya había sido previsto para el control 
fiscal desde la Ley 42 de 1993, en donde se impuso la obligación a todas las entidades de incluir en 
todo proyecto de inversión los costos ambientales dentro del análisis costo-beneficio y reportarlos 
oportunamente a la respectiva contraloría. De manera particular, se resaltan los artículos 8º y 46 de 
la citada Ley 42, ya que disponen la necesidad de cuantificar el impacto por el uso o deterioro de 
los recursos naturales y el ambiente, al evaluar la gestión de protección, conservación y 
explotación de los mismos, así como la valoración, en términos cuantitativos, del costo-beneficio 
sobre la conservación, restauración, sustitución y manejo general de estos y su contabilización y 
reporte a las Contralorías.  




De acuerdo con lo anterior, el control fiscal ha cobrado relevancia en la protección del 
ambiente. Sin embargo, cabe preguntarse si dicho control ha sido eficiente, si ha logrado la meta 
constitucionalmente impuesta, y sí a través de él, se ha contribuido con la construcción de un país 
con justicia ambiental. En ese sentido, en lo que resta del capítulo se busca conceptualizar el 
control fiscal y, a través de un análisis, identificar los problemas que la Contraloría General de la 
República ha tenido en la protección del patrimonio ambiental, desde la perspectiva de la Justicia 
Ambiental y el Estado Ambiental de Derecho. 
1.1. Concepto y fundamentación del control fiscal ambiental 
 
En primer lugar, cabe señalar en relación con el control fiscal ambiental que, en la 
Constitución de 1886, no se hablaba de patrimonio ambiental, ecológico o bien público, ya que la 
naturaleza, más allá de su importancia económica por su explotación, no tenía relevancia alguna. 
 
Con respecto a la fiscalización a nivel nacional en 1923, se expidió la Ley 42, por la que se 
dispuso la "Organización de la contabilidad oficial y creación del Departamento de Contraloría", 
a quien se le atribuyó facultades de revisión y contabilización de los elementos de propiedad 
estatal. Esta norma es desarrollada a través del Decreto 911 de 1932, según el cual la Contraloría es 
organizada como una oficina de contabilidad y control fiscal y se establece la obligatoriedad de 
rendir cuentas ante este organismo sobre el manejo de los bienes y recursos del Estado. 
 
Por su parte, en el año de 1974 se expidió el Decreto 2811 -Código de Recursos Naturales- 
que estableció de manera precisa que el ambiente era patrimonio común y le asignó al Estado y a 
Capítulo 1 21 
 
 
los particulares su preservación y manejo. Por tal razón es calificado, en palabras del profesor 
Marquardt, como pionero del derecho ambiental integral (Marquardt, 2014, p. 311)  
 
En los siguientes años, con las reformas constitucionales se introdujeron normas al control 
fiscal, en especial las relativas a la elección del contralor y su periodo. Sin embargo, sólo con la 
Ley 20 de 1975 el control fiscal cobró vitalidad en el ordenamiento jurídico colombiano, en la 
medida en que se establecieron los controles previo, perceptivo y posterior (control numérico 
legal), que no sólo se ejercería desde aquel momento sobre las entidades estatales, sino respecto de 
los particulares que manejen los bienes y recursos del Estado (Mira, Meza & Vega, 2001).  
 
En el año 1976 se expidió el Decreto Ley 925, cuyo artículo 12 estableció: “La 
Contraloría General de la República, inspeccionará y ejercerá vigilancia y control fiscal sobre las 
exploraciones, explotaciones, concesiones, beneficio y administración de las minas y sobre los 
trabajos que se adelantan relativos a las mismas en áreas otorgadas o adquiridas a cualquier 
título” (Presidencia de la República, Decreto 925, 1976) 
 
Respecto de este tránsito normativo del control fiscal, la doctrina ha señalado lo siguiente: 
En esta reforma se incursiona tímidamente en lo que normas posteriores llamarían control 
de gestión y control de resultados, porque funcionarios de la Contraloría vigilarían no 
sólo las partidas presupuestales y los registros contables sino también las cantidades de 
obra ejecutada o de elementos adquiridos por la administrados y, además, que las 
especificaciones y cantidades de las obras y productos correspondieran exactamente a las 
metas propuestas. También debe señalarse que ninguna de estas normas da el paso hacia 
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el CFA (Control fiscal ambiental) no obstante que para la fecha en que se expidieron el 
tema ambiental incursionaba con fuerza en la política nacional, pues ya se habían 
producido hechos ambientales tan importantes como el Acto Legislativo n° 1 de 1968 por 
medio del cual se facultó al Congreso de la República para expedir el estatuto básico de 
las CAR; la Ley 23 de 1973 que define qué debe entenderse por medio ambiente y qué 
por contaminación ambiental; pero, principalmente, ya se había expedido el Código de 
Recursos Naturales. (Peña, 2007, p.87) 
 
Ahora bien, con la incursión de la Constitución de 1991, junto con la constitucionalización 
del derecho al ambiente sano, y los demás derechos y garantías de los que se hablará más adelante, 
la Carta se ocupó de modificar sustancialmente el Control Fiscal para convertir a la Contraloría 
General de la República en una entidad técnica con autonomía presupuestal y administrativa, que 
ejerce el control de manera posterior y selectiva, con fundamento en la eficiencia, la economía, la 
eficacia y la valoración de los costos ambientales4. 
 
                                               
 
4 ARTICULO 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que manejen 
fondos o bienes de la Nación. 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y principios 
que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la vigilancia se realice por 
empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y contratadas previo concepto 
del Consejo de Estado. 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. En los 
casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre cuentas de 
cualquier entidad territorial. 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No tendrá 
funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización. 
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Es importante señalar que incluso con posterioridad a la Constitución del 91, se expidió la 
Ley 42 de 1993 en la que se estableció de manera precisa el alcance de la gestión fiscal en los 
siguientes términos: 
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado se fundamenta en la eficiencia, la economía, 
la eficacia, la equidad y la valoración de los costos ambientales, de tal manera que 
permita determinar en la administración, en un período determinado, que la asignación de 
recursos sea la más conveniente para maximizar sus resultados; que en igualdad de 
condiciones de calidad los bienes y servicios se obtengan al menor costo; que sus 
resultados se logren de manera oportuna y guarden relación con sus objetivos y metas. 
 
Así mismo, que permita identificar los receptores de la acción económica y analizar la 
distribución de costos y beneficios entre sectores económicos y sociales y entre entidades 
territoriales y cuantificar el impacto por el uso o deterioro de los recursos naturales y el 
medio ambiente y evaluar la gestión de protección, conservación, uso y explotación de 
los mismos. 
 
La vigilancia de la gestión fiscal de los particulares se adelanta sobre el manejo de los 
recursos del Estado para verificar que éstos cumplan con los objetivos previstos por la 
administración. (Ley 42 de 1993) 
 
Por su parte, el artículo 46 establece lo siguiente: 
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El Contralor General de la República para efectos de presentar al Congreso el informe 
anual sobre el estado de los recursos naturales y del medio ambiente, reglamentará la 
obligatoriedad para las entidades vigiladas de incluir en todo proyecto de inversión 
pública, convenio, contrato o autorización de explotación de recursos, la valoración en 
términos cuantitativos del costo-beneficio sobre la conservación, restauración, 
sustitución, manejo en general de los recursos naturales y degradación del medio 
ambiente, así como su contabilización y el reporte oportuno a la Contraloría. (Ley 42 de 
1993) 
 
De acuerdo con el mandato constitucional y legal, le corresponde a la Contraloría General 
de la República, en el marco de sus funciones ambientales, lo siguiente:  
 Vigilar la gestión fiscal de todas las entidades estatales que se  
“Extiende desde el análisis a la inversión en proyectos con incidencia ambiental, pasando 
por la evaluación a los resultados de la gestión y ejecución de políticas adelantadas desde 
el gobierno, hasta llegar a las intervenciones que adelantan los particulares, sobre los 
ecosistemas” (Peña, 2007) 
 Establecer el daño ambiental que se ha ocasionado al patrimonio para adelantar los 
procesos de responsabilidad fiscal que correspondan, para ello debe “realizar ejercicios 
propios para la valoración económica de bienes y servicios ambientales, con el objeto de 
determinar el posible detrimento al patrimonio natural”. (Peña, 2007) 
 
 Presentar al Congreso de la República el informe anual sobre el estado de los recursos 
naturales y del medio ambiente. 
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Adicionalmente, es importante tener en cuenta que, de acuerdo con el artículo 3° del 
Decreto Ley 267 de 2000, se constituye como uno de los objetivos de la Contraloría General de la 
República evaluar los resultados obtenidos por las diferentes organizaciones y entidades del Estado 
en la correcta, eficiente, económica, eficaz y equitativa administración del patrimonio público, de 
los recursos naturales y del medio ambiente. 
 
De manera particular, la evaluación de la gestión fiscal le corresponde a la Contraloría 
Delegada para el Medio Ambiente, cuya dirección de vigilancia fiscal es la competente para 
evaluar la gestión de las autoridades ambientales y públicas del país (control micro). Mientras que 
la Dirección de Estudios Sectoriales debe preparar el informe acerca del estado de los recursos 
naturales y el medio ambiente, además de evaluar la ejecución de las políticas ambientales 
nacionales y su impacto en términos de gestión en la actividad económica. 
 
De acuerdo con el Decreto 267 de 2000 a la delegada para el Medio Ambiente 
puntualmente le corresponde:  
 
i. “Dirigir y promover estudios de evaluación de la política y de la gestión ambiental del 
Estado y responder por los resultados y calidad de los mismos.  
 
ii. Dirigir y disponer lo necesario para garantizar el seguimiento y la evaluación ambiental 
del Plan de Desarrollo Económico, Social y Ambiental del Gobierno Nacional.  
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iii. Ejercer la vigilancia fiscal que coadyuve al desarrollo sostenible y la minimización de los 
impactos y riesgos ambientales.  
 
iv. Dirigir, con el apoyo de las demás contralorías delegadas, la elaboración del informe 
sobre el estado de los recursos naturales y del medio ambiente y someterlo al Contralor 
General para su aprobación, firma y posterior presentación al Congreso de la República.  
 
v. Dirigir la vigilancia de la gestión fiscal integral de las entidades pertenecientes al Sistema 
Nacional Ambiental y a las demás entidades que reciban o administren recursos públicos 
para la gestión ambiental.  
 
vi. Dirigir y coordinar la vigilancia de la gestión ambiental que corresponde efectuar a los 
servidores públicos responsables de la misma respecto de los distintos megaproyectos del 
Estado.  
 
vii. Disponer lo necesario para generar sistemas de vigilancia de la gestión ambiental con 
miras a su estandarización y adopción por la autoridad competente y acompañar y 
orientar la integración del componente ambiental en el ejercicio de la vigilancia de la 
gestión estatal que acometan las demás contralorías delegadas.  
 
viii. Propender a que el cálculo real y efectivo de los costos ambientales y de las cargas 
fiscales ambientales, sea incluido en las políticas, estrategias y gestión de las entidades y 
organismos fiscalizados en todo lo que tiene que ver con la recuperación de los 
ecosistemas, con la conservación, protección, preservación, uso y explotación de los 
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recursos naturales y del medio ambiente. (Presidencia de la República, Decreto 267, 
2000) 
 
Lo anterior se traduce en dos tipos de control fiscal, i) el micro que es el ejercicio auditor 
realizado a las instituciones del SINA y a las demás entidades que reciban o administren recursos 
públicos para la gestión ambiental, y dónde se determinan si hubo o no lugar a un daño 
patrimonial, el cual deberá ser cuantificado para efectos del proceso de responsabilidad fiscal; y ii) 
el control fiscal macro que tiene que ver con los estudios sectoriales que evalúan políticas públicas 
ambientales en los ámbitos sectorial y macroeconómico, para determinar la gestión y resultados 
alcanzados, con el propósito de apoyar técnicamente a las dependencias que efectúan control y 
vigilancia fiscal. 
 
De acuerdo con lo señalado por la Contraloría General de la República, los macroprocesos 
misionales y especiales en relación con la valoración de los costos ambientales implica que  
 
En la ejecución de los hechos u operaciones financieras, administrativas, económicas y 
de otra índole, referidas al cumplimiento de su objeto social o razón de ser, durante un 
período determinado, las entidades no hayan tomado medidas para mitigar el impacto por 
el uso o deterioro de los recursos naturales y el medio ambiente y no demuestren gestión 
en la protección, conservación, uso y aprovechamiento responsable de los mismos. 
(Contraloría general de la República, 201, p. 19)  
 
Y en los macroprocesos de apoyo, la valoración de los costos ambientales implica que  
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En la ejecución de los hechos u operaciones financieras, administrativas, económicas y 
de otra índole, referidas a la provisión de los recursos necesarios para el cumplimiento de 
su objeto social o razón de ser, durante un período determinado, las entidades no hayan 
tomado medidas para mitigar el impacto por el uso o deterioro de los recursos naturales y 
el medio ambiente y no demuestren gestión en la protección, conservación, uso y 
aprovechamiento responsable de los mismos. (Contraloría General de la República, 2015) 
 
Respecto a lo anotado, se enfatiza en que  
El control fiscal a esta gestión busca examinar la eficacia (relacionada con el 
cumplimiento de metas, objetivos y resultados previstos) y eficiencia (mayor rendimiento 
de la inversión pública en la obtención de esos resultados o mayor relación beneficio-
costo social de la inversión) en el uso de los recursos públicos, determinadas mediante la 
evaluación de procesos administrativos, la utilización de indicadores de rentabilidad 
pública y desempeño, la identificación de la distribución del excedente que éstas 
producen (equidad), la oportunidad de las acciones y la cobertura de los beneficiarios. 
(González, 2007) 
 
Así, el control fiscal, particularmente y el Control Fiscal Ambiental implica de parte de la 
Contraloría General de la República no sólo una evaluación de las operaciones meramente 
administrativas y financieras, sino aquellas que se relacionan con la protección al patrimonio 
ambiental. Además, incluye el cumplimiento de la aplicación de la legislación ambiental en el 
desarrollo de la gestión ambiental o de las actividades relacionadas con el uso, disfrute o 
explotación del ambiente, preservación, conservación y uso adecuado, para lo cual cuenta con 
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herramientas como la responsabilidad fiscal, que se traducen en los siguientes elementos definidos 
en la Ley 610 de 2000: 
 
1. Gestión Fiscal como las actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan 
los servidores públicos y las personas de derecho privado que manejen o administren 
recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, planeación, 
conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, 
adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como a la 
recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines esenciales del 
Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, economía, eficacia, 
equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y valoración de los costos 
ambientales. (Congreso de la República, Ley 610, 2000,art. 3) 
 
2. Responsabilidad Fiscal que tiene por objeto el resarcimiento de los daños ocasionados al 
patrimonio público como consecuencia de la conducta dolosa o culposa de quienes 
realizan gestión fiscal mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense 
el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal. 
 
3. Daño Patrimonial como la lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, 
disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, o deterioro de los bienes o recursos 
públicos, o a los intereses patrimoniales del Estado, producida por una gestión fiscal 
antieconómica, ineficaz, ineficiente e inoportuna, que en términos generales, no se 
aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado... Dicho 
daño podrá ocasionarse por acción u omisión de los servidores públicos o por la persona 
natural o jurídica de derecho privado, que en forma dolosa o culposa produzcan 
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directamente o contribuyan al detrimento al patrimonio público. (Congreso de la 
República, Ley 610, 2000, art. 6) 
 
A partir de lo anterior, y adentrándonos en la caracterización del control fiscal ambiental se 
ha de indicar que su diseño como institución implica los siguientes aspectos: 
 
La doctrina define el control fiscal ambiental como  
Una herramienta de evaluación de la gestión de las entidades públicas, con el fin de 
proteger las inversiones en materia ambiental y evaluar las acciones encaminadas al 
mejoramiento del ambiente, y a su vez, que se dé un uso racional a los recursos naturales 
y al ambiente. Es una función de naturaleza pública, que se desarrolla a través de un 
conjunto de técnicas y procedimientos que tienen por objetivo vigilar y controlar las 
entidades de carácter público, privadas y mixtas que intervienen en el uso, conservación, 
protección y explotación de los recursos naturales y el ambiente. (Escudero, 2015)  
 
En este marco, los objetivos que se persiguen a través del control fiscal ambiental se 
circunscriben a valorar que i) se dé la destinación y aplicación correcta a los recursos 
presupuestales asignados para el manejo, protección, conservación y recuperación ambiental; ii) las 
entidades realicen las inversiones requeridas para cumplir con las funciones asignadas por la ley en 
materia ambiental; iii) las entidades vigiladas cumplan con los deberes constitucionales y legales 
de garantizar el derecho de las personas a gozar de un ambiente sano y de proteger la diversidad e 
integridad del ambiente; y iv), que las entidades y particulares den cumplimiento a los 
requerimientos exigidos por la autoridad y la legislación ambiental en el desarrollo de la gestión 
ambiental o de las actividades relacionadas con el uso, disfrute o explotación del ambiente. 




Ahora bien, el alcance del control fiscal ambiental se extiende desde el análisis de la 
inversión en proyectos o actividades con incidencia ambiental. Pasa por la evaluación de la gestión 
y los resultados, y la ejecución de políticas adelantadas desde el gobierno, hasta llegar a las 
intervenciones que adelantan los particulares sobre los ecosistemas. Lo anterior se sustenta en el 
marco del cumplimiento de la legislación vigente y se reputa todas las entidades que administren o 
reciban recursos públicos para la gestión ambiental, al hacer énfasis en aquellas que componen el 
SINA. Es decir, que la competencia del Control Fiscal Ambiental para la Contraloría General de la 
República está dada respecto de cualquier entidad que administre recursos que tengan que ver con 
la gestión ambiental5, lo que amplía de modo significativo el alcance de su quehacer misional en 
materia ambiental. 
 
Al seguir lo anterior, la evaluación se da a través de los diferentes tipos de control fiscal, 
esto es, financiero, de legalidad y de resultados o desempeño. Cabe añadir que no se trata 
solamente de cumplir formalmente con las normas de presentación de estados contables y 
financieros, sino que las actividades se estén desarrollando de acuerdo con el marco legal aplicable 
(leyes, estándares y políticas ambientales). Como añadidura, los dineros que se inviertan por parte 
de las entidades públicas, en particular las que componen el SINA, en desarrollo de sus 
competencias ambientales, deben efectuarse en virtud de los principios de economía, eficiencia y 
efectividad. 
 
                                               
 
5 Entendida como la gestión de los impactos ambientales. 
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En cuanto al procedimiento, se debe señalar que corresponde al mismo empleado en todas 
las auditorias desplegadas por la Contraloría General de la República; es decir, el que se establece 
en la Guía de Auditoria de la CGR, y que de manera general sitúa en todas las auditorias el 
ejercicio de un control de los costos ambientales con que las entidades ejecutan su gestión fiscal.  
 
A saber, la Guía señala que respecto de la valoración de los costos ambientales ha de 
tenerse en cuenta  
Que, en la ejecución de los hechos u operaciones financieras, administrativas, 
económicas y de otra índole, referidas a la provisión de los recursos necesarios para el 
cumplimiento de su objeto social o razón de ser, durante un período determinado, las 
entidades no hayan tomado medidas para mitigar el impacto por el uso o deterioro de los 
recursos naturales y el medio ambiente y no demuestren gestión en la protección, 
conservación, uso y aprovechamiento responsable de los mismos. (Contraloría General 
de la República, 2015, p.20)  
 
Es decir que, a partir de un ejercicio auditor que se caracteriza por ser objetivo y técnico se 
busca evaluar el uso, administración, protección, preservación y conservación del ambiente6, el 
cual arroja un resultado, que en términos de auditoría se llama hallazgo al tratarse de valoraciones 
negativas. Este Hallazgo: 
                                               
 
6 En este tipo de ejercicios auditores ha de tenerse en cuenta varios aspectos que tienen incidencia en su 
resultado, a saber, el periodo evaluado (temporalidad) cobertura geográfica y poblacional y el tipo de gestión 
fiscal desplegada. 
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Puede ser de cumplimiento o de gestión; el primero considerado como la desviación o 
incumplimiento de normas o procedimientos y el segundo definido como aquellos hechos 
cuyos aspectos sustantivos son ambientales, causados por acción antrópica que originan 
un detrimento del patrimonio natural, una afectación al equilibrio ecológico o 
disminución de la calidad de vida. (Contraloría de Bogotá D.C., 2006, p.51)  
 
Desde el punto de vista de la responsabilidad fiscal, éste resulta ser la continuidad en la 
línea del control fiscal ambiental, en tanto a partir del ejercicio auditor se efectúan los hallazgos 
relacionados con los daños ambientales, y con posterioridad a ello se inicia un proceso para la 
determinación de la responsabilidad fiscal respecto de dicho daño.  
Así, la  
Responsabilidad fiscal alcanza un carácter de complementariedad en relación con el 
control fiscal, pues se entiende que, si en el ejercicio de los sistemas de control (de 
legalidad, financiero, de gestión, de resultados, físico y de rendición de cuentas) se 
establecen situaciones administrativas que evidencian un deterioro al patrimonio público, 
debe la Contraloría, de manera oportuna, activar la correspondiente indagación preliminar, 
o el proceso mismo, en contra de los agentes fiscales comprometidos, con el fin de 
producir el restablecimiento económico de los fondos o bienes del Estado, lesionados con 
aquellas conductas dañinas. (Amaya, 2002, p.101)  
 
La responsabilidad fiscal en materia ambiental supone la configuración de una triada de 
elementos para que ella tenga existencia. Estos son: i) un daño antijurídico, el cual ha de tener una 
connotación de ambiental, entendida como “Aminoración de los bienes colectivos que forman el 
34 Control Fiscal Ambiental. Elementos para una valoración de la Justicia Ambiental 
 
 
medio ambiente”. (Henao, 2000, p.147). En este punto, estaríamos en presencia de un daño fiscal 
ambiental -elemento objetivo.7; ii) un elemento de conducta que en materia fiscal ha de estar 
revestido por su carácter doloso o gravemente culposo -imputación subjetiva- del agente ambiental 
(SINA o cualquier otro que use, explote o disponga del ambiente); y iii) el nexo causal entre los 
anteriores elementos. Todo ello enmarcado dentro de la gestión fiscal que es entendida como 
El conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los 
servidores públicos y las personas de derecho privado que manejen o administren 
recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, planeación, 
conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, 
adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como a la 
recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines esenciales del 
Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, economía, eficacia, 
equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y valoración de los costos 
ambientales. (Congreso de la República, Ley 610, 2000, art. 6) 
 
De acuerdo con lo anterior, la gestión fiscal comprende también la gestión fiscal ambiental, 
en el sentido en que el ambiente es un patrimonio común y, por tanto, en los términos de la norma, 
un recurso susceptible de protección a través del control fiscal ambiental, a quien le corresponde la 
valoración de los daños ambientales que se ocasionen. 
 
                                               
 
7 Esto quiere decir que, al tratarse el patrimonio ambiental como público y, por tanto, susceptible de 
protección a través del control fiscal ambiental, su desmedro o deterioro podrá ser objeto del proceso fiscal.  
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Al respecto, se debe advertir que la Contraloría General de la República no ha avanzado en 
una visión holística8 de la valoración de los daños, en tanto que si bien efectúa valoraciones 
técnicas sobre algunos daños ocasionados, no cuenta con una herramienta que le permita efectuar 
el cálculo íntegro de esos daños (Contraloría General de la República, 2017). Por lo tanto, los 
hallazgos se limitan a ser descriptivos en relación con los daños ocasionados, algunas veces 
incluso, pero no se ahonda en las consecuencias9, es decir en la cualificación y calificación del 
daño holístico, lo cual conlleva a que, en la práctica, no se adelanten juicios de responsabilidad 
fiscal por el daño fiscal ambiental. 
 
Es así que, aquí nos encontramos con el primer gran obstáculo del control fiscal ambiental. 
Si bien se pueden probar las afectaciones al ambiente, no se han efectuado los ejercicios necesarios 
para cuantificar ese daño no solo en términos meramente económicos sino principalmente en los 
ambientales. Adicionalmente, ha de tenerse en cuenta que la norma fiscal prevé el resarcimiento 
exclusivamente de manera económica, es decir, sin que se tenga en cuenta otro tipo de 
reparaciones que resultan acordes con los daños ocasionados, como las in natura.. 
 
                                               
 
8 Análisis de aspectos biofísicos y las interacciones de éstos con los otros sujetos, incluyendo los humanos y 
la cultura. 
9 Véase como, por ejemplo, en la actuación especial sobre minería de Carbón, a gran escala y a cielo abierto 
en el Departamento del Cesar, adelantado por la CGR en el 2012, se tomaron datos detallados recogidos en 
trabajo de campo y se compararon con estudios anteriores efectuados tanto por instituciones públicas como 
CORPOCESAR como por la Universidad de los Andes y se llegó a la conclusión de la existencia de un 
deterioro ambiental (deterioro de aguas, aire, daños a la salud pública, desaparición de ecosistemas, entre 
otros), respecto del cual la CGR advirtió, configuró 72 hallazgos en tres proyectos mineros por 
incumplimiento a los instrumentos ambientales y adelantó procesos, pese a lo cual, no se cuantificó en su 
integridad el daño ambiental ocasionado. (FIERRO MORALES, 2014, pág. 95) 
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Así, el proceso de responsabilidad fiscal por su naturaleza resarcitoria busca “obtener una 
declaración jurídica, en la cual se precisa con certeza que un determinado servidor público o 
particular debe cargar con las consecuencias que se derivan por sus actuaciones irregulares en la 
gestión fiscal que ha realizado y que está obligado a reparar el daño causado al erario público, por 
su conducta dolosa o culposa” (Corte Constitucional, SU-620-96, 1996).  
 
De manera puntual, sobre los procesos fiscales que se llegaren a adelantar por daños 
ambientales se deberá tener en cuenta que  
“… para efectos de la responsabilidad fiscal por daños al medio ambiente, el primer 
problema radica en la determinación de (si) dicha responsabilidad reside la determinación 
de los parámetros para determinar el ámbito jurídico de la gestión fiscal, como presupuesto 
de la acción, sobre todo en tratándose de particulares; y el segundo reside 
fundamentalmente en la valoración o cuantificación económica del daño ambiental 
producido (daño ambiental)” (Amaya, 2002)  
 
Ha de señalarse que, como resultado del ejercicio del control fiscal ambiental, 
particularmente, en el adelantamiento de los procesos de responsabilidad fiscal que acarrean los 
daños ambientales, a la fecha no ha arrojado resultados en términos de reparación real al 
patrimonio ambiental, tal como la propia Contraloría General de la República lo ha manifestado10.  
                                               
 
10 Al solicitársele a la Contraloría informar “cuáles procesos de responsabilidad fiscal por daños ambientales 
se han llevado a cabo desde el 2000, en cuántos y cuáles se fallaron con responsabilidad fiscal precisando cuánto dinero 
se ha resarcido al patrimonio y señalar de qué manera se efectuó el cálculo de los daños patrimoniales (metodología, 
sistema de evaluación o cualquier otro)”, respondió mediante oficio con radicado 2016EE0070228 del 2 de junio de 
2016, suscrito por la Contralora Delegada para Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva, lo siguiente: “… Le informo que 




Si se considera que desde el constituyente y el legislador se planteó la necesidad de un 
control que velara por el patrimonio ambiental, y en casos de afectación al mismo, se materializara 
en procesos de responsabilidad fiscal cuyo resultado fuera el resarcimiento, - a lo largo de los 
veinticinco años de vigencia de la Carta, la Contraloría no ha cumplido con ese cometido 
constitucional y legal. Esto puede deberse a múltiples factores que van desde las definiciones 
propias de patrimonio y daño hasta la cuantificación del mismo. Lo anterior se aborda tratarse en el 
siguiente acápite.  
 
Ahora, si bien el control fiscal es posterior y selectivo hay que tener en cuenta que en 
materia ambiental, dada la supremacía constitucional del ambiente sano, está facultada para  
 
Que en desarrollo del ejercicio del CFA no se espere hasta que se produzca el daño 
ambiental, sino que se puede conminar a la administración y por su conducto a los 
particulares a que tomen las medidas necesarias que eviten y prevengan el deterioro del 
medio ambiente. (Peña, 2007)  
 
                                               
 
con base en la información SIREF, durante el periodo solicitado NO figuran registro de Procesos por hechos 
relacionados con daños ambientales en los que se haya proferido fallo con responsabilidad fiscal” (Subrayado fuera de 
texto) 
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No obstante, resulta imperioso señalar que la Corte Constitucional señaló en un fallo de 
constitucionalidad que: 
 
la capacidad disuasoria implicada en la formulación de advertencias por parte de la 
Contraloría pone de manifiesto la idoneidad de esta figura para alcanzar los legítimos fines 
constitucionales que con ella se pretenden, pero entraña considerables efectos negativos 
tanto desde el punto de vista de la actividad administrativa y la propia gestión fiscal, como 
desde el punto de vista constitucional, por cuanto deviene en una suerte de 
coadministración contraria a la prohibición establecida en el artículo 267 superior. (Corte 
Constitucional, C-103-15, 2015). 
 
Por lo tanto, al considerar la función de advertencia como un mecanismo de control fiscal 
previo, la Corte Constitucional decidió declarar inexequible el numeral 7º del artículo 5º del 
Decreto 267 de 2000. En virtud de lo anterior, el Contralor General vía comunicados de prensa le 
ha correspondido efectuar los señalamientos por posibles daños ambientales. Un ejemplo es el caso 
en el que la Contraloría advirtió que, pese al fallo de la Corte Constitucional (Corte Constitucional, 
C-035-16,2016), la cual ordenó suspender las actividades mineras en páramos como Santurbán o 
Miraflorez, estas actividades continúan desarrollándose (Contraloría General de la República, 
2017). Lo anterior resulta ser un mecanismo sin ninguna coerción y por lo tanto sin resultados 
materiales en la protección a la naturaleza. 
 
Al llegar a este punto se concluye que, si bien el diseño institucional que partió desde la 
Constitución Política de 1991, el cual asigna a la Contraloría General de la República una función 
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concreta respecto de la protección del patrimonio ambiental, la estructura del control fiscal 
ambiental no está diseñada como un tipo especial de control; es decir no cuenta con características 
que le permitan evitar o reparar efectivamente los daños ambientales ocasionados. 
 
En caso de determinarse la ocurrencia del daño, este se somete a las reglas y términos 
generales del proceso de responsabilidad fiscal; es decir, un proceso en el que se debe demostrar 
necesariamente la conducta dolosa o gravemente culposa y el nexo causal entre la conducta y el 
daño. Esto, en materia ambiental, implica una dificultad mucho mayor en tanto que no se trata de 
un daño de cualquier tipo, sino que entraña otra serie de elementos que principalmente desbordan 
las concepciones puramente económicas de la valoración o cuantificación del daño ocasionado. En 
otras palabras, se debe contar con instrumentos que permitan no solo la determinación de la 
degradación ambiental, sino que además permitan su cuantificación. A saber, ya que este tipo 
específico de daño, el ambiental, se escapa del concepto tradicional de daño, en tanto que se 
requiere ampliar el concepto a aspectos biofísicos y no meramente económicos.  
 
Es preciso señalar desde ahora que la delimitación del control fiscal ambiental, como se ha 
visto, responde a solo una forma de control, a una de las herramientas de gestión ambiental en todo 
lo que se conoce como fiscalidad ambiental. Lo anterior ya que ésta comprende un sistema de 
controles integral constituido por lo económico, lo biofísico e incluye indudablemente el 
desempeño institucional que evalúa las implicaciones ambientales de los comportamientos 
humanos y las demás interacciones con el ambiente en procura de su protección. 
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Así, el Control Fiscal Ambiental debería concebirse como un tipo de responsabilidad 
diferenciada, en el que se conjuguen aspectos meramente económicos, pero que a su vez contemple 
las variables ambientales de los conflictos que inciden en el desgreño del patrimonio ambiental, es 
decir, debería corresponder más con un modelo de fiscalidad ambiental integral como en el último 
capítulo se expondrá. Al llegar a este punto, se realizará a continuación el análisis de lo que 
implica la mencionada valoración para la Contraloría General de la República cuando se está en 
frente de un daño ambiental, desde la perspectiva del control fiscal ambiental. 
 
1.2. Dificultades de la CGR para valorar el daño ambiental. 
Metodologías y procedimientos. 
 
La Contraloría General de la República se ha referido al quehacer ambiental en el marco de 
corresponsabilidad del Estado y los particulares para lograr los fines esenciales del Estado, en los 
siguientes términos: 
 
La gestión, los programas, proyectos y actividades del Estado deben conducir al 
crecimiento económico, la elevación de la calidad de vida y al bienestar social, sin agotar 
la base de los recursos naturales en que se sustentan, ni deteriorar el medio ambiente o el 
derecho de las generaciones futuras a utilizarlo para la satisfacción de sus propias 
necesidades. Igualmente, corresponde al compromiso (política) de la organización auditada 
a desarrollar sus actividades misionales y de apoyo con el debido respeto por la protección 
del medio ambiente, implementando, manteniendo y mejorando continuamente principios 
y prácticas medioambientales, de conformidad con las políticas, normas y regulaciones 
aplicables. En las empresas se puede evidenciar a través de la promoción de un eco-diseño 
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integral de tecnología para reducir la intensidad de uso de materiales y energía durante la 
producción, además de impulsar la reutilización de insumos a través de procesos de 
reconversión tecnológica y de reciclaje, aumentando la funcionalidad de los productos y su 
durabilidad, entre otros aspectos. (Contraloría General de la República, 2015)  
 
Cabe entonces preguntarse cómo ha logrado la Controlaría contribuir a que lo anterior se 
concrete y proteja efectivamente el ambiente desde el control fiscal. La respuesta a ello depende de 
diversos elementos, entre los que se encuentra el alcance del concepto de patrimonio al referirnos a 
la biosfera 11, el alcance de la co-resposansabilidad de la Contraloria cuando delimita el control 
fiscal a la obligación de presentar al Congreso el informe anual sobre el estado de los recursos 
naturales y del medio ambiente, dejando de lado aspectos sustanciales sobre la conservación, 
restauración, sustitución, manejo en general de la biosfera y degradación del ambiente.  
 
La doctrina ha abordado estos aspectos en los siguientes términos: 
 
Existen dificultades en la comprensión de la naturaleza de intervención de los entes de 
control fiscal frente al medio ambiente, en la contextualización del tema y en la aplicación 
técnica del mismo. Esto ha originado que algunas contralorías del país, hayan dirigido su 
atención y sus recursos a medir los niveles de ruido, la calidad del aire o del agua, a seguir 
                                               
 
11 Aquí vale la pena señala que la discusión va mucho más allá del simple concepto y nos lleva a discusiones 
mucho más amplias respecto de la delimitación que se le quiera dar a ese tipo de patrimonio, y su incidencia 
en su protección, por ello se habla de recursos naturales (esenciales, estratégicos, etc.) capital natural, bienes 
comunes, commodities, entre otros que se verán más adelante. 
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y enunciar las actividades ambientales de las autoridades de la jurisdicción. Incluso, a 
adelantar procesos de educación. Todos estos aspectos son importantes en la protección y 
conservación del patrimonio ambiental, pero limitados y parciales en el desarrollo de la 
función de control, al no haber materializado su acción frente a su responsabilidad 
constitucional y legal de valorar el costo ambiental y evaluar integralmente la gestión de 
los recursos al ambiente; esto nos permite afirmar que los análisis aún se encuentran en 
fases intermedias … es bien sabido que el Estado, en sus diferentes niveles y organismos, 
es responsable directa e indirectamente de buena parte de la depredación ambiental del 
país, y es relativamente poco lo que buena parte de los organismos controladores están 
haciendo en el país para evitar esta desafortunada circunstancia. (Claros, 2001) 
 
De manera concreta, Vélez (2007) presenta de la siguiente manera las dificultades del 
control fiscal 
En el país no existe un sistema de control fiscal ambiental estructurado, unificado, ágil 
oportuno y confiable, que dé señales sobre el uso y deterioro de los recursos naturales, 
como consecuencia de la gestión propia del Estado o de los particulares que manejen 
recursos públicos. (p.56) 
 
De acuerdo con lo anterior, existen diferentes tipos de deficiencias legales, teórico-conceptuales e 
institucionales en el ejercicio del control fiscal ambiental. Las primeras tienen que ver con la falta 
de herramientas verdaderamente útiles para la valoración de los costos ambientales. Al respecto, es 
necesario ahondar en las deficiencias sobre las metodologías empleadas, por encontrarse en ellas 
uno de los aspectos problemáticos más importantes a los que se ve enfrentado el control fiscal. Por 
su parte, las deficiencias conceptuales tienen relación con la cuantificación física (inventarios de 
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bienes) y la cuantificación económica del ambiente. Finalmente, la deficiencia institucional está 
dada por la falta de sistemas de información ambiental, la falta de interés en la aplicación de las 
normas ambientales y la falta de voluntad política para incorporar la dimensión ambiental al 
desarrollo de las políticas del país. 
 
Ahora bien, con respecto a la estimación de los costos ambientales la Contraloría General 
de la República, al igual que los demás entes de control fiscal, se encuentran dos grupos de 
problemáticas de tipo técnico y económico (Mena, 2014). El primero tiene que ver con la 
información ambiental con la que cuentan las entidades para ejercer sus funciones. Las segundas 
tienen que ver con los recursos (humano, científico, de infraestructura12) con el que cuentan para 
llevar a cabo su labor, particularmente en el uso de nuevas tecnologías que permitan abordar de 
forma comprensiva y multidimensional la complejidad de las interacciones de la biosfera. Todo lo 
mencionado tiene incidencia directa en el método que se use para efectuar la valoración del daño 
ocasionado y sus correspondientes resultados. 
 
En relación con la metodología para la valoración de los costos ambientales, si bien el 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial expidió la Resolución 1478 de 2003, se 
debe tener en cuenta que  
                                               
 
12 Nótese como para el año 2014 se realizaron varias contrataciones de expertos ambientales 
para la producción de los libros Minería en Colombia, en cuyos estudios previos, la Contraloría 
advierte la necesidad para la delegada para el Medio Ambiente de la medición del capital natural 
del país, lo cual amerita un estudio profundo de los diferentes ecosistemas nacionales, que deben 
ser valorados en términos económicos, sociales y ambientales. De igual manera … el 
fortalecimiento de sus capacidades para la valoración de costos ambientales… por ello es 
necesario… contar con profesionales que puedan aportar sus conocimientos y productos 
concretos (Contraloría General de la República, 2014, p.1) 
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La adopción de las metodologías de valoración de los costos ambientales por parte del 
Ministerio de Ambiente no puede interpretarse como la exoneración de la obligación del 
ejercicio del control fiscal por parte de las contralorías sino, por el contrario, como un 
avance en la definición de las competencias y del papel de cada entidad en la búsqueda del 
desarrollo sostenible (Villa, 2007, p.26)  
 
Así, al ser consultada la Contraloría General de la República acerca de la metodología que 
usa para determinar o valorar los daños patrimoniales, responde en el oficio con el Radicado 
2016EE0070228 del 2 de junio de 2016, suscrito por la Contralora Delegada para Juicios Fiscales 
y Jurisdicción Coactiva, en los siguientes términos: 
Para responder a su solicitud, en el sentido de indicar cómo se realiza el cálculo de los 
daños ambientales, se precisa que conforme a lo previsto en el artículo del Decreto Ley 
267 de 2000, esta función le compete a la Contraloría Delegada para el Medio Ambiente 
en coordinación con las entidades y organismos descentralizados. Radicado 
2016EE0070228, 2016) 
 
Por su parte, la Contraloría Delegada para el Medio Ambiente se ha referido a la 
metodología como aquella que en su momento expidió el Ministerio sin que haya desarrollado una 
propia o haya implementado definiciones y mecanismos de valoración distintos a los allí 
señalados. Así, en el 2015 la propia contralora delegada manifestó que el control fiscal ambiental 
se ve enfrentado a varios problemas. El primero tiene que ver con la confusión entre daño fiscal y 
daño ambiental, en el que el ambiental comprende aspectos que van mucho más allá de los 
meramente crematísticos. De allí, se desprende la dificultad de la cuantificación a ese daño, en 
tanto que no se tiene cuantificado el capital (activos naturales) y existen deficiencias en la 
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información ambiental y evaluación del desempeño e impacto ambiental de las entidades públicas 
del orden nacional y regional en los diferentes sectores de la economía. Adicionalmente, se 
reconoce que se requiere fortalecer las metodologías para la valoración de los costos ambientales y 
concluye señalando que “se debe avanzar hacia la consolidación de un modelo de valoración de 
costos ambientales para poder cuantificar los daños en el patrimonio natural que viabilice los 
procesos de responsabilidad fiscal por daños ambientales”. (Contralora Delegada para el Medio 
Ambiente, 2015) 
 
Frente a este problema, es importante citar las conclusiones efectuadas por la Auditoría 
General de la República en el año 2015, cuando efectuó una evaluación al control fiscal ambiental 
y que retomó un documento efectuado en el año 2005, señaló que: 
 
La acción del control fiscal de las Contraloría en Colombia, fundado en el principio de la 
valoración de los costos ambientales, ha sido ineficiente, ineficaz e inoportuna, por cuanto 
no han contemplado la mencionada evaluación dentro de sus procesos de auditoría. De 
igual forma, no han implementado las acciones necesarias para propender a que el cálculo 
real y efectivo de los costos ambientales y de las cargas fiscales ambientales, sean incluido 
en las políticas, estrategias y gestión de las entidades y organismos fiscalizados en todo lo 
que tiene que ver con la recuperación de los ecosistemas, con la conservación, protección y 
preservación, uso y explotación de los recursos naturales y del ambiente. Es claro que no 
hay valoración de los costos ambientales por parte de las entidades del SINA, a 
quienes les corresponde esta obligación por asignación legal, ni requerimiento alguno por 
parte de los organismos de control para que lo realicen. Esta deficiencia en la vigilancia de 
la gestión fiscal, ha derivado en lo siguiente: 1. Retraso en el cumplimiento de las normas 
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legales que fueron expedidas desde 1991, que hablan de la necesidad de realizar la 
evaluación de la valoración de los costos ambientales y ejercer un control fiscal debido 
sobre esta gestión fiscal. 2. Se ha afectado y alterado los resultados del control financiero 
que aplica la CGR por la ausencia de las evaluaciones correspondientes a las valoraciones 
de los costos ambientales. 3. En la actualidad los estados financieros del sector ambiental, 
no reflejan una situación real, ya que no están incluidos el total de los bienes ambientales, 
ni el estado de los mismos… no se observa que se hayan logrado avances significativos o 
lo que es más grave, no se ha cumplido con la exigencia legal de contemplar en la gestión, 
la valoración de los costos ambientales, con lo cual los esfuerzos del control fiscal 
ambiental han sido nugatorios. (Escudero, 2005) 
 
En este sentido, las necesidades que le aquejan a la Contraloría para la valoración de los 
daños ambientales no solo están referidas al alcance conceptual y la fundamentación de lo que se 
considera por ambiente, sino también a la ausencia de un diagnóstico ambiental integral, una 
metodología adecuada que permita la cuantificación de los daños que se ocasionen desde el 
impacto a la biosfera considerada como un todo. Esto implica necesariamente un conocimiento 
complejo de la naturaleza que se ve limitado por la escasez de recursos técnico-científicos como 
humanos por parte de la Contraloría. 
 
Por lo anterior, el impacto del control fiscal ambiental en la protección del patrimonio 
ambiental resulta nimio comparado con los desastres naturales que surgen cada día y con la 
degradación ambiental que compromete tanto el presente como el futuro. De hecho, el corolario 
del control fiscal ambiental, que se traduce en los procesos de responsabilidad fiscal por daños 
ambientales, se ha limitado a los daños patrimoniales ocasionados en las entidades del SINA, y no 
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ha avanzado en la consolidación de hallazgos que den cuenta de la degradación ambiental y su 
correspondiente cuantificación en términos biofísicos. A partir de allí, cabe preguntarnos si la 
generación presente es la responsable por la protección y conservación del ambiente para que las 
generaciones futuras también puedan usarlo y disfrutarlo.  
 
Por ello en los siguientes capítulos se buscará hacer un acercamiento a esos conceptos y 
fundamentos, al establecer las categorías que resultan ser necesarias para aproximarse a un modelo 
de control fiscal que atienda la problemática ambiental que se está dando en el país. Además, se 
busca hacer una contribución para detectar si la institucionalidad actual es la que realmente se 






Capítulo 2. ELEMENTOS PARA LA 
VALORACIÓN AMBIENTAL 
 
El presente capítulo pretende ser un acercamiento a los elementos para la valoración del 
control fiscal ambiental que se desarrollan desde las conceptualizaciones acerca de los derechos 
colectivos, el Estado ambiental de derecho, las teorías acerca de la propiedad del patrimonio 
ambiental y el papel que ha tenido la jurisdicción constitucional en su protección. A continuación, 
se describe el alcance del daño ambiental y su relación con el daño fiscal, para determinar cómo se 
valora y cómo se repara. Finalmente, se borda el concepto de justicia ambiental como eje central 
de la propuesta de control fiscal que se plantea en el tercer capítulo. 
 
Elementos comunes para la valoración del control fiscal 
ambiental 
 
A partir de los años setenta, las legislaciones, y en especial las constituciones, han 
sobrepasado la visión antropocéntrica de los derechos y las obligaciones de los Estados, para pasar 
a una constitucionalización de los derechos ambientales. De hecho en América Latina se 
encuentran algunos casos en los que se reconocen los derechos inalienables a la naturaleza, como 
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en el caso de las Constituciones Ecuatoriana13 o Boliviana que le reconoce derechos a la Madre 
tierra o la “Pachamama” 14 
 
Colombia no escapó a esta realidad, y como es conocido en el ámbito nacional e 
internacional, se tipifica a la Constitución de 1991 como una “constitución verde” o “constitución 
ecológica” (Corte Constitucional T-411-92, 1992), ya que en su parte dogmática ha consagrado de 
manera explícita derechos15. Algunos ejemplos de estos derechos son: al ambiente sano, la 
protección al ambiente y la diversidad, el desarrollo sostenible16 y la propiedad privada con 
función ecológica, entre otros. Todo esto tendría correspondencia entre el modelo constitucional 
adoptado a partir de 1991 y la realidad en términos del país mega-diverso que habitamos.  
 
El desarrollo normativo17 y jurisprudencial que se ha venido dando a partir de 1991 ha sido 
voluminoso, lo cual en modo alguno significa que haya sido el adecuado para resolver el conflicto 
ambiental18 colombiano. Particularmente, las alternativas de solución han estado orientadas a la 
                                               
 
13 Constitución Ecuatoriana, Art. 71 "La naturaleza o Pacha Mama, donde se reproduce y realiza la vida, tiene derecho a 
que se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y 
procesos evolutivos” 
14 Preámbulo Constitución Boliviana.  
15 Cerca de 40 artículos constitucionales. 
16 Para el caso de Ecuador se habla de desarrollo integral como medio para lograr el Vivir Bien, las bases para la 
planificación, gestión pública e inversiones y el marco institucional estratégico para su implementación. Es decir, es una 
visión mucho más amplia a la que está consignada en la Constitución Colombiana. 
17 En desarrollo de esos institutos constitucionales en el año -1993- se promulgó la Ley 99, la cual creó el Sistema 
Nacional ambiental – SINA – que pretendió, a partir de la repartición de competencias entre las autoridades ambientales, 
fortalecer la gestión ambiental en el país 
18 “Se prefiere la expresión “conflictos ambientales” en lugar de la expresión “conflictos ecológicos”, pues se 
considera que la primera expresión es más acertada, en tanto, pone énfasis en las relaciones cultura-naturaleza y no 
solo en las relaciones ecosistémicas” así los conflictos ambientales se conciben como “apropiaciones del ambiente 
realizadas de manera injustificada o vulnerando los derechos de unos, muchos o todos por parte de unos pocos” (MESA 
CUADROS, ORTEGA GUERRERO, CHOACHI GONZALEZ, QUESADA TOVAR, & SÁNCHEZ SUPELANO, 
2015, pág. 37) 
Capítulo 2 51 
 
 
protección del ambiente, los bienes ambientales y el desarrollo sostenible19 que se promulga en la 
Constitución Política, especialmente sobre la reparación de los daños ambientales que se 
ocasionan, pues no se ha respondido a la velocidad con la que ha crecido la industria. Además, se 
debe considerar el deterioro ambiental, pues se han desprotegido los derechos constitucionales 
señalados y esto lo que se traduce en un “déficit institucional en la gestión pública de problemas de 
alcance planetario”. (De Julios, 2004) 
 
En este escenario, es importante destacar la indolencia del Estado frente a la magnitud de 
los daños ambientales, pues se desconoce que esta afecta directamente al patrimonio ambiental, 
respecto del cual tiene obligación de cuidado, protección y conservación. Para entender esta 
problemática es necesario establecer qué se entiende por patrimonio ambiental, cómo está 
contemplado constitucionalmente, cuáles principios lo gobiernan y qué mecanismos se han 
establecido para su protección. Esto permitirá posteriormente entrar a indagar acerca del riesgo que 
corre este tipo de patrimonio por los daños ambientales que se ocasionan a diario. Por ello, a 
continuación se abordarán en tres acápites las principales tesis del patrimonio. En ellos de 
desarrollan los siguientes aspectos: los derechos colectivos y ambientales, el capital natural y los 
bienes comunes. A partir de esto, se revisarán diferentes teorías acerca de la propiedad de la 
naturaleza, y se repara en las características del Estado ambiental de derecho. Finalmente, se 
aborda el papel que ha jugado la jurisdicción constitucional en la protección al patrimonio y 
justicia ambientales. 
 
                                               
 
19 La Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo publicó el informe “Nuestro Futuro Común” en 1987, en el 
que se define al desarrollo sostenible como aquel que garantiza las necesidades del presente sin comprometer las 
posibilidades de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades 
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1.1. Derechos colectivos, ambientales y Estado ambiental de 
derecho 
 
El ambiente puede ser abordado desde diferentes perspectivas: como un derecho colectivo, 
como un bien común o como un interés colectivo. Sin embargo, para los efectos de la presente 
investigación se tratará como un patrimonio que está revestido de características especiales. 
 
En primer lugar, la visión del ambiente como patrimonio fue concebida en la Convención 
sobre la protección del patrimonio mundial, cultural y natural, de la Conferencia General de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura de 1972. Esta 
visión se clasificó de la siguiente manera (FUNDACIÓN ILAM): 
 
Figura 1. Diagrama de los tipos de patrimonio según la UNESCO. 





Desde esta perspectiva, se destacan dos características principales para el control fiscal: 
una que reconoce el patrimonio como bien y otra, que expone la naturaleza como característica de 
ese bien. Así pues, el patrimonio natural como conjunto de bienes y riquezas naturales que la 
sociedad ha heredado de sus antecesores, de acuerdo con el artículo 2° de la Convención 
comprende lo siguiente: 
 
Los monumentos naturales constituidos por formaciones físicas y biológicas o por grupos 
de esas formaciones que tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista 
estético o científico.  
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- Las formaciones geológicas y fisiográficas y las zonas estrictamente delimitadas 
que constituyan el hábitat de especies animal y vegetal, amenazadas que tengan un valor 
universal excepcional desde el punto de vista estético o científico  
- Los lugares naturales o las zonas naturales estrictamente delimitadas20 que tengan 
un valor universal excepcional desde el punto de vista de la ciencia, de la conservación o 
de la belleza natural.  (UNESCO, 1972) 
 
De acuerdo con lo anterior, se evidencia un alcance limitado de la definición efectuada por 
Convención, ya que, aunque aporta elementos de gran importancia para la construcción de lo que 
se entiende por patrimonio ambiental, no es suficiente para dimensionar su contenido, ya que no 
aborda de manera integral cada uno de los aspectos que le atañen como patrimonio público y ello 
se traduce en una limitación en la definición del contenido del o los derechos ambientales y el 
alcance de su protección –poder de la definición-.  
 
A saber, todo el contenido del que se dote a lo que significa patrimonio ambiental, viene a 
traducirse, como se indicó anteriormente, en una de las dificultades a las que la Contraloría 
General de la República se ve enfrentada en el ejercicio del Control Fiscal Ambiental. Esto gracias 
a que se trata de un patrimonio constitucionalmente protegido y cuya defensa desde el aspecto 
fiscal está asignada a la CGR. Ahora bien, lo primero que ha de advertirse es que a lo largo de la 
legislación, jurisprudencia y doctrina se han adoptado una serie de términos para referirse en algún 
aspecto en particular a la biosfera. En este punto se habla de recursos naturales, capital natural, 
bienes comunes, commodities, los cuales se desarrollan a continuación.  
                                               
 
20 parques nacionales, áreas de conservación, entre otros 




1. Recursos naturales 
 
El término de recursos naturales evoca un conjunto de bienes que pertenecen a la 
naturaleza y que son destinados como materia prima para la producción de otros bienes o servicios. 
Es decir, la capacidad de uso es la que define un objeto o materia como recurso, así como el 
concepto de activo fijo se limita a identificar su contenido a través de la relación con la actividad 
económica. Esto último resulta ser una consecuencia directa de la visión antropocéntrica que ha 
gobernado el quehacer de la humanidad, en tanto que se evalúa, desde el beneficio que le puede 
aportar al ser humano, un elemento de la naturaleza individualmente considerado.  
 
Adicionalmente, coincidido con Morales (2016) en que  
 
Definir el ambiente en términos de recursos sería una definición utilitarista que es ciega a 
la dimensión de la apropiación simbólica de la naturaleza, a través de la cual se da la 
construcción social de los recursos… el concepto de recursos naturales es un absurdo, no 
hay tal cosa. Para la humanidad ningún recurso es natural en el sentido de que toda entidad 
de la naturaleza se concibe como recurso es construida socialmente como tal. (p. 150) 
 
Esta visión se remonta a los orígenes de la producción humana que se centraron en la 
agricultura y la ganadería –economía preindustrial-. No obstante, con el pasar de las décadas, se 
observó que los recursos estaban lejos de ser ilimitados y por ello comienzan a publicarse 
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documentos que dan cuenta de la necesidad de su buen uso, como lo describe en su texto Perkins 
Marsh “Man and Nature” de 186421. 
 
En la segunda guerra mundial, los países industrializados dependían de la explotación de 
recursos minerales, razón por la cual sus condiciones geográficas y el desarrollo de la industria se 
encontraban estrechamente ligados. De allí, nació un especial interés en la distribución mundial de 
dichos bienes y su correspondiente explotación, en particular por la oferta y demanda de ellos en la 
economía a escala mundial. Como consecuencia, los bienes ambientales se transformaron en 
bienes estratégicos, respecto de los cuales se despertó un interés económico en la tierra y se 
emprendió una nacionalización de los bienes, en tanto se convirtieron en un símbolo de soberanía 
nacional. 
 
De allí a que surgieran clasificaciones de los recursos naturales que dan cuenta de sus 
limitaciones -renovables22 y no renovables23-, tipo de origen -bióticos y abióticos-, entre otros. Esta 
visión segmentada y antropocéntrica de los recursos es la que retoma el Decreto 2811 de 1974 
colombiano, que desde su mismo nombre “Código Nacional de Recursos Naturales Renovables” 
evoca esa segmentación24 uso, apropiabilidad y cosificación del ambiente (Santander, 2010) y que 
sirve de fundamento para un tratamiento desigual, fragmentado y desconocedor de las realidades 
                                               
 
21 Este documento se considera el pionero del conservatismo contemporáneo. 
22 Aquellos que se reponen de forma natural 
23 Los que no se reponen de forma natural o lo hacen muy lentamente, 
24 De hecho el Código contempla tan solo algunos recursos naturales, dejando en desventaja a otros que 
requieren ser protegidos. Así se contemplan en dicho compendio tan solo el manejo de los recursos naturales 
renovables, a saber: 1. La atmósfera y el espacio aéreo Nacional; 2. Las aguas en cualquiera de sus estados; 
3. La tierra, el suelo y el subsuelo; 4. La flora; 5. La fauna; 6. Las fuentes primarias de energía no agotables; 
7. Las pendientes topográficas con potencial energético; 8. Los recursos geotérmicos; 9. Los recursos 
biológicos de las aguas y del suelo y el subsuelo del mar territorial y de la zona económica de dominio 
continental e insular de la República; 10. Los recursos del paisaje; 
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biofísicas e interconexiones necesarias y útiles de la biosfera, en tanto sistemas complejos y su 
relación con la cultura. El Decreto 1076 del 26 de mayo de 2015, Decreto Único del Sector 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, tampoco se escapa a esta visión parcializada, pues da 
tratamiento a tan solo algunos de los elementos naturales, desconociendo algunos de ellos o su 
interrelación. 
 
De igual manera, la Corte Constitucional se ha referido al ambiente a partir de esta visión 
de recursos, tal como está concebida en el ordenamiento jurídico colombiano. No obstante, cuando 
se ha referido a los bienes ambientales, ha señalado que “por sus características, constituyen 
recursos de interés ecológico nacional, que exigen una protección especial en cuanto bienes 
constitutivos del patrimonio nacional” (Corte Constitucional, C-395/12, 2012)  
 
2. Capital Natural 
 
Para la doctrina, el capital natural se traduce en el  
Stock (de activos naturales) que produce un flujo valioso de bienes y servicios para el 
futuro (REES, 1996, pág. 29); es decir, se trata de todas las materias primas y ciclos 
naturales en la Tierra… Las funciones principales incluyen la producción de recursos 
(como el pescado, la madera o los cereales), la asimilación de residuos (como la absorción 
de CO2 o la descomposición de aguas residuales) y los servicios de soporte vital (como la 
protección UV, la biodiversidad, la limpieza del agua o la estabilidad climática). 
(GLOBAL FOOT PRINT NETWORK, 2012) 
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De acuerdo con REES (1996) existen tres clases de capital natural: i) Capital Natural 
Renovable –autoproducción propia-, ii) Capital Natural Reponible y iii) Capital Natural No 
renovable –liquida el stock. Esta concepción, es un poco más amplia que la de los recursos 
naturales, en tanto que no se refiere a la naturaleza como una suma de elementos, sino que los 
considera como un flujo; es decir, considera su reciproca interacción. Sin embargo, los considera 
de esta forma para plantearlos como materias primas, lo cual trae consigo dificultades en relación 
con la cuantificación y la cualificación de los recursos que se involucran en ese stock. Esto 
depende tanto de la tecnología que se emplee, como del momento en el que se haga la medición. 
De allí que no resulte ser un concepto adecuado para el ejercicio del control fiscal ambiental dado 
que se limita a un tratamiento meramente instrumental. 
 
3. Bienes Comunes / Res Communis / Commons 
 
Finalmente, el objeto de definición del patrimonio en el que deberá centrarse el control 
fiscal ambiental tiene que ver con el carácter público del mismo. En este aparte se aborda el 
concepto de bien común como  
 
aquellos bienes materiales e inmateriales que no se circunscriben a una persona, sino que 
remiten a todos y cada uno de los miembros de la sociedad. Entre esos bienes suelen 
contarse elementos básicos para la supervivencia humana biológica, como el aire y el agua, 
pero también el derecho a participar en el usufructo de los bienes de la cultura. (Michelini, 
2007)  
 
Capítulo 2 59 
 
 
La teoría de los bienes comunes entraña la idea de manejo y utilización de manera 
colectiva – acceso, uso y disposición- fundado en las constantes interacciones sociales, de 
cooperación, coordinación y autorregulación. Además, ha diferenciado los recursos de uso común 
(RUC), sobre los cuales 25 se han establecido reglas que controlan su acceso desmedido. Por otra 
parte, se encuentran los bienes intangibles, como la cultura o la ciencia, que no son escasos (no 
rivalizan), pero pueden llegar a tener acceso limitado. Finalmente, se encuentran los bienes 
comunes globales, res communis humanitatis o “recursos de acceso abierto”, que no son propiedad 
de ninguna persona natural o jurídica en particular como los fondos marinos26, la atmósfera, los 
cuerpos celestes, el espacio ultraterrestre27, o la Antártida. 
 
Como se puede observar, el concepto de bienes comunes implica varios aspectos, tales 
como el acceso a los bienes, la capacidad de disposición, su producción y explotación, gratuidad, 
solidaridad en su reparto, entre otros. No obstante, más allá de las interpretaciones y alcances que 
se den respecto a lo que se entiende por bienes comunes, hay que tener en cuenta la concreción que 
de ellos se ha venido haciendo, especialmente con respecto de la naturaleza. Para esto, resulta 
importante precisar que todo bien público es un bien común y su titularidad es ejercida bajo reglas 
formales, bien sea por el Estado o por una organización internacional. 
 
                                               
 
25 Casi todos pertenecen al ambiente: agua, suelo, semillas, etc. Respecto de los cuales en la teoría de 
Ostrom, se predican como atributos definitorios: la rivalidad o substracción y la no exclusividad o exclusión 
costosa. 
26 Res. 2749 (XXV) AG-ONU, 17 de diciembre de 1970. Declaración de Principios que regulan los fondos 
marinos y oceánicos y su subsuelo fuera de los límites de la jurisdicción nacional 
27 Tratado del 27 de enero de 1967, sobre los principios que deben regir las actividades de los Estados en la 
Exploración y Utilización del Espacio Extraterrestre, incluso la Luna y otros Cuerpos Celestes.  
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Así autores como Ortega Guerrero (2013), han señalado que  
“El término ´bienes comunes´ (commons) es un término amplio y general que hace 
referencia tanto a la ´propiedad común´ como al ´conjunto de bienes comunes´ (Dietz, et 
al., 2002). Estos se clasifican a su vez en bienes comunes globales (global commons) 
regulados internacionalmente (Wijkman, 1982) y bienes comunes locales (local commons). 
La teoría sobre el ´patrimonio común de la humanidad´ (res communis omniun) hace 
referencia a la restricción de soberanía especial sobre un bien común global determinado 
para solucionar problemas globales aplicando los principios de solidaridad y cooperación 
internacional (Cocca, 1972; Santos, 1998) […] la idea de bienes comunes corresponde al 
género, mientras que la noción de ´bienes ambientales´ es una especia de los bienes 
comunes en donde está incluida la interacción entre lo biofísico y lo antrópico (lo humano 
como cultura) (i.e. no todos los bienes comunes son ambientales). Dicha noción de ´bienes 
ambientales´ supera aquella visión tradicional moderna de los ´recursos naturales´ 
entendidos como meros insumos o elementos de materia y energía que ingresan al proceso 
económico y al mercado” (p.53) 
 
En el contexto nacional, retomando el Decreto 2811 de 1974, su artículo 1° establece que 
el ambiente es patrimonio común. Por tanto, el Estado y los particulares deben participar en su 
preservación y manejo, que son de utilidad pública e interés social. Sin embargo, señala que la 
preservación y manejo de los recursos naturales renovables también son de utilidad pública e 
interés social. Es decir, la norma parece diferenciar el ambiente de los recursos naturales para 
darles un tratamiento desigual y parcializado. 
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De acuerdo con lo anterior, al existir usos indiscriminados para identificar el ambiente 
como recurso, como bien o como patrimonio, hay que señalar que, para los fines del control fiscal 
ambiental resulta como objeto de su protección tanto el patrimonio natural – elementos bióticos, 
físico-químicos, climáticos y sus interrelaciones-, como el cultural que interactúa con el natural, 
especialmente, en lo que se refiere a las culturas ancestrales, pueblos raizales, comunidades 
étnicas. Esta concepción, aunque compleja, permite llegar a análisis profundos y sistemáticos de lo 
que pueden implicar los daños patrimoniales, particularmente los ambientales. 
1.1.1. Teorías acerca de la propiedad del ambiente y la biosfera. 
 
 
¿Qué es el mundo? ¿Una cantera para explotar sus minerales con beneficio, o un bello y 
frágil jardín susceptible de conservación y mejora? ¿Y nosotros? ¿Nos concebimos a 
nosotros mismos como demiurgos «más allá del bien y del mal», o como miembros de la 
comunidad biosférica insertos en una miríada de relaciones —algunas de ellas con seres 
inexistentes, como los humanos del futuro, de las cuales se derivan también obligaciones? 
(Riechmann, 2003)  
 
Para abordar las diferentes investigaciones que a lo largo de la historia han sustentado las 
teorías y conceptualizaciones acerca del ambiente, debemos cuestionar si el ambiente es o no 
objeto de protección. Para ello, se requiere diferenciar, dos grandes vertientes del pensamiento: la 
hegemónica y antropocéntrica, y la holística. La primera, se refiere al ambiente como un objeto del 
cual se extraen los recursos naturales. La segunda, concibe al ambiente y a la naturaleza como un 
todo en el que interactúan todos los organismos y la materia en la que los componentes biológicos 
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y físicos residen. A saber, “Las características y el valor de cada elemento vienen dadas por su 
relación con los demás elementos”, incluidos el ecológico y el cultural (Shiva & Mies, 2014) Así, 
desde la concepción del ambientalismo político, se entiende por ambiente la “interacción dinámica 
de varios elementos: bióticos, abióticos y antrópicos en relación a la interdependencia que guarda 
respecto de la cultura”. 
 
Ahora bien, en cuanto a la titularidad del ambiente, también se ha teorizado desde distintos 
ámbitos. Esto se pueden resumir en aquellas teorías que señalan que son (Mesa, 2013)  
 
i) Teoría privada, cuyo antecedente es el Código Civil napoleónico de 1804 y el 
pensamiento Burgués que propende por la propiedad privada, en la medida en que 
se convirtieron las tierras comunales feudales en tierras privadas, excluyendo 
cualquier otro tipo de propiedad y otorgándole un atributo de abuso. Ideas éstas 
retomadas por el neoliberalismo que, a partir de las deficiencias en el manejo 
público de los bienes, proponen la privatización como solución para la 
conservación y protección del ambiente. 
 
ii) Teoría estatal, según la cual, al depender del espacio limítrofe que distingue a los 
países, la propiedad de los recursos naturales es de cada Estado, y se les da el 
tratamiento de bien de uso público. 
 
iii) Teoría del patrimonio común de la humanidad, el cual radica en cabeza de toda la 
humanidad la titularidad de su propiedad, como en el caso de los bienes comunes 
de globales o “recursos de acceso abierto”, que “se consideran básicos para la 
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conservación de la vida en la tierra y además fundamentales para la sostenibilidad 
socioambiental global”. (Mesa, 2013, p.518)  
 
La idea de la naturaleza como bien común de la humanidad plantea varias 
inquietudes que van desde si ¿ello implica que toda ella está a disposición de todos 
los seres humanos? ¿Qué tiene de natural de apropiarse de un bien que es común? 
Hasta los aspectos más complejos como el tratamiento de los dos aspectos 
relacionados con su conservación, como lo son ¿quién es el responsable por su 
cuidado? o ¿cómo o a quienes se repara cuando se daña? 
 
iv) La teoría del patrimonio colectivo o comunitario, menciona que se establece la 
titularidad ya no en cabeza de todo el colectivo, denominado humanidad, sino de 
un grupo en particular, como un pueblo o comunidad. Por ejemplo, los indígenas, 
los afrodescendientes, palenqueros, entre otros. En el caso colombiano, que se 
destaca por el conocimiento tradicional, se han brindado elementos para el uso de 
la naturaleza que permita su conservación y aminorar los impactos ambientales. 
 
v) Teoría de libre acceso. En este caso se trata de la “ausencia de reglas y de 
asignación de derechos específicos para el acceso y utilización del bien” (Ortega, 
2013, p. 53)  
 
En esta línea, ha de señalarse que indistintamente de la titularidad de la propiedad de la 
naturaleza, se deben también abordar las formas de apropiación de ella. Esto gracias a que, en la 
historia de la humanidad se ha justificado tal apropiación. Un ejemplo de esto puede serla 
conquista de las tierras de América. Para los españoles, estas tierras les pertenecían a ellos, ya que 
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como civilización más avanzada podría dominar a la naturaleza. Otro ejemplo más reciente es que 
a través de acuerdos comerciales, transgénicos, clonaciones y derechos individuales de propiedad, 
como las patentes o los licenciamientos, puede darse la apropiación de determinados elementos de 
la naturaleza e incluso de conocimientos como los ancestrales para su industrialización y 
mercantilización. (Mesa, 2013)  
 
Ahora bien, esa apropiación de determinados elementos de la naturaleza ha conllevado a 
regulaciones especiales, sobre aquellos cuya importancia sea económica o vital para el ser humano. 
Verbigracia, como los hidrocarburos, los minerales preciosos, las regulaciones sobre aguas no 
marítimas, las marítimas en conjunto con los bienes marinos y pesqueros, los bosques y las 
plantaciones forestales. Por ejemplo, que llevan a darles más importancia a unos elementos que a 
otros, fragmentando la naturaleza y con ello creando un espacio adecuado para su explotación 
ilimitada, sin embargo, Es importante tener en cuenta que al abordar al ambiente como entidad se 
debe señalar que en su integridad no es susceptible de apropiación, salvo, como ya se dijo, en los 
casos de elementos individuales. 
 
No obstante, habrá de señalarse que los tipos de propiedad no son estáticos, ni 
corresponden a una sola tipología en un mismo espacio-tiempo, pues “las formas de propiedad 
coevolucionan de acuerdo con las circunstancias sociales y ambientales” (Martínez, 2004, p. 109). 
En el mismo sentido evolucionan las formas de apropiación que pueden tecnificarse para atomizar 
la idea del impacto en el aprovechamiento, uso y disposición de la naturaleza. 
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El ámbito nacional no dista mucho de esta realidad, en tanto que, a pesar de reconocerse la 
posibilidad de protección del ambiente desde la jurisprudencia, esto tiene lugar a través de la 
regulación de la propiedad privada. De hecho, tan solo después de diferentes debates y avances 
normativos, se reconoció al ambiente como un “bien jurídico inmaterial, unitario y autónomo con 
un valor colectivo, con una dimensión social, pública, concerniente al Estado, que además 
constituye un ‘bien y principio constitucional”, (Ortega & Ávila, 2015)  
 
Así, la Corte Constitucional se ha referido al ambiente como parte de los derechos 
colectivos  
 
Cuya esencia transciende el concepto de derecho individual para radicarse en el ser social, 
el cual incumbe, además, a cada una de las esferas que componen el entramado social, de 
manera que su conservación impone deberes correlativos a los particulares, la sociedad, las 
empresas, al Estado y la comunidad internacional. 
  
Se acepta al medio ambiente sano como un derecho del cual son titulares todas las 
personas, quienes a su vez se encuentran legitimadas para participar en las decisiones que 
puedan afectarlo y deben colaborar en su conservación. También como un deber que se le 
impone a todos y particularmente al Estado: i) proteger su diversidad e integridad, ii) 
salvaguardar las riquezas naturales de la Nación, iii) conservar las áreas de especial 
importancia ecológica, iv) fomentar la educación ambiental, v) planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales para así garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución, vi) prevenir y controlar los factores de deterioro 
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ambiental, vii) imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados 
al ambiente; y viii) cooperar con otras Naciones en la protección de los ecosistemas 
situados en las zonas de frontera. (Corte Constitucional, C595-10, 2010)  
 
Como se puede apreciar, el ambiente está ligado a una titularidad colectiva en el ámbito 
nacional, que implica derechos y obligaciones de origen constitucional, para cuya protección se 
invoca no solo la mediación del Estado sino la de todos los individuos societarios, públicos y 
privados. De allí a que la definición de patrimonio ambiental se complemente con esta 
característica de propiedad colectiva que en el ámbito de su protección debe tener límites para su 
apropiación. Por ello, resulta de importancia para el control fiscal ambiental, porque dicho 
patrimonio se encuentra afectado al cumplimiento de los fines del Estado, especialmente los 
referentes al servicio a la comunidad, la promoción de la prosperidad general y la garantía de la 
efectividad de los principios, derechos y deberes constitucionales y el mantenimiento de la 
integridad territorial. Por tanto lo anterior es susceptible de protección fiscal ambiental y requiere 
visión mucho más amplia de lo que implica el patrimonio ambiental, el cual comprende tanto los 
componentes ambientales como las interacciones de estos.  
1.1.2. Teoría de los derechos ambientales en un Estado ambiental de 
derecho. 
 
En relación con la teoría de los derechos ambientales se debe señalar que estos “nacen 
esencialmente como derechos colectivos, por el interés común que implica el ejercicio de su 
titularidad. Sin embargo, confluyen al ejercicio desde las órbitas individual y social” (Ortega, 
2010) y se concretan en “la necesidad de acceder, usar, producir, conservar, proteger e 
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intercambiar adecuadamente los bienes naturales y ambientales en beneficio de todos los humanos 
y no-humanos actuales y futuros” (Mesa, 2013)  
 
Pese a lo anterior, estas definiciones deben estar enmarcadas en una teoría de los derechos 
y la justicia en perspectiva ambiental, es decir, una reformulación del conocimiento del derecho, 
los derechos y la justicia, que ha sido desarrollada en las investigaciones adelantadas por Gregorio 
Mesa y el Grupo de Investigación en Derechos Colectivos y Ambientales –GIDCA- (2013, 2014), 
quienes han realizado aportes en cuanto al abordaje de la responsabilidad ambiental, su 
justiciabilidad y el cambio de paradigma en el enfoque de los derechos. A continuación, en un 
esfuerzo de concreción, se esbozarán los principales hitos de esa concepción del derecho desde la 
perspectiva ambiental. 
 
Lo primero que hay que tener en cuenta es que el Estado Ambiental de derecho  
 
transforma definitivamente el Estado de derechos subjetivos de defensa del liberalismo en 
un modelo mixto con un Estado de deberes, alrededor del deber general de no sobrepasar 
la huella ecológica sostenible y los deberes específicos según las leyes ambientales. De 
todos modos, la constitucionalización de la sostenibilidad ambiental limita la libertad 
democrática a decisiones racionales dentro de la previsión ambiental y de las capacidades 
planetarias (Marquardt, 2014, p. 314)  
 
y a partir de ello se replantean tres aspectos fundamentales: 




1. Sujeto: El sujeto de derecho incluye a los humanos y lo no humano, e incluye a la naturaleza y 
el ambiente. Es decir, se incluye en la tradicional triada de personas sujetos de derecho 
(naturales, jurídicas y colectivas) una categoría adicional que reconoce los derechos de las 
generaciones presentes y futuras tanto humanas como las que no lo son- visión ecocéntrica. 
 
Sobre este aspecto deben tenerse en cuenta aportes como el de la Corte Constitucional 
que ha indicado que el ambiente y sus elementos 
 Pueden protegerse per se y no, simplemente, porque sean útiles o necesarios para el 
desarrollo de la vida humana”, de manera que “la protección del ambiente supera la mera 
noción utilitarista para asumir una postura de respeto y cuidado que hunde sus raíces en 
concepciones ontológicas. (Corte Constitucional, C-123-14, 2014) 
 
En relación con los animales, la Corte Constitucional ha señalado que se tienen 
deberes morales y solidarios con ellos. Además se les debe dar trato digno. Así, se ha 
prohibido el uso de animales silvestres en circos fijos itinerantes, y al pronunciarse sobre la 
Ley 1774 de 2016 que modificó el Código Civil, la Ley 84 de 1989, el Código Penal y el 
Código de Procedimiento Penal, que los reconoció como seres sintientes y determinó unos 
principios de protección, bienestar y solidaridad social. Adicionalmente, estableció conductas 
penalizables en orden a la protección de la vida, su integridad física y emocional, entre otros. 
(Corte Constitucional, C-666-10, 2010)  
 
Otros ejemplos desde la legislación nacional que se deben nombrar son la declaración 
del río Bita como el primer río protegido de Colombia, el Decreto –Ley 4633 de 2011 que 
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reconoce a los territorios indígenas como víctimas del conflicto armado y la declaratoria del 
Río Atrato como una entidad sujeto de derechos (Corte Constitucional, T-622-2016, 2016) 
 
Finalmente, en la sentencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 
Justicia se señaló que  
No son sujetos de derecho exclusivamente los seres humanos… también, reclaman 
perentoriamente esa entidad, por poseerla ontológicamente, los otros seres sintientes, 
incluyendo la propia naturaleza (…) Se trata de insertar en la cadena viviente, una 
moralidad universal, un orden público ecológico global, otorgando el respeto que merecen 
ante el irracional despliegue del hombre actual para destruir nuestro hábitat, por virtud de 
la interdependencia e interacción entre hombre y naturaleza28 (Corte Suprema de Justica 
Habeas, 2017) 
 
2. Temporalidad: La temporalidad de los derechos se aborda desde dos perspectivas en 
términos de solidaridad (Rodríguez, 2009): i) una sincrónica, respecto de los derechos de 
aquellos que hoy no los tienen o no los pueden ejercer -Responsabilidad intrageneracional- ii) 
una diacrónica, en cuanto a los derechos de las generaciones futura -Responsabilidad 
intergeneracional. 
 
Sobre la temporalidad, la Corte Constitucional se refirió en los siguientes términos: 
 
                                               
 
28 En este orden argumentativo, concedió la Corte Suprema de Justicia la protección invocada por 
vía de habeas corpus a favor del oso de anteojos de nombre “Chucho”. 
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Primero, el concepto de derechos de las generaciones futuras hace parte esencial del 
desarrollo sostenible. Segundo, no se trata de una metáfora destinada a crear un efecto 
político, sino de un término del discurso jurídico, con efectos normativos. Tercero, el 
concepto tiene que ver, más que con personas susceptibles de ser identificadas 
individualmente, con la preservación de la especie humana y se basa, entonces, en un 
concepto de solidaridad intergeneracional. Cuarto, la manera inicial de concebir el 
contenido de los derechos de las generaciones futuras es a través de la definición de 
obligaciones y responsabilidades en cabeza de las generaciones presentes. 
 
El contenido de estos derechos es, sin embargo, especialmente difuso y corresponde al 
desarrollo del discurso jurídico y político perseguir su concreción. En principio, tiene que 
ver con que la especie no pierda la oportunidad de decidir sus opciones de vida, 
crecimiento, desarrollo, paz y educación en un futuro, debido a decisiones presentes 
equivocadas (siempre, desde el punto de vista del desarrollo sostenible). Desde la 
perspectiva de los derechos subjetivos (traducibles en expectativas exigibles), los derechos 
de las generaciones futuras son también una dimensión del derecho al ambiente sano de las 
personas y generaciones presentes. 
  
En consecuencia, la Corte no considera como parámetro de control autónomo el concepto 
de derechos de las generaciones futuras, aunque sí como un elemento del principio de 
desarrollo sostenible y, por lo tanto, del derecho a un ambiente sano (Corte Constitucional, 
C-389-16, 2016) 
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3. Espacialidad: Se trata de una nueva territorialidad que supera el clásico Estado-Nación, dando 
paso al escenario global en el que se ejercen los derechos y se reclama su tutela. Esta visión 
tiene que ver con las concepciones de bienes comunes y patrimonio común. 
 
Como añadidura, los “derechos ambientales desarrollan el valor guía de la solidaridad y se 
corresponden con la necesidad de acceder, usar, proteger e intercambiar adecuadamente los bienes 
naturales y ambientales en beneficio de todos los humanos presentes y futuros” (Mesa, Ortega, 
Choachí, Quesada & Sánchez, 2015, p. 45)  
 
Respecto al derecho ambiental, MESA (2014), en el marco del “Encuentro Constitucional 
por la tierra”, señaló que será la disciplina jurídica la que orientará todos los sistemas jurídicos del 
siglo XXI, especialmente por su carácter dinámico, globalizante y sistémico. Este razonamiento se 
comparte plenamente, en la medida que ya se ha puesto en la agenda política global que las luchas 
venideras serán las relacionadas con el ambiente. Por ejemplo, el vicepresidente del Banco 
Mundial, Serageldin (2000), manifestó que “Las guerras del siglo que viene serán provocadas por 
la falta de agua". 
 
Es precisamente en este escenario de avance de los sistemas jurídicos donde se plantea el 
establecimiento de un estado ambiental de derecho, el cual se fundamenta en el 
 “reconocimiento” y “protección efectiva” de los otros seres humanos y no humanos como 
tales y en la “redistribución” desde el reconocimiento también de sus responsabilidades y 
obligaciones concretas y unilaterales, especialmente de los países enriquecidos con los 
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países empobrecidos, de los ciudadanos del Norte con los del Sur (y con todos los demás). 
(Mesa, 2012, p.53). 
 
Aunque esta nueva perspectiva resulta ser visionaria e integradora entre el humano y la 
naturaleza, desestabiliza los principales postulados clásicos sobre los que descansan las teorías 
jurídicas que se han desarrollado hasta ahora sobre el derecho y la justicia. Lo anterior, dado que se 
incluyen a las nuevas generaciones y a la naturaleza como sujetos de derecho dentro de una 
dinámica espacio-temporal amplia, que propende por el reconocimiento y protección de las 
necesidades humanas y las no humanas, junto con la estabilización de las interacciones que existen 
entre ellas. No obstante, la visión que se proponga tener el control fiscal deberá velar por derechos 
no solo humanos sino de otras especies, además de propender por la garantía de disfrute de ese 
patrimonio para la generación actual y las venideras., aportando además a la preservación 
ambiental transfronteriza. 
 
1.1.3. Criterios para la protección ambiental desde la jurisprudencia 
constitucional. 
 
La Constitución Política se ha referido al ambiente y en general al patrimonio 
ambiental, como anteriormente fue definido como  
 
Bien constitucional que constituye un objetivo de principio dentro del Estado social de 
derecho (artículos 1º, 2º y 366 superiores), un derecho fundamental por conexidad al estar 
ligado con la vida y la salud (artículos 11 y 49 superiores), un derecho colectivo (ser 
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social) que compromete a la comunidad (artículo 88 superior) y un deber constitucional en 
cabeza de todos (artículos 8º, 79, 95 y 333 superiores) … también tiene el carácter de 
servicio público… forma parte de los derechos colectivos” …cuya vía judicial de 
protección son las acciones populares (art. 88 superior)…”, y cuya importancia “en la 
Constitución es de tal magnitud que implica para el Estado “unos deberes calificados de 
protección… (Corte Constitucional, C-595-10, 2010) 
 
Así, a lo largo de la Constitución encontramos diferentes normas que tienen relación con el 
patrimonio ambiental, y contienen derechos, principios, valores, deberes y obligaciones, como pasa 
a verse: 




2º fines esenciales del Estado: proteger la vida 
8º obligación de proteger las riquezas culturales y naturales de la 
Nación 
11 Inviolabilidad del derecho a la vida 
44 Derechos fundamentales de los niños 
49 atención de la salud y del saneamiento básico 
58 función ecológica de la propiedad 
66 créditos agropecuarios por calamidad ambiental 
67 la educación para la protección del ambiente 
78 regulación de la producción y comercialización de bienes y 
servicios 
79 derecho a un ambiente sano y participación en las decisiones 
ambientales 
80 planificación del manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales 
81 prohibición de armas químicas biológicas y nucleares 
82 deber de proteger los recursos culturales y naturales del país 
215 emergencia por perturbación o amenaza del orden ecológico 
226 internacionalización de las relaciones ecológicas 
268-7 fiscalización de los recursos naturales y del ambiente 
277-4 defensa del ambiente como función del Procurador 
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282-5 el Defensor del Pueblo y las acciones populares como 
mecanismo de protección del ambiente 
289 Programas de cooperación e integración en zonas fronterizas 
para la preservación del ambiente 
300-2 Asambleas Departamentales y medio ambiente 
301 gestión administrativa y fiscal de los departamentos atendiendo a 
recursos naturales y a circunstancias ecológicas 
310 control de densidad en San Andrés y Providencia con el fin de 
preservar el ambiente y los recursos naturales 
313-9 Concejos Municipales y patrimonio ecológico 
317 y 294 Contribución de valorización para conservación del ambiente y 
los recursos naturales 
330-5 Concejos de los territorios indígenas y preservación de los 
recursos naturales 
331 Corporación del Río Grande de la Magdalena y preservación del 
ambiente 
332 dominio del Estado sobre el subsuelo y los recursos naturales no 
renovables 
333 limitaciones a la libertad económica por razones del medio 
ambiente 
334 intervención estatal para la preservación de los recursos naturales 
y de un ambiente sano 
339 política ambiental en el plan nacional de desarrollo 
340 representación de los sectores ecológicos en el Consejo Nacional 
de Planeación 
366 solución de necesidades del saneamiento ambiental y de agua 
potable como finalidad del Estado 
 
Ahora bien, respecto de la dimensión del ambiente en la Carta, la Corte Constitucional se 
ha pronunciado dándole contenido de la siguiente manera: 
 
La Constitución de 1991 modificó profundamente la relación normativa de la sociedad 
colombiana con la naturaleza. Por ello esta Corporación ha señalado, en anteriores 
decisiones, que la protección del medio ambiente ocupa un lugar tan trascendental en el 
ordenamiento jurídico que la Carta contiene una verdadera "constitución ecológica", 
conformada por todas aquellas disposiciones que regulan la relación de la sociedad con la 
naturaleza y que buscan proteger el medio ambiente. Igualmente, la Corte ha precisado que 
esta Constitución ecológica tiene dentro del ordenamiento colombiano una triple 
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dimensión: de un lado, la protección al medio ambiente es un principio que irradia todo el 
orden jurídico puesto que es obligación del Estado proteger las riquezas naturales de la 
Nación. De otro lado, aparece como el derecho de todas las personas a gozar de un 
ambiente sano, derecho constitucional que es exigible por diversas vías judiciales. Y, 
finalmente, de la constitución ecológica derivan un conjunto de obligaciones impuestas a 
las autoridades y a los particulares. Es más, en varias oportunidades, la Corte ha insistido 
en que la importancia del medio ambiente en la Constitución es tal que implica para el 
Estado, en materia ecológica, "unos deberes calificados de protección (Corte 
Constitucional, C-126/98, 1998) 
 
Respecto a estos deberes se resalta  
 
La carga que tiene el Estado de realizar todo lo que está a su alcance para proteger el 
patrimonio ecológico y cultural de la nacionalidad colombiana… Esta protección de las 
riquezas de las riquezas naturales como principio fundamental y obligación del Estado 
social de derecho se concreta en otras normas constitucionales… (arts. 80, 334 y 366, entre 
otros)” (Amaya, 2001)  
 
Así, la Corte ha definido tales deberes constitucionales respecto de la naturaleza, 
concretándolos en los siguientes aspectos: 
 
 Proteger su diversidad e integridad 
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 Salvaguardar las riquezas naturales de la Nación 
 Conservar las áreas de especial importancia ecológica 
 Fomentar la educación ambiental 
 Planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales para así garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución 
 Prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental 
 Imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados al ambiente  
 Cooperar con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas 
de frontera. (Corte Constitucional, C-433-00, 2000)  
 
Al hacer una revisión de la Constitución, se señalan las obligaciones y los derechos que 
tienen relación con el ambiente. Sin embargo, su delimitación y alcance no se encuentran 
exclusivamente en la Carta. Por ello se debe concretar aún más el alcance de esa interrelación 
hombre-naturaleza, respecto de lo cual la Corte, como intérprete de la Constitución y dada la 
textura abierta de las normas, ha jugado un papel importante, para precisar los límites para acceder 
a la naturaleza, usarla y finalmente apropiarse de ella, como pasa a verse: 
 
En primer lugar, la Corte Constitucional se ha referido al principio de precaución, al 
indicar que se encuentra constitucionalizado en razón a los deberes de protección ambiental, la 
internacionalización de las relaciones ecológicas y de los deberes de protección y prevención 
contenidos en la Constitución Política (Sentencias Corte Constitucional C-988 de 2004, C-595 de 
2010, C-703 de 2010). Esto quiere decir que se trata de la aplicación de la máxima “in dubio pro 
ambiente”, la cual proviene de la Declaración de Rio de Janeiro sobre Medio Ambiente y 
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Desarrollo y forma parte de la legislación colombiana a través de la Ley 99 de 1993 y vía bloque 
de constitucionalidad se encuentra inmerso en la Carta Política  
 
Pues se desprende de la internacionalización de las relaciones ecológicas (art. 266 CP) y de 
los deberes de protección y prevención contenidos en los artículos 78, 79 y 80 de la Carta” 
además de que se deriva del deber impuesto a las autoridades “de evitar daños y riesgos a 
la vida, a la salud y al medio ambiente. (Corte Constitucional C-703-10, 2010)  
 
Tal principio señala que cuando exista la posibilidad de un daño grave e irreversible, la 
falta de certeza científica no es excusa para dejar de actuar o postergar las medidas necesarias para 
proteger el ambiente (ONU, 1992, principio 15), ya que “el deterioro ambiental debe ser 
neutralizado desde sus propios orígenes y sin retardar la actuación hasta el momento mismo en que 
los efectos negativos se produzcan o generen mayor daño” (Corte Constitucional C-035, 
1999).Además, existe el principio de precaución que propende por la toma oportuna de decisiones, 
en el que si se presentan dudas con respecto a los daños causados por algún actuar humano, se opta 
por un escenario conservador. 
 
Por otra parte, en relación con el principio de ‘prevención’ que consiste en adelantar 
acciones ex ante para evitar y controlar el deterioro ambiental, en otras palabras, que propende por 
la preservación del ambiente (ONU, 1992, principio 17), la Corte Constitucional ha señalado que 
este  
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se materializa en mecanismos jurídicos tales como la evaluación del impacto ambiental o 
el trámite y expedición de autorizaciones previas, cuyo presupuesto es la posibilidad de 
conocer con antelación el daño ambiental y de obrar, de conformidad con ese 
conocimiento anticipado, a favor del medio ambiente (Corte Constitucional C-703/2010, 
T-204/14) 
 
De manera más enfática, la Corte se ha referido a los mecanismos de protección del 
patrimonio ambiental, desde el punto de vista de la administración de justicia, que están dados por 
la acción popular, acción de tutela, acción de cumplimiento, acción de grupo, acción penal y la 
acción de nulidad y de carácter administrativo como el derecho a intervenir en procedimientos 
administrativos ambientales (art. 69 y 70 de la Ley 99 de 1993) las audiencias públicas ambientales 
(art. 72 Ibídem) la acción de nulidad de procedimientos ambientales (art. 73) y la consulta previa 
para comunidades étnicas (art. 76). Este tipo de acciones pueden ser de carácter preventivo, para 
evitar que el daño ocurra, o indemnizatorias o reparatorias, cuando el daño ya se presentó. 
 
De los anteriores mecanismos, vale la pena destacar la acción de tutela ya que la 
jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al medio ambiente como fundamental por su 
incidencia en la vida humana (Corte Constitucional C-671, 2001) y en la procedencia de la acción 
para su protección. Las acciones populares y de grupo, por su parte, son el mecanismo por 
excelencia para la protección de los derechos colectivos y del ambiente29 , .Este es reconocido por 
la jurisprudencia como idóneo frente a la generación de daños ambientales. No obstante, las 
discusiones en estas acciones se limitan a las afectaciones o vulneraciones ya ocasionadas y no 
                                               
 
29 Artículo 88 de la Constitución Política 
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precisamente a la protección al derecho en sí mismo considerado, o la reparación al patrimonio que 
se persigue a través del proceso de responsabilidad fiscal. 
 
Adicionalmente, vía jurisprudencia se han introducido al ordenamiento jurídico 
concepciones dogmáticas ambientalistas, que han permitido ampliar la visión meramente 
normativa, dentro de las cuales cabe destacar el papel que se la ha asignado a la justicia 
ambiental30, de la que se ha dicho que  
 
El concepto de justicia ambiental está integrado por dos elementos: la demanda de justicia 
distributiva, o reparto equitativo de carga y beneficios, en virtud de un principio de 
equidad ambiental prima facie y un principio de efectiva retribución y compensación; y 
una demanda de justicia participativa, esto es, un reclamo de participación significativa de 
los ciudadanos, especialmente, de quienes resultarán efectiva o potencialmente afectados 
por una determinada decisión o actividad, como presupuesto de la toma de decisiones, en 
lo que tiene que ver con la viabilidad del proyecto, la evaluación de sus impactos, y la 
existencia de un espacio “para el conocimiento local, evaluación nativa y definición de 
medidas de prevención, mitigación y compensación  
 
Además de su valor intrínseco, añadió este Tribunal, la participación tiene un valor 
instrumental en tanto medio para prevenir o, en su caso, corregir, el inequitativo reparto de 
                                               
 
30 En el acápite de justicia ambiental se retomarán y profundizarán los elementos de la justicia ambiental 
vista desde la perspectiva Constitucional Colombiana. 
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bienes y cargas ambientales, así como para promover la formación de una ciudadanía 
activa e informada, capaz de aportar puntos de vista y visiones plurales del desarrollo que, 
quizás puedan tornar más compleja, pero sin duda habrán de enriquecer la toma de 
decisiones ambientales [Ver considerando 14 de la sentencia T-294 de 2014].(Corte 
Constitucional, C-389-16, 2916)  
 
Como se puede observar de las sentencias antes citadas, la Corte Constitucional ha jugado 
un papel importante en lo que tiene que ver con la precisión y alcance de los postulados 
ambientales constitucionales. Particularmente, porque ha introducido elementos dogmáticos como 
el reconocimiento de derechos ambientales y ha tenido en cuenta las decisiones por parte de las 
comunidades en aspectos ambientales, las cuales han enriquecido el papel del Estado y en general 
de la población respecto del ambiente, y en últimas, la importancia de éste para el desarrollo de 
toda la biosfera, incluyendo evidentemente lo humano, no obstante lo cual las decisiones para 
crearle derechos a la naturaleza como un ente jurídico autónomo, e ir definiendo reglas que 
permitan materializar la justicia ambiental han sido tomadas lentamente en comparación con la 
degradación ambiental. 
 
Al retomar lo señalado, se debe señalar que el patrimonio por el que debe propender el 
control fiscal ambiental es aquel conformado tanto por lo eminentemente natural como lo cultural 
que interactúa con ello. Su titularidad es predominantemente colectiva y se debe abordar desde el 
plano de los derechos en el contexto del estado ambiental de derecho, es decir, que los sujetos son 
los humanos y no humanos, respecto de los cuales hay responsabilidad por las generaciones 
presentes y futuras y que trascienden los límites tradicionales del Estado nación.  
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La Corte Constitucional ha introducido en el panorama ambiental nacional categorías y 
nociones que profundizan en los derechos y responsabilidades que se tienen en lo ambiental. Estos 
deben ser asumidos por el control fiscal ambiental para que sea fuente de justicia ambiental, en 
tanto debe incorporar una visión de derechos ambientales que procuren la preservación del 
ambiente y la garantía de uso. Se trata de un control fiscal que desborde los aspectos puramente 
económicos y que efectúe evaluaciones ambientales propiamente dichas, para que en los casos de 
ocurrencia de daños se puedan adelantar investigaciones y juicios fiscales que permitan su 
reparación. 
1.2. Conceptualización, valoración y reparación del Daño 
ambiental 
 
Abordar el ambiente desde una perspectiva del derecho resulta ser una tarea ardua en la 
medida en que el ambiente posee la complejidad que presupone la interrelación de fenómenos de 
diversas clases, que van desde los aspectos bio-físicos hasta los aspectos sociopolíticos que en él 
influyen., pasando por una gran variedad de acciones e interdependencias. Así, se requiere del 
planteamiento de la teoría del derecho que permita reflexiones desde varios saberes – holística – y 
que dé cuenta del abordaje de las injusticias e inequidades ambientales, al proporcionar elementos 
para la reparación de los daños y pasivos ambientales y los conflictos ambientales que se han 
ocasionado, previniendo o mitigando otros daños futuros. 
 
A continuación, se efectuará un recorrido por el estado de riesgo del patrimonio ambiental, 
se conceptualizará el daño ambiental, se retomará la valoración del daño y su relación con la huella 
ecológica. Finalmente se hablará de la reparación in nature, como presupuesto fundamental para 
contribuir a una construcción adecuada del Control Fiscal Ambiental en Colombia. 
82 Control Fiscal Ambiental. Elementos para una valoración de la Justicia Ambiental 
 
 
1.2.1. Estado de riesgo del patrimonio ambiental por la explotación 
de los bienes ambientales 
 
Resulta evidente que la destrucción, depredación, el uso ilimitado de los bienes 
ambientales y la degradación del planeta son un hecho más que palpable, así como la incapacidad 
de recuperar la biosfera al mismo ritmo en que se degrada, como gráficamente se muestra en la 
siguiente figura tomada de la página de Footprint Network31: 
 
 
Figura 2. Degradación Vs recuperación (Global Footprint Network, s.f.) 
 
                                               
 
31 The rules of the game have changed. In the past, seemingly unlimited resources fueled our economies. But 
humanity now demands over 50 percent more than what the planet can regenerate. 
Capítulo 2 83 
 
 
Desde hace algunos años32, se ha venido estableciendo la fecha de sobrecapacidad de la 
Tierra; es decir, el día en el que no hay equilibrio entre lo que consumimos y lo que es capaz de 
regenerar el Planeta cada año33. En otras palabras, es el día en el que la humanidad agota el 
presupuesto anual ecológico. Lo que se denominó como “Día de la Sobrecapacidad de la Tierra”, 
se traduce en que los humanos nos hemos gastado, según las últimas cifras, en tan solo ocho 
meses, los recursos naturales que el planeta puede reponer en un año. Si se continúa con esa 
tendencia, en el 2050 necesitaremos tres planetas para poder abastecernos (WWF, 2011). 
 
Aunque las cifras para Colombia parecen un poco más alentadoras que para otros países, 
muestran que, a pesar de ser un país megadiverso, estamos rápidamente acabando con él., como se 
puede observar en la siguiente información: 
Figura x. Biocapacidad por país34 
                                               
 
 
33 Según datos de la Global Footprint Network (GFN), la organización socia de WWF en el análisis de la 
huella ecológica 
34 Países con reserva de biocapacidad. Porcentaje que la biocapacidad excede la huella. En primer lugar está 
Guyana con 100% y en el puesto 22 se encuentra Colombia con un 92%. 













De acuerdo con los datos suministrados por la WWF en el Informe Planeta Vivo (WWF, 
2014), con respecto a los costos del exceso de consumo de la naturaleza, se señala que: 
 
El estado de la biodiversidad mundial está peor que nunca. El Índice Planeta Vivo® (IPV), 
que mide las tendencias de miles de poblaciones de especies de vertebrados, presenta una 
disminución del 52 por ciento entre 1970 y 2010. Dicho de otra manera, el número de 
mamíferos, aves, reptiles, anfibios y peces en todo el planeta es, en promedio, la mitad de 
                                               
 
35 “Biocapacity Creditors. Biocapacity Greater than Footprint” – Acreedores de Biocapacidad. 
Biocapacidad mayor que la Huella. “Biocapacity Debtors. Footprint greater than biocapacity” 
Deudores de Biocapacidad. Huella superior a la Biocapacidad. 
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lo que era hace 40 años. Esta es una disminución mucho mayor que la registrada 
anteriormente, América Latina presenta la disminución más dramática, una caída del 83 
por ciento. La pérdida de hábitats y la degradación y explotación debidas a la caza y la 
pesca son las principales causas. El cambio climático es la siguiente principal amenaza 
común y es probable que ejerza mayor presión sobre las poblaciones en el futuro (WWF, 
2014) 
 
De manera puntual, respecto de la Huella Ecológica, WWF señaló que: 
 
 Durante más de medio siglo, la mayoría de los países de ingresos altos han mantenido 
Huellas per cápita mayores que la biocapacidad disponible, dependiendo principalmente de 
la biocapacidad de otros países para mantener sus estilos de vida. Las personas en los 
países de ingresos medios y bajos han visto poco incremento en sus Huellas per cápita, ya 
relativamente bajas…. Mientras que los países de ingresos altos parecen presentar un 
aumento (10%) en la biodiversidad, los países de ingresos medios presentan una 
disminución (18%) y los países de bajos ingresos una disminución dramática y evidente 
(58%). Sin embargo, estas cifras enmascaran una pérdida de biodiversidad a gran escala 
antes de 1970 en Europa, Norteamérica y Australia. Reflejan también la manera en la que 
los países de altos ingresos importan sus recursos, en realidad exportando la pérdida de 
biodiversidad y su impacto a países de menores ingresos. (WWF, 2014) 
 
De acuerdo con lo anterior, resulta evidente que la explotación desmedida de la biosfera 
conlleva a consecuencias catastróficas. Esto plantea serios debates en relación con la planificación 
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de la actividad humana, debido a que las demandas de servicios y bienes ecológicos ya no pueden 
ser satisfechas sin perjudicar la capacidad productiva de la biosfera.  
 
Así lo ha reconocido la jurisprudencia, tal como lo señaló recientemente el Consejo de 
Estado:  
“Es que, en la dimensión ambiental, actividades humanas básicas como el asentamiento en 
centros urbanos y rurales, otrora indiferentes, hoy demandan previa planeación que 
comprende, además de vías y dotación de servicios básicos, el tratamiento de desechos, 
manejo de olores, ruidos, humos etc. Estos últimos de cara a procesos de industrialización 
y tecnificación, entre muchos otros, que al tiempo de necesarios se consideran 
responsables de la destrucción de los recursos naturales y del medio ambiente en general, 
lo que demanda una ponderada valoración de su costo beneficio, frente a los derechos 
colectivos e individuales de las sociedades presentes y futuras” (Consejo De Estado, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B 27 de marzo de 2014) 
 
En Colombia, las normas a través de las cuales se regula el ambiente y sus diversos 
componentes son numerosas y se caracterizan tanto por su dispersión (códigos, leyes, decretos) 
como por la segmentación y valoración parcializada de cada uno de los elementos del ambiente. 
No obstante, ha olvidado la integralidad del mismo y esto tiene consecuencias en los informes, 
valoraciones y, en general, en los análisis que se presentan sobre los recursos naturales. Prueba de 
ello es la forma en la que se presentan los informes al Congreso de la República por parte de la 
Contraloría General de la República., Lo señalado no significa que la información no sea útil para 
el análisis de la problemática ambiental colombiana, solo que resultan ser datos que no en pocas 
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ocasiones son aislados y representan tan sólo visiones parcializadas de la conflictividad ambiental 
colombiana. 







Gráfica 2. Conflictividad ambiental
  




De acuerdo con lo anterior, efectuar un acercamiento en términos cuantitativos y 
cualitativos al estado de riesgo al que se ve abocado el patrimonio ambiental resulta una tarea de 
difícil abordaje en tanto que no existen informes unificados ni estadísticas que sean oficiales. Es 
por esto que se destaca el “Informe del Estado del Medio Ambiente y de los Recursos Naturales 
Renovables 2010” y el Informe Sobre el Estado de los Recursos Naturales Renovables y del 
Ambiente Componente De Biodiversidad 2010-2011 del Instituto de Investigación de Recursos 
Biológicos Alexander von Humboldt. Según este último Colombia es un país megadiverso36 que 
alberga más del 10% de la biodiversidad del planeta. Además es el primer país del mundo en 
diversidad de aves y orquídeas, el segundo país del mundo en diversidad de plantas, anfibios, peces 
dulceacuícolas y mariposas, el tercer país del mundo en diversidad de reptiles y palmas, el cuarto 
país del mundo en diversidad de mamíferos, y finalmente, el país que posee el mayor número de 
ecosistemas representados en un mismo país (Instituto de Investigación de Recursos Biológicos 
Alexander Von Humboldt, 2012, pág. 5)  
 
Ahora bien, las cifras que reflejan el estado de los recursos naturales mencionados fueron 
compiladas en el documento “Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018”, del cual se 
puede destacar lo siguiente: 
 
                                               
 
36 … la biodiversidad colombiana es única en el planeta y nuestro mejor seguro adaptativo para los siglos 
venideros, no vale la pena arriesgarla en un debate de rentabilidad inmediatista … no podemos dilapidar un 
patrimonio histórico que se abre a la mirada del mundo repitiendo errores que en muchos casos han 
deteriorado el patrimonio natural y cultural (BAPTISTE, 2017) 
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Colombia tiene más de 114,1 millones de hectáreas de superficie continental, de 
las cuales el 51,8% en el 2013, correspondían a bosques naturales (IDEAM, 2013, 
p.8). Sin embargo, la pérdida de cobertura vegetal sigue siendo un reto para el país. 
En el periodo comprendido entre 1990 y 2010, Colombia perdió cerca de 6 
millones de hectáreas en bosques. Si bien la tasa anual de deforestación ha venido 
cayendo, sigue siendo alta con 120.933 hectáreas deforestadas en el año 2013 
(IDEAM, 2014). Esta problemática se hace más relevante, considerando que los 
bosques naturales de Colombia almacenan en promedio 121,9 toneladas de 
carbono por hectárea, convirtiendo a la deforestación en una fuente importante de 
GEI (Phillips, et al. IDEAM, 2012, p.41). […] En general, de acuerdo con la 
Cuarta Perspectiva Mundial para la Diversidad Biológica, si persisten los patrones 
actuales de consumo es poco probable que los ecosistemas se mantengan dentro de 
límites ecológicos seguros para el 2020 (SCDB, 2014, p.12) […] Se ha estimado 
que alrededor de 486.000 hectáreas del Sistema de Parques Nacionales se 
encuentran afectadas por un uso y ocupación inadecuados […] El deterioro de la 
calidad del aire y el agua, se concentra principalmente en áreas urbanas, afectando 
la calidad de vida de los colombianos, generando conflictos sociales, efectos en la 
salud y costos para la economía. En términos de calidad del aire, en el periodo 
2007-2010 el material particulado inferior a diez micras de diámetro (PM10) 
presentó excedencias a la norma nacional y a los estándares propuestos por la 
Organización Mundial de la Salud principalmente en los departamentos de 
Antioquia, Norte de Santander, Cundinamarca y Boyacá (IDEAM, 2012b, p. 76) 
(OMS, 2005, p. 9 , 14). (Departamento Nacional de Planeación, 2014, págs. 470-
471) 
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En cuanto a los riesgos, el mencionado documento señaló: 
 
La complejidad del territorio colombiano, en el cual confluyen diversas amenazas 
de origen geológico e hidrometeorológico, unido al proceso de ocupación y uso del 
territorio han contribuido al aumento de las condiciones de riesgo de desastres. 
Como reflejo de lo anterior, Colombia presenta la tasa más alta de Latinoamérica 
de desastres recurrentes provocados por fenómenos naturales, con más de 600 
eventos reportados cada año en promedio (Banco Mundial, 2014, p.6) y el décimo 
lugar de más alto riesgo económico derivado de dos o más peligros a causa de 
desastres en el mundo, en la medida que el 84,7 % de la población y el 86,6 % de 
los activos están localizados en áreas expuestas a dos o más peligros naturales6 
(Banco Mundial, 2014, p. 5). Lo anterior, en un escenario global de cambio 
climático, implica que los fenómenos de origen hidrometeorológico pueden 
incrementar su intensidad y recurrencia, modificando el patrón actual de amenazas 
y generando un mayor número de desastres, si no se atienden de manera 
prospectiva sus posibles implicaciones. En Colombia durante período 2006 – 2009 
el número de eventos de carácter hidrometeorológico pasó de 4.286 a 8.504, para 
el período 2010 – 2013, esto representa un aumento de 2,6 veces el número de 
eventos ocurridos (DNP-SDAS, 2014, p. 12). En consecuencia, el número de 
familias afectadas se incrementó en 1,5 veces, al pasar de 4,4 millones a 6,4 
millones, para los mismos períodos analizados, lo que refleja el aumento de la 
vulnerabilidad de la población a dichos eventos. (Departamento Nacional de 
Planeación, 2014, pág. 472) 
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Por su parte, el Índice de Rendimiento Ambiental o Índice de Desempeño Ambiental (EPI) 
es un método para cuantificar y clasificar numéricamente el desempeño ambiental de las políticas 
de un país. Se construye a través del cálculo y la agregación de 20 indicadores que reflejan los 
datos ambientales a nivel nacional (por ejemplo, con respecto a las políticas de biodiversidad y 
hábitat se evalúan indicadores de riesgo de conservación, conservación efectiva, hábitats críticos y 
áreas marinas protegidas). Según este índice, Colombia ocupa el puesto 8537 de un total de 178 
países (Yale Center For Environmental Law & Policy, 2014). En este sentido, esta cifra termina 
siendo uno de los principales indicadores negativos sobre la contaminación de las aguas públicas, 
la deforestación, la disminución de la fauna, el mal uso de las laderas, erosión, compactación y la 
contaminación de los suelos. 
 
Inclusive, después de la expedición de la Constitución Política de 1991, Colombia ha 
degradado de manera significativa sus bienes ambientales, generando con ello una crisis ambiental 
de la que ya se han visto sus consecuencias. Estas son los cambios y variaciones climáticas38, las 
contaminaciones de diversos tipos y, en general, la erosión de la diversidad biológica, respecto de 
la cual Rodas (1997) señaló que: “la crisis ambiental en Colombia resulta de la incapacidad e 
ineficiencia del Estado y su carencia de políticas preventivas en el control de los efectos negativos 
de dos procesos severamente agresivos del medio ambiente: la industrialización y la colonización” 
(p. 11) 
                                               
 
37 Hace 10 años Colombia ocupaba el puesto n° 10. Con ello se demuestra a través del mencionado índice de 
desempeño ambiental la degradación ambiental. 
38 La diferencia que existe entre cambio climático y variación climática tiene que ver con que la primera 
observa una variación continuada y consistente del clima a escala global o regional, que casi siempre implica 
la no reversibilidad a las condiciones iniciales atmosféricas. En tanto que la variación climática mide 
elementos climáticos como la temperatura o la lluvia, en periodos de tiempo determinados. 




De acuerdo con lo anterior, los riesgos a los que se ve expuesto el patrimonio ambiental 
colombiano, como los son la deforestación, defaunación, la descertificación de la tierra, el cambio 
en el uso de los suelos, la contaminación de las aguas, el aire, los suelos, el cambio climático que 
se ha ocasionado por la expansión de la industria extractivista, los monocultivos, la ganadería a 
gran escala, entre otros , han llevado a que se extingan especies, que los suelos se conviertan en 
áridos, que se pierda la calidad de los elementos ambientales y, en general, que se deteriore el 
patrimonio ambiental, sin que el control fiscal ambiental, haya logrado la reparación de la mayoría 
de ellos.  
1.2.2. Concepto de daño ambiental 
 
Vista la magnitud de riesgo que atraviesa el patrimonio ambiental por la explotación de los 
recursos, en este aparte se abordará el alcance del concepto del daño ambiental como otro de los 
componentes del control fiscal ambiental. 
 
Desde las teorías del derecho, existen al menos dos clasificaciones según dos criterios del 
daño ambiental: i) el puro, cuando se trata de afectaciones al ambiente propiamente dicho, sin tener 
en cuenta los derechos subjetivos que se puedan involucrar; ii) el impuro, cuando se ven 
involucrados otros elementos como la vida o el patrimonio humano; iii) el daño local, que es el que 
coincide con las fronteras de un determinado país; y iv) el daño transfronterizo, que es aquel que 
las trasciende. En otras palabras la territorialidad del ordenamiento jurídico entra a jugar un papel 
preponderante.  
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Así, se puede considerar el daño ambiental como:  
 
La afectación, disminución o aminoración sobre el valor del bien o recurso natural 
y ambiental, que conduce al desconocimiento de los derechos e intereses 
ambientales colectivos, generado tanto en actividades ilegales y antijurídicas como 
en actividades amparadas legalmente, que, a pesar de estar precedidas de una 
autorización ambiental implican casos de abuso o desconocimiento por parte de su 
titular (Ortega & Ávila, 2015, p.118) 
 
En términos normativos, el daño ambiental es todo aquel que afecta el funcionamiento de 
los ecosistemas o la renovabilidad de sus recursos y componentes (Ley 99, 1993, art. 42) y la 
contaminación se comprende como un factor que causa daño ambiental al señalarse que es 
  
La alteración del ambiente con sustancias o formas de energía puestas en él, por actividad 
humana o de la naturaleza, en cantidades, concentraciones o niveles capaces de interferir el 
bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora y la fauna, degradar la calidad 
del ambiente o de los recursos de la nación o de los particulares. (Decreto 2811 de 1974) 
 
Por su parte, el Decreto 1076 del 26 de mayo de 2015, que es el Decreto Único del Sector 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, en su artículo 2.2.2.3.1.1, define el impacto ambiental como 
cualquier alteración en el medio ambiental biótico, abiótico y socioeconómico, que sea adverso o 
beneficioso, total o parcial, que pueda ser atribuido al desarrollo de un proyecto, obra o actividad. 
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Adicionalmente, el Decreto distingue entre amenaza, vulnerabilidad e impacto ambiental, todos 
relacionados con el daño ambiental, de la siguiente manera: 
 
 Amenaza: Peligro latente de que un evento físico de origen natural, causado, o 
inducido por la acción humana de manera accidental o intencional, se presente con una 
severidad suficiente para causar pérdida de vidas, lesiones u otros impactos en la salud, así 
como también daños y pérdidas en los bienes, la infraestructura, los medios de sustento, la 
prestación de servicios y los recursos ambientales. 
 
 Vulnerabilidad: Susceptibilidad o fragilidad física, económica, social, ambiental o 
institucional que tiene una comunidad de ser afectada o de sufrir efectos adversos en caso 
de que un evento físico peligroso se presente. Corresponde a la predisposición a sufrir 
pérdidas o daños de los seres humanos y sus medios de subsistencia, así como de sus 
sistemas físicos, sociales, económicos y de apoyo que pueden ser afectados por eventos 
físicos peligrosos.  
 
 Impacto ambiental: Cualquier alteración en el medio ambiental biótico, abiótico y 
socioeconómico, que sea adverso o beneficioso, total o parcial, que pueda ser atribuido al 
desarrollo de un proyecto, obra o actividad. 
 
De acuerdo con lo anterior, la legislación contempla varios momentos o etapas del daño 
ambiental. Por una parte está el daño potencial, el cual se caracteriza por tener la vocación de 
apenas concretarse; es decir, cuando existe una proximidad o contingencia con aptitud para 
provocar el detrimento ambiental o la afectación negativa a alguno de sus componentes. Por otra 
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parte, está el daño real, que es cuando ya se ha causado efectivamente la lesión. – daño real-. Así, 
el daño ambiental puede comprender: 
 
 Toda alteración del medio ambiente o ambiente implica un daño, pues todo uso o 
aprovechamiento de un bien implica que este se desgate, se desprecie, pierda valor, lo que 
de por sí es un daño […] Desaparezcan o no desaparezcan con su uso o aprovechamiento, 
el ambiente sufre un deterioro si recibe una sustancia o forma de energía (caso de los 
usados) o si desaparece como una extinción cuantitativa o cualitativa (caso de los 
aprovechados). Si recibe un daño, entonces éste tiene que ser reparado (González, 2007) 
 
En la legislación peruana, este tipo de daño se concibe como “todo menoscabo material 
que sufre el ambiente y/o alguno de sus componentes, que puede ser causado contraviniendo o no 
disposición jurídica, que genera efectos negativos actuales potenciales (Congreso de la República 
del Perú, Ley 28611, 2005)”. Lo anterior quiere decir que se trata de una concepción general que 
permite que en ella tengan lugar un número ilimitado de eventos dañinos ambientalmente. 
 
En términos generales, se puede entender el daño como todo lo que no permite percibir los 
beneficios que son ofrecidos por el ambiente. Sin embargo, se deben considerar otros conceptos 
que complementan la noción de daño ambiental. Estos se han introducido por la dogmática. Un 
ejemplo es el concepto biopiratería39 que se refiere, según Vandana Shiva, a “un proceso mediante 
el cual se niegan los derechos de las culturas indígenas a sus recursos y conocimiento, y se 
                                               
 
39 La palabra fue acuñada por Pat Mooney en 1993. 
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sustituyen por derechos de monopolio para aquellos que la explotan”, es decir, se trata de la 
apropiación privada del conocimiento ancestral y del recurso biológico del que éste se vale. Otro 
ejemplo es el del concepto de racismo medioambiental, “según el cual, los principales efectos 
tóxicos de los proyectos extractivos los soportaba, o soporta, la población más vulnerable”. (Corte 
Constitucional, T-704-16, 2016) 
 
El daño que se investiga fiscalmente se caracteriza por ser “cierto, especial, anormal y 
cuantificable con arreglo a su real magnitud” (Corte Constitucional, SU-620-96, 1996). Ahora 
bien, los daños causados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la Ley 610 de 2000, 
deben repararse mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense el perjuicio 
sufrido por la respectiva entidad estatal (Corte Constitucional, C-840-01, 2001). Lo anterior trae 
consecuencias en materia de daño ambiental importantes, en tanto que no existe una coincidencia 
entre lo que se entiende por daño fiscal, genéricamente entendido, con la noción de daño 
patrimonial antes señalada.  
 
La primera de las consecuencias es que en la teoría general del daño fiscal debe existir 
certeza de su ocurrencia para que se pueda hablar de responsabilidad fiscal. En términos 
ambientales, esto implica que ya haya acaecido el siniestro ambiental, dejándose por fuera la 
posibilidad de evitar daños futuros a partir del proceso fiscal, y desconociendo que pueden existir 
daños ciertos pero futuros, tal como lo manifiesta DIAZ (2013), 
 
El daño consolidado es un daño pasado, un daño que ya se exteriorizó y consolidó, se 
agotó, ya no se proyecta en el futuro, si se quiere ya se consumó ya se produjo, aquí no hay 
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probabilidades sino certeza sobre la existencia de daño. El daño no consolidado es un daño 
futuro y su certeza dependerá de las probabilidades futuras de que ocurra o no, si se 
establece que su ocurrencia es muy probable o que se prolongará, se tendrá por cierto, en 
caso contrario será un daño eventual no indemnizable. (Díaz, 2013, p.10)  
 
La segunda consecuencia tiene que ver con que este tipo de concepción de daño, pues está 
delimitada claramente por su contenido patrimonial. Esto, en materia ambiental, debe ceder para 
para darle paso a la aplicación de una teoría en la que se reconozca al ambiente como sujeto de 
derechos, cuya conservación y sostenibilidad prevalezcan sobre aspectos meramente económicos. 
De manera, se esperaría tener en cuenta otro tipo de responsabilidad en la que se vinculen 
diferentes elementos, tal como lo advierte Hutchinson (2007) cuando señala: 
 
Ambientalmente no se puede entender el concepto de responsabilidad únicamente como 
respuesta al daño, ligando responsabilidad con daño e indemnización. También debemos 
entender la responsabilidad como respuesta al riesgo, uniendo responsabilidad con riesgo y 
prevención. Esta responsabilidad por el riesgo de la cosa o la actividad riesgosa en sí 
misma. Se trata de achicar el riesgo (prevención) para que el daño (indemnización) no se 
produzca. 
 
También, se debe pasar en el daño concreto y cierto a una teoría del riesgo que prevenga los 
daños por su potencial amenaza al ambiente, que puedan tener ocurrencia bien por acción u 
omisión, e involucre una visión holística, integral, sistémica, compleja y multicultural tanto de los 
problemas que acarrean los daños ambientales como las alternativas para su conservación, 
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reparación y cuidado40 y en el que se articule “el desarrollo de las actividades económicas y el 
derecho al desarrollo de los pueblos, con el uso cuidadoso del ambiente y el aprovechamiento de 
los recursos naturales renovables, donde no haya perdedores, en tanto todos en su conjunto seamos 
ganadores.” (Ortega & Ávila, 2015, p.120). Es decir, a pesar de que el control fiscal se posterior y 
selectivo, en materia ambiental se debe establecer una figura jurídica que le permita evitar o 
mitigar los daños ambientales, tal como estaba prevista la función de advertencia, que como se vio 
anteriormente fue declarada inexequible y que podría instaurarse a través de medidas cautelares a 
través de las cuales se mitiguen los riesgos. 
 
Hasta este punto, el daño ambiental es cualquier alteración desfavorable del ambiente que 
afecta material o potencialmente sus condiciones biofísicas naturales. En tal sentido, este dista del 
daño que se investiga fiscalmente, en tanto que en éste último se pierden de vista aspectos como el 
daño potencial. Esto se puede evidenciar cuando se investiga y se sanciona en aquellos eventos en 
los que haya acaecido la afectación al patrimonio ambiental y el resarcimiento a dicho patrimonio, 
ya que el carácter es monetario, y esto va en contravía de los principios ambientales. 
 
En suma, el daño ambiental fiscal deberá entenderse como un daño antijurídico ocasionado 
real o potencialmente al patrimonio ambiental por aprovechamiento, explotación, uso o 
apropiación indebida del ambiente, y que puede ser investigado en cualquier momento y advertido 
incluso antes de su consumación para prevenirlo o mitigar sus efectos. 
                                               
 
40 Para el año 2014 se encontraba en desarrollo una consultoría para elaborar una propuesta de 
reforma de las normas de responsabilidad fiscal con enfoque socio-ecosistémico, que permita 
superar las actuales restricciones. (MENA RODRÍGUEZ, 2014, pág. 485). No obstante ello, a la 
fecha de cierre de la presente investigación no se ha dado el cambio normativo anunciado. 
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1.2.3. Huella Ecológica y Valoración del daño ambiental 
 
Con el fin de poder ahondar en la conceptualización y dimensión de lo que implica el 
estado de riesgo del patrimonio ambiental, se hace necesario acercarse a una definición que dote de 
contenido al daño ambiental, para lo cual se abordan dos elementos que resultan relevantes, la 
deuda ambiental o ecológica y sus conceptos conexos. En segundo lugar, se abordan las 
metodologías que se han empleado para la valoración del daño. 
1.2.3.1. Conceptualización 
 
El concepto de deuda ecológica ha evolucionado principalmente a través de los 
movimientos que han propendido por él – Movimiento por la justicia ambiental, ecologismo 
popular, entre otros-. A él se le han incorporado diversos aspectos que, si bien pueden ampliar su 
alcance, conservan un núcleo duro, que se refiere al intercambio ecológicamente desigual, en el 
que tienen que ver la repartición de los desechos tóxicos, el desigual consumo, las emisiones 
alarmantes de sustancias contaminantes41, entre otros múltiples aspectos (Martínez, 2004). Lo 
anterior quiere decir que, se trata de una teoría de sistemas que pretende evaluar y cuantificar las 
relaciones entre la capacidad natural y la actuación humana, e inclusive la visibilización 
transparente de las responsabilidades en sistemas complejos de consumo y devastación (Marquart, 
2014, p.309)  
                                               
 
41 La reunión del G7 (Estados Unidos, Japón, Alemania, el Reino Unido, Francia, Italia y Canadá) llevada a cabo la 
segunda semana de junio de 2015 concluyó con un hecho, que aunque a la fecha no tiene concreción alguna, si es un 
primer paso para la política para el cambio climático, y consistió en el acuerdo de poner fin a la dependencia de los 
combustibles fósiles (carbón, petróleo y gas natural) por parte de las economías estatales, con lo que se busca disminuir 
las emisiones de CO2. 




En este mismo punto, la huella ambiental mide cuánta superficie de productividad 
ambiental es necesaria para mantener las actividades humanas o los requerimientos para satisfacer 
las necesidades humanas. Esta medición se realiza en unidades estándar llamadas hectáreas 
globales e involucra los efectos de los deterioros ambientales, la pérdida de biodiversidad, el 
cambio climático y el déficit ecológico, al respecto la doctrina ha señalado lo siguiente: 
 
Área de territorio productivo o ecosistema acuático necesario para producir los recursos y 
para asimilar los residuos producidos por una población definida con cierto nivel de vida 
específico, dondequiera que se encuentre esta área. • Podemos identificar la huella 
ecológica per cápita con el espacio ambiental de esa persona. Si se echan cuentas a partir 
de los recursos globales, con un criterio de distribución igualitario, aparecen tres 
nociones más: • La justa porción de tierra es el territorio ecológicamente productivo 
«disponible» por persona en la Tierra: alrededor de 1,5 hectáreas, la Justa porción de 
océano asciende a poco más de 0,5 hectáreas. Sumándolos, y restando cierta superficie 
protegida para la conservación de la biodiversidad, tendríamos la idea de justa porción de 
espacio ambiental: aproximadamente 1,7 hectáreas por persona en los años noventa del 
siglo XX. (Riechmann, 2003)  
 
Es importante en esta conceptualización introducir la idea de déficit ambiental que en 
palabras de RESS (1996) consiste en la relación negativa que se produce cuando se excede la 
biocapacidad de la zona disponible para esa población. En otras palabras, se trata de lo opuesto a la 
reserva ecológica, que consiste en el exceso de biocapacidad respecto de la huella ecológica y que 
se traduce en la sostenibilidad ambiental como una práctica de consumo y uso responsable de los 
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recursos de la naturaleza., es decir, una autolimitación que busca su disfrute para las generaciones 
futuras y para otras especies vivas no humanas. 
 
En lo que se refiere a la valoración de los daños la Declaración de Río sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo, Río de Janeiro de 1992, en el principio 16 estableció: 
 
 “Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los costos 
ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que el 
que contamina debe, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo 
debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones 
internacionales.” 
 
Por su parte, la Convención de Ramsar de 1997 concibió la valoración económica 
ambiental como  
[todo] intento de asignar valores cuantitativos a los bienes y servicios proporcionados por 
recursos naturales independientemente de si existen o no precios de mercado que nos 
ayuden a hacerlo. Sin embargo, esta definición no es enteramente satisfactoria. En efecto, 
debemos ser más precisos respecto de lo que los economistas entienden por valor. El valor 
económico de cualquier bien o servicio suele medirse teniendo en cuenta lo que estamos 
dispuestos a pagar por él menos lo que cuesta proveerlo. Cuando un recurso ambiental 
existe pura y simplemente y nos proporciona bienes y servicios sin costo alguno, lo único 
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que expresa el valor de los bienes y servicios que aporta es nuestra disposición a pagar por 
ellos, independientemente de si realmente pagamos algo o no  
 
El concepto de valoración de los daños ambientales se ha reducido a una operación de lo 
que se gana crematísticamente con la explotación y/o uso de la naturaleza versus lo que se gasta en 
su cuidado. Según Monroy (2006) ello implica ponderar los beneficios económicos contra los 
logros de tipo ambiental (p. 611). , Según Ortega (2000) se ha dado primacía a los valores de 
producción y competitividad desde la órbita de la propiedad privada, fomentando cierto 
menosprecio sobre los bienes ambientales de acceso común y público (p.94). 
 
Es importante señalar que desde la teorización acerca de cómo valorar los bienes y 
servicios ambientales existen diferentes metodologías que, desde diversos ángulos, han abordado el 
tema. En el presente documento se abordan las más conocidas y aplicadas para efectuar una 
comparación entre ellas y destacar sus ventajas y desventajas.  
1.2.3.2. Metodologías 
 
Dentro de las metodologías de valoración económica para bienes y servicios ambientales 
se encuentran las directas e indirectas. Estas son basadas en costos, técnicas de transferencia de 
servicios, precios de mercado y la contabilidad ambiental, las cuales fueron introducidas en la 
legislación nacional a través de la Resolución 1478 de 200342 expedida por el Ministerio de 
                                               
 
42 ART. 1º—Adoptar el documento técnico “Guía metodológica para la valoración de bienes, servicios 
ambientales y recursos naturales”, en el cual se establecen las metodologías de valoración de costos 
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Ambiente, Vivienda y Desarrollo Rural (Hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible).), 
por medio de la cual adoptaron las metodologías de valoración de los costos ambientales. 
 
En otras palabras, la mencionada Resolución es el resultado de un esfuerzo del Ministerio 
por cumplir con lo dispuesto en el artículo 5 numeral 43 de la Ley 99 de 1993, en tanto que solo 
después de diez años de promulgada la Ley 99, se expidió la metodología a la que estaba obligado. 
 
El Ministerio, al ser la entidad competente para la expedición de la metodología, la dota de 
un carácter vinculante que obliga a su observancia por parte de los diferentes estamentos estatales. 
No obstante, ha de tenerse en cuenta que, con la expedición de la metodología, no es óbice para 
que las contralorías en ejercicio del control fiscal ambiental doten de contenido a tales 
metodologías e incluso las mejoren y adapten a la realidad de nuestro ambiente. 
 
A partir del señalamiento de las metodologías y enfoques a continuación se realiza un 
breve acercamiento a cada una de ellas, incluyendo las limitaciones que según la guía presentan el 
Ministerio de Ambiente. 
1.2.3.2.1. Metodologías directas para la valoración económica para bienes 
y servicios ambientales 
 
                                               
 
económicos del deterioro y de la conservación del medio ambiente y de los recursos naturales renovables, el 
cual forma parte integral de la presente resolución. 
104 Control Fiscal Ambiental. Elementos para una valoración de la Justicia Ambiental 
 
 
Las metodologías directas parten de la idea que es posible la construcción de preferencias a 
partir de encuestas para valorar los bienes y servicios que no tienen una relación directa con el 
mercado, buscándose con ello crear un mercado hipotético que permita estimar el precio. 
Principalmente, esta metodología aborda el Método de valoración contingente (MVC), el cual se 
caracteriza por ser un modelo probabilístico que busca establecer, a partir de entrevistas o 
encuestas, el valor máximo a pagar por el disfrute de un bien ambiental, disposición a pagar (DAP) 
o la compensación mínima que ha de recibir como pago, en un escenario de deterioro ambiental. 
 
Por ser un modelo probabilístico se deben tener en cuenta aspectos como el tipo de bien a 
valorar, el tipo de población a entrevistar, el tamaño y la caracterización del muestreo, la 
construcción de las preguntas a realizar (preguntas abiertas, formato de subasta, formato de 
referendo) y el medio para realizar las encuestas o entrevistas (personalmente, por teléfono, correo 
u otras), aspectos todos estos que no son de fácil concreción al momento de efectuar el muestreo. 
 
La crítica de esta metodología se da por la creación hipotética del mercado para el 
establecimiento del precio del bien, ya que al ser hipotética, quien responde la entrevista puede no 
ser honesto en sus respuestas, o responder sin tener muy claro lo que le esté preguntando.  
1.2.3.2.2. Metodologías indirectas para la valoración económica para 
bienes y servicios ambientales y recursos naturales 
 
Esta metodología parte de las preferencias en los mercados que estén relacionados con 
bienes o servicios ambientales, para desde allí poder establecer la disponibilidad de pagar por ellos. 
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1.2.3.2.2.1. Enfoque hedónico 
 
El método o enfoque hedónico parte del análisis de los efectos de las diversas 
características de un bien sobre su precio y es desde allí se aísla determinada característica para 
construir su demanda. En consecuencia, el valor que se está dispuesto a pagar por ella... Se trata 
entonces de un método de valoración de intangibles que inicia de un mercado real en el que un 
bien heterogéneo como el ambiente es valorado por sus múltiples atributos y características en un 
ejercicio de desagregación.  
 
Así, se usan los  
Precios de los bienes e insumos relacionados con los bienes o servicios ambientales, en los 
mercados convencionales (…) señalándose incluso que es necesaria la evaluación de 
políticas ambientales y puede ser recolectada a partir de la información disponible en 
mercados de bienes asociados con el medio ambiente. (Castro, 2007) 
En esta metodología resulta de vital importancia desagregar todas las características del 
bien de las que deviene su precio y, a partir de esto, establecer la importancia o peso de ellas en el 
valor total del bien, al usar técnicas econométricas. Cabe mencionar que se debe tener en cuenta 
que la relación funcional no lineal, es la que contribuye de manera más eficiente a explicar los 
valores de los bienes ambientales. 
 
Como crítica a este enfoque se encuentran factores como la relación reciproca entre 
diferentes caracteristicas a la hora de asignar valor al bien o servicio ambiental, lo que puede 
representar una dificultad al momento de determinar su valor. Adicionalmente, igual que en el caso 
106 Control Fiscal Ambiental. Elementos para una valoración de la Justicia Ambiental 
 
 
precedente, la subjetividad juega un papel importante en la medida en que si no hay claridad 
respecto del atributo y el beneficio de él se puede llegar a conclusiones erroneas.  
 
1.2.3.2.2.2. Método de costo de viaje  
 
Los recursos o bienes ambientales sobre los que se ejercen actividades de esparcimiento, 
recreación o contemplación, pueden ser valorados a través del método de costo de viaje. Este 
implica una definición acerca de los factores que determinan la demanda, tales como la distancia 
hacia el bien ambiental, el costo del viaje, los costos en términos de tiempo que implican el 
desplazamiento y los precios de admisión al sitio, cuya sumatoria refleja el costo de la actividad 
recreativa. 
 
Para este método se requiere establecer los bienes complementarios respecto del bien 
ambiental individualmente considerado para determinar su relevancia en la actividad recreativa. 
Además, se deberán considerar individualmente aquellos costos que resultan ineludibles, como el 
consumo de energía fósil o cualquier otra para llevar a cabo el desplazamiento; los costos que 
resulten discrecionales, como el descanso a lo largo del trayecto; y los costos de oportunidad, como 
valoraciones de tiempo invertido en lugar de ser invertido en otra actividad. 
 
Este método resulta ser relevante para valorar actividades eminentemente recreativas. Sin 
embargo, la colindancia de multifactores a la hora de decidir sobre los costos en que se incurrirá en 
la actividad trae consigo limitaciones del alcance de ésta metodología. 
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1.2.3.2.2.3. Enfoque de producción de hogares 
 
El uso que se la he dado a este enfoque está relacionado con la consideración de un 
elemento que es el resultado de la producción de un hogar, a partir del cual se valora el bien 
ambiental, bien sea para tomar decisiones preventivas, de tratamiento o mitigación. Para esto, ha 
de partirse de la correlación directa entre el estado del recurso natural y el bien producido, lo cual 
significa una limitación importante de éste método, también ligada a la multicausalidad. 
1.2.3.2.2.4. Función de daño. 
 
Este método es usado en aquellos casos en los que el bien o servicio ambiental tienen una 
relación directa en la producción de otro bien o servicio, es decir, es un insumo para la producción 
de bienes finales. Para su estimación se deben considerar aspectos como la demanda y oferta, y los 
costos de producción del bien final. 
 
Es así como al efectuar el análisis de deterioro del bien ambiental se puede determinar la 
variación del valor del bien final, así una desmejora de la calidad o la cantidad del bien ambiental 
puede llegar a significar un aumento de los costos del bien final y viceversa. No obstante, la 
limitación de este método justamente está dada por esa relación del bien ambiental como insumo, 
lo cual desconoce todo el potencial del mismo y lo circunscribe exclusivamente a un uso. 
1.2.3.2.2.5. Método basado en costos.  
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Esta metodología parte de la asignación de un valor al bien ambiental a partir de los costos 
que implica evitar daños sobre el mismo –costo del daño evitado- o de su sustitución –valor de 
sustitución- en que el valor del bien o servicio ambiental será como mínimo el valor en que se ha 
incurrido para prevenir el daño o efectuar su sustitución. Para esto resulta absolutamente relevante 
establecer características como a quién, cómo, por qué, el espacio de tiempo y el nivel en que es 
proporcionado el bien o servicio ambiental. 
 
En el caso del costo del daño evitado una vez delimitado el bien o servicio ambiental, se 
pasa a estimar el daño potencial y el costo en que se incurriría evitándolo. Para el valor de 
sustitución, el análisis parte de la identificación del medio alternativo con que se sustituirá el bien o 
servicio ambiental y su costo a partir de la demanda que él tenga en el mercado, eligiendo la mejor 
opción que represente el menor valor. 
 
Al igual que las anteriores metodologías, esta en particular presenta limitaciones asociadas 
a la valoración de la potencialidad de los daños que se pueden ocasionar con la desmejora o 
desaparición de un bien o servicio ambiental. En mayor medida, presenta limitaciones en la 
imposibilidad física o química de su sustitución, además de su potencial aceptación por parte de los 
usuarios del bien o servicio y/o los beneficios que puede tener el sustituto. 
1.2.3.2.2.6. Técnicas de transferencia de servicios.  
 
Esta técnica parte de estudios y resultados anteriores para valorar un bien o servicio 
ambiental, en el que se toman los valores relevantes para identificar características del mismo. Es 
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decir, se efectúan transferencias de valores en función de la demanda estimada en estudios 
anteriores o en la meta asignada para el análisis a través de métodos regresivos. 
 
Esta técnica resulta relevante en aquellos casos en los que no se dispone del tiempo o 
presupuesto para iniciar análisis desde cero. Sin embargo, esta resultaría riesgosa en si no se cuenta 
con toda la información requerida, su grado de certidumbre no es confiable, los métodos 
empleados en el estudio de origen no son aceptados mayoritariamente o no es posible comparar los 
datos por características heterogéneas de los datos o poblaciones. 
1.2.3.2.3. Metodologías basadas en precios de mercado. 
 
Esta metodología parte de la existencia de un mercado para el bien o servicio a valorar. Se 
centra en el excedente entre lo que paga el consumidor y el excedente del productor para establecer 
el valor de uso. Y, se establece estableciéndose la disponibilidad que tiene un individuo para pagar 
por el beneficio obtenido o el uso del bien, a partir de las reglas del mercado.  
 
Pese a que esta metodología resulta ser útil para establecer valores de bienes que son 
transados en el mercado, su alcance respecto a lo que no es transable respecto de todos los usos de 
los bienes y servicios ambientales. Además, la metodología se queda corta porque no todo se 
encuentra en el mercado. Si bien la “naturaleza provee recursos para la producción de bienes, al 
mismo tiempo proporciona amenidades recreativas ambientales” (Martínez, 200, p.45), como por 
ejemplo la contemplación de un paisaje que no se encuentra tasada en el mercado, no considera la 
“magnitud de correspondiente stock de capital natural, (ni) si hay niveles críticos mínimos por 
debajo de los cuales un stock no pueda recuperarse por sí mismo”. (REES, 1996, pág. 31) 




Sobre tales metodologías concluye el Ministerio que “la aplicación de estudios de 
valoración puede ser costosa. Adicionalmente, los estudios de valoración primarios demandan en 
su mayoría grandes cantidades de tiempo. La Transferencia de Beneficios es una herramienta de 
gran uso potencial para determinar los beneficios de una manera rápida y costo efectiva. Ahora 
bien, dadas las limitaciones de la investigación, esta metodología se presenta como la mejor 
alternativa. Si se cuenta con estudios previos con bases bibliográficas considerables, de alta calidad 
metodológica los resultados que se pueden obtener de esa metodología pueden ser muy confiables. 
Sin embargo esto se constituye como la principal debilidad, puesto que el evaluador debe ser muy 
cuidadoso en la revisión de la literatura de los estudios que son utilizados como “insumos” en el 
análisis de TB” (Ministerio de ambiente, 2003, p.46) 
 
1.2.3.2.4. Contabilidad Ambiental 
 
Otro de los mecanismos es el denominado la contabilidad ambiental, que también ha sido 
denominada como “contabilidad de los recursos” o “contabilidad económica y ambiental 
integrada”, y se refiere a la incorporación en el Sistema de Cuentas Nacionales del uso o 
agotamiento de los recursos ambientales. En otras palabras, se trata de un enfoque contable en el 
que se insertan dimensiones ambientales y que han sido descritos por Hernández (2007) como “la 
descripción sistemática de las interacciones entre el medio ambiente y la economía en un marco 
contable. Existen enfoques contables relacionados con el medio ambiente. Uno de ellos enuncia la 
modificación y ajuste del marco, y los límites del sistema de cuentas clásico para complementarlo 
en sus deficiencias ambientales, incorporándole el agotamiento de los recursos naturales, los gastos 
defensivos del medio ambiente y la degradación de la calidad ambiental. 




Al llegar a este punto se evidencia la dificultad en la valoración de los bienes y servicios 
ambientales que, de manera directa, afecta el ejercicio de las competencias asignadas a las 
autoridades ambientales. No obstante, se destaca que “La valoración de los costos ambientales no 
es un objetivo ambiental del control fiscal en sí mismo, sino un instrumento que le permite al ente 
de control evaluar la gestión de las entidades y señalar responsabilidades”. (Villate, 2007) 
 
Como puede observarse en los métodos señalados, en todos los casos se trata de 
principalmente de visiones patrimonialistas que reducen el ambiente, su reparación, restitución o 
compensación, a términos eminentemente económicos. Allí, predomina la defensa a la propiedad 
privada que viene de la tradición civilista, esto es, aquella que es antropocéntrica, parcializada y 
patriarcal, y que limita ostensiblemente el alcance de la protección del ambiente. Eso trae como 
consecuencia una desvalorización en todas sus dimensiones y difícilmente podrá ser protegido de 
manera efectiva.  
 
A pesar de los intentos por establecer una metodología que integre los diferentes elementos 
que conducirían a valorar de la mejor manera el ambiente, en su mayoría doctrinarios, en la 
legislación nacional no hay actualmente unificación de criterios, ni aplicaciones simétricas. 
Adicionalmente presentan varias dificultades, respecto de las cuales se ha señalado que:  
 
El valor obtenido en cada ejercicio dependerá de la concepción personal y emocional 
frente al bien o servicio ambiental y de su posición y condición de agente en la sociedad. 
Ahora bien, desde la óptica económica, la complejidad de la valoración económica 
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ambiental conlleva a la posibilidad de utilizar diferentes tópicos involucrados en la 
determinación del valor, tales como distintas metodologías de valoración económica, 
diversos supuestos de partida, variados referentes para analizar el tema de la 
incertidumbre, diferentes horizontes temporales del análisis y variadas tasas 
intertemporales de descuento. (Castro, 2007) (CASTRO, 2007) 
 
Aunque no existe una metodología única que permita valorar íntegra y adecuadamente el 
daño ambiental en términos de responsabilidad fiscal, ello no es óbice para que, desde el ejercicio 
del control fiscal ambiental, se apliquen los diferentes enfoques que integren una valoración que 
responda al estado ambiental de derecho con los elementos que se describieron anteriormente y 
que dé cuenta de los principios, derechos y responsabilidades constitucionales, por lo cual éste se 
convierte en un reto para la Contraloría en el ejercicio de su misión ambiental constitucional. 
 
Para seguir ahondando en las implicaciones de la valoración del daño patrimonial y sus 
consecuencias en el control fiscal ambiental a continuación se reflexiona sobre el daño patrimonial 
y su relación con la reparación ecológica o in nature. Caber aclarar que si bien no es posible decidir 
cuál es la mejor metodología para valorar los daños ambientales, si se deben tener en cuenta 
elementos como el de valor de uso, sobre todo, el precio que se está dispuesto a pagar por dejar de 
usar el ambiente en el presente, para poder disfrutarlo en el futuro; el valor de daño que calcula los 
costos de evitar los daños o el valor de su sustitución en los casos en los que ello sea posible y 
finalmente, como una de las metodologías más usadas y aceptadas, la del enfoque hedónico, 
mediante la cual se diferencias todos los atributos del bien para valorarlo. 
Capítulo 2 113 
 
 
1.2.3.4. Daño ambiental y reparación in nature 
 
El ordenamiento jurídico colombiano ha establecido como una obligación de origen 
constitucional la de reparar los daños que se ocasionen, incluso por actividades lícitas del siguiente 
modo: 
 
La posibilidad de indemnización de un daño antijurídico incluso originado en una 
actividad lícita del Estado armoniza además con el principio de solidaridad (CP art. 1º) y 
de igualdad (CP art. 13), que han servido de fundamento teórico al régimen conocido como 
de daño especial, basado en el principio de igualdad de todos ante las cargas públicas. En 
efecto, si la Administración ejecuta una obra legítima de interés general (CP art. 1º) pero 
no indemniza a una persona o grupo de personas individualizables a quienes se ha 
ocasionado un claro perjuicio con ocasión de la obra, entonces el Estado estaría 
desconociendo la igualdad de las personas ante las cargas públicas (CP art. 13), pues 
quienes han sufrido tal daño no tienen por qué soportarlo, por lo cual éste debe ser asumido 
solidariamente por los coasociados (CP art. 1º) por la vía de la indemnización de quien 
haya resultado anormalmente perjudicado. Se trata pues, de un perjuicio especial sufrido 
por la víctima en favor del interés general, por lo cual el daño debe ser soportado no por la 
persona sino por la colectividad, por medio de la imputación de la responsabilidad al 
Estado.(Corte Constitucional, C-333-96, 1996)  
 
No obstante, aunque existe esa cláusula general de responsabilidad, es necesario aterrizarla 
en el campo del derecho ambiental, especialmente en la reparación por los daños ambientales a los 
que se ha hecho referencia.  




Las medidas de compensación o reparación, al igual que la conceptualización del derecho 
y los derechos, suelen soportar una u otra teoría del ambiente como la utilitarista, desde la cual se 
valora el ambiente desde los beneficios que éste puede otorgar. En tal medida, se habla de 
indemnización en la que resultan relevantes los costos desde el punto de vista crematístico, que 
pone en competencia la generación de renta contra la posibilidad de recuperación de los 
ecosistemas. En todo caso, se ha de rescatar que hay coincidencia teórica respecto de la finalidad 
última del derecho ambiental como protector del ambiente a través del diseño de diversos 
instrumentos jurídicos.  
 
Se habla entonces de procesos de restitución y restauración ecológica, restitutio in natura, 
del daño ocasionado, a través del cual se adoptan las medidas que resultan necesarias para dejar al 
ambiente en el estado en que se encontraba antes del daño. Lo anterior en la medida en que hayan 
posibilidades en el plano material, al guardar proporcionalidad con el daño ocasionado. No 
obstante, es necesario tener en cuenta que resulta relevante para esta teoría establecer las 
interconexiones y complejidades que entraña la biosfera. Un daño por mínimo que parezca, puede 
afectar el conjunto del sistema, ya que se parte de la idea que la “destrucción de un ecosistema en 
un determinado territorio puede ser compensada con la conservación o preservación de un 
ecosistema similar o comparable en otro lugar” (Mesa, 2013, p.139)  
 
Así la reparación in natura, tiene que ver con el arreglo de la cosa dañada o mediante su 
sustitución por otra igual o reparación en especie.  
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En materia ambiental la regla general es la reparación in natura pues el objetivo primordial 
de reparación del ambiente vulnerado es lograr el restablecimiento de su estado y de los 
servicios ambientales que prestaba antes de generarse el daño el cual no se lograría de 
ninguna manera con dinero; aunque también es cierto que en materia ambiental este 
restablecimiento total es prácticamente imposible, al menos podría procurarse al máximo 
acercamiento a éste, dejando la reparación dineraria como complementaria o subsidiaria. 
(Díaz, 2013) 
No obstante, la reparación in natura demanda de los entes de control, verbigracia el caso 
del daño ambiental de carácter fiscal, una actividad científica y técnica que le permita establecer la 
magnitud y componentes del daño para estimar su reparación, tal como lo señaló la Corte 
Constitucional en la sentencia C-632-11: 
 
 El proceso de restitución o restauración ecológica que se adelanta a través de las llamadas 
medidas compensatorias, requiere, en cada caso, de una valoración técnica del daño o 
impacto negativo causado al medio ambiente con la infracción, por cuenta de la autoridad 
ambiental competente. Tal circunstancia, descarta de plano que el ordenamiento jurídico 
ambiental pueda hacer una descripción o enumeración taxativa de las medidas 
compensatorias. En efecto, el componente tecnológico e incluso científico que identifica el 
manejo medio ambiental, exige que la medida compensatoria a adoptar, solo pueda 
determinarse una vez se establezca la clase y magnitud del daño sufrido por el ecosistema 
en cada situación particular y concreta. De este modo, la naturaleza, alcance y tipo de 
medida, corresponde definirlo a la entidad técnica ambiental de acuerdo con la evaluación 
que ésta haga de cada daño, lo cual asegura, además, que la misma resulte equilibrada y 
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coherente y permita cumplir el objetivo de restituir in natura el valor del activo natural 
afectado. (Corte Constitucional, C-632-11, 2011) 
 
En la legislación nacional se aborda el tema de la reparación por parte del Decreto 1076 
del 26 de mayo de 2015, que es el Decreto Único del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible, en 
el que se distinguen las siguientes medidas: 
 
 “Medidas de compensación: Son las acciones dirigidas a resarcir y 
retribuir a las comunidades, las regiones, localidades y al entorno natural por los 
impactos o efectos negativos generados por un proyecto, obra o actividad, que no 
puedan ser evitados, corregidos o mitigados. 
 
 Medidas de corrección: Son las acciones dirigidas a recuperar, restaurar 
o reparar las condiciones del medio ambiente afectado por el proyecto, obra o 
actividad. 
 
 Medidas de mitigación: Son las acciones dirigidas a minimizar los 
impactos y efectos negativos de un proyecto, obra o actividad sobre el medio 
ambiente. 
 
 Medidas de prevención: Son las acciones encaminadas a evitar los 
impactos y efectos negativos que pueda generar un proyecto, obra o actividad 
sobre el medio ambiente.  
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 Plan de manejo ambiental: Es el conjunto detallado de medidas y 
actividades que, producto de una evaluación ambiental, están orientadas a prevenir, 
mitigar, corregir o compensar los impactos y efectos ambientales debidamente 
identificados, que se causen por el desarrollo de un proyecto, obra o actividad. 
Incluye los planes de seguimiento, monitoreo, contingencia, y abandono según la 
naturaleza del proyecto, obra o actividad. 
 
El plan de manejo ambiental podrá hacer parte del estudio de impacto 
ambiental o como instrumento de manejo y control para proyectos obras o 
actividades que se encuentran amparados por un régimen de transición.” 
 
Si bien las medidas se encuentran definidas normativamente, ha sido a través de las 
acciones ante el contencioso donde se les ha dotado de fuerza vinculante en cuanto a los efectos de 
las indemnizaciones. Por ejemplo, el Consejo de Estado ha señalado que cuando la indemnización, 
consecuencia de los daños ambientales, se efectúe a una entidad, ésta lo recibe a nombre de la 
comunidad y debe ser invertida en acciones orientadas a contrarrestar o mitigar el daño producido 
con ocasión de la vulneración de los derechos o intereses colectivos (Consejo de Estado, AP- 
250003225000200400992 01, 2007). Ahora bien, esa misma Corporación ha señalado incluso que 
el Estado puede llegar a ser responsable por los daños ocasionados como de daños al ecosistema, 
incluso si ello deviene de una explotación licita, en tanto que la obtención del permiso, 
autorización o concesión, no comporta impunidad, daños respecto de los cuales se debe efectuar la 
reparación, así señaló el Consejo de Estado:  
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La denominada reparación in natura constituye una de las manifestaciones más relevantes 
de la indemnización de los daños producidos en el ámbito forestal, puesto que frente a un 
daño ambiental lo más importante es conseguir la restauración y recuperación del medio 
natural afectado. Es por esto que la Sala, acogiendo el principio orientador de la reparación 
integral previsto en el art. 16 de la Ley 446 de 1998. (Consejo de Estado Sentencia, Exp. 
1999-00278-01, 2013) 
 
No obstante, lo anterior se ha insistido en la jurisprudencia en la necesidad de la certeza del 
daño, para que este llegue a ser reparable. Solamente de manera excepcional se reconoce la 
amenaza como fuente de reparación.  
 
Así las cosas, la ausencia de medidas que garanticen efectivamente la reparación del 
ambiente conllevan al acrecentamiento de los pasivos ambientales, entendidos como deudas 
ocasionadas por el aprovechamiento, explotación o uso del ambiente, en últimas, de la apropiación 
indebida del ambiente que se traduce en daño al patrimonio ambiental. En consecuencia, a través 
del control fiscal ambiental se debería buscar a través del proceso de responsabilidad fiscal una 
reparación o resarcimiento in natura, en aquellos casos que se trate de daño ambiental puro. 
1.3. Justicia ambiental 
 
Una vez efectuado el acercamiento a las implicaciones de los daños ocasionados a la 
biosfera nos resta preguntarnos ¿A quiénes afectan esos daños? ¿Quiénes responden por ellos? 
¿Cómo se repara el ambiente? ¿Quiénes deben contribuir en la reparación? ¿Qué responsabilidad 
tiene el Estado?  




Las respuestas a tales aspectos tendrán necesariamente que abordarse en términos de 
justicia, específicamente de Justicia Ambiental y lo que ha denominado el profesor César 
Rodríguez “nuevas fronteras de la justicia constitucional”, con respecto a quién decide y cuáles son 
los sujetos de derecho, aspectos que no cuentan con normatividad interna específica y que solo a 
través de la interpretación de principios y normas de derecho blando o soft law43, se resuelven en el 
campo jurídico. 
 
Por lo anterior, en este aparte se buscará un acercamiento a los elementos de la justicia 
ambiental, desde las concepciones teóricas hasta lo que ha señalado la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional al respecto para, posteriormente, entrar a indagar respecto de esos elementos en las 
luchas populares ambientales. En particular se indagan las que tienen que ver con el modelo 
económico extractivista sobre el que se ha desarrollado la economía colombiana en la última 
década especialmente. 
1.3.1. ¿Qué es la Justicia Ambiental? 
 
El concepto primario de justicia ambiental tuvo su origen en los años sesenta, con motivo 
de las luchas sociales principalmente enfocadas en la pobreza y la discriminación racial, De estas 
se concluyó que los pobres y afros se encontraban victimizados ambientalmente – racismo 
ambiental-. Lo anterior gracias a la repartición asimétrica de los daños ambientales, en 
                                               
 
43 Como por ejemplo el principio 10 de la Declaración de Rio  
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contraposición con la posibilidad de influir en las decisiones políticas que tienen incidencia 
ambiental., en tanto ésta era reservada para los ricos, quienes más contaminaban.  
 
 La Agencia de Protección Ambiental de los Estados Unidos, retomado por la Corte 
Constitucional señaló que el concepto tiene que ver con  
 
el tratamiento justo y la participación significativa de todas las personas 
independientemente de su raza, color, origen nacional, cultura, educación o ingreso con 
respecto al desarrollo y la aplicación de las leyes, reglamentos y políticas ambientales››, el 
primero de los términos, esto es, el tratamiento justo se refiere a que ‹‹ningún grupo de 
personas, incluyendo los grupos raciales, étnicos o socioeconómicos, debe sobrellevar 
desproporcionadamente la carga de las consecuencias ambientales negativas como 
resultado de operaciones industriales, municipales y comerciales o la ejecución de 
programas ambientales y políticas a nivel federal, estatal, local y tribal. (Corte 
Constitucional, T-294 de 2014, 2014) 
 
Con el “Primer Encuentro Nacional de los Líderes de Movimientos Ambientales de la 
Gente de Color”, en 1991 se aprobó la Declaración de Principios de Justicia Ambiental, de los que 
se resaltan aspectos como el reconocimiento a la madre tierra, la unidad ecológica y la 
interdependencia de todas las especies, el derecho al uso ético, balanceado y responsable de las 
tierras, el derecho de las víctimas de las injusticias ambientales para recibir compensación y 
reparaciones por los daños al igual que la provisión de servicios de salud de calidad. De manera 
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particular se resalta el principio de participación en los siguientes términos (First National People 
of Color Environmental Leadership , 1991). 
 
“La Justicia Ambiental demanda el derecho de participación como partes iguales en cada 
uno de los niveles de los procesos de toma de decisiones, incluyendo las áreas de la 
evaluación de necesidades, planeamiento, implementación, cumplimiento y evaluación” 
(First National People of Color Environmental Leadership , 1991) 
 
Desde estas perspectivas, la justicia ambiental comprende dos aspectos primarios, uno 
referido a la teoría general de la justicia, como no discriminación y acceso equitativo a la 
naturaleza; y por otra parte, la participación como elemento necesario para la toma de decisiones 
ambientalmente responsables, como pasa a verse. 
 
De otra parte, se ha señalado que la justicia ecológica44 
 
tiene que ver con la distribución de bienes y males ambientales entre los seres vivos 
(humanos o no), tanto sincrónica como diacrónicamente… los sistemas económico-
sociales han de ser reproducibles —más allá del corto plazo— sin deterioro de los 
ecosistemas sobre los que se apoyan. Es decir, sustentabilidad es viabilidad ecológica: los 
sistemas socioeconómicos que funcionan destruyendo su base biofísica son insostenibles. 
                                               
 
44 Para Riechmann los términos Justicia ambiental y Justicia Ecológica se toman como equivalentes. 
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Dicho de otra manera: las actividades humanas no deben sobrecargar las funciones 
ambientales, ni deteriorar la calidad ambiental de nuestro mundo. Ello implica 
fundamentalmente dos requisitos: Respetar los límites. Lo que tomamos de la biosfera (en 
cuanto fuente de materias primas y energía, o sea, materia-energía de baja entropía) y lo 
que devolvemos a ella (en cuanto sumidero de residuos y calor, es decir, materia energía de 
alta entropía) ha de estar dentro de los límites de absorción y regeneración de los 
ecosistemas. Pensar en el mañana. Deberíamos dejar a la generación siguiente un mundo 
que sea al menos tan habitable y haga posibles tantas opciones vitales como el que 
nosotros hemos recibido de la generación anterior. (Riechmann, 2003) 
 
Así, la interpretación de lo que se entiende por justicia ambiental, a partir de los elementos 
constitucionales, tiene que ver con los problemas que desde el derecho constitucional45 se plantean 
en términos de las obligaciones extraterritoriales de los Estados en materia de derechos. En 
palabras de Habermas (1999), “el orden jurídico en el interior de los Estados debe, más bien, 
culminar en un orden jurídico global que congregue a los pueblos y elimine las guerras”. Además, 
debe superar las asimetrías de los países a través de un “procedimiento institucionalizado de 
formación de una voluntad política transnacional” (HABERMAS, 2000). El planteamiento tal vez 
de un constitucionalismo cosmopolita, esto es “la vigencia universal de un catálogo de valores 
cuya relevancia jurídica, puede constituir el embrión de un derecho cosmopolita, un ius communis 
Gentium. Según Häberle, esto permitiría afrontar los desafíos que la humanidad tiene planteados al 
alborear el siglo XX”› (De Julios, 2004) En particular un  
                                               
 
45 La referencia a estos problemas fue planteada por el profesor Rodrigo Uprimny, en el marco del X Encuentro 
constitucional por la tierra realizado por la Jurisdicción Constitucional el pasado mes de septiembre de 2014 en Ibagué 
(Tolima) 




Contrato planetario sobre el desarrollo sostenible, que restablezca la armonía entre 
progreso y naturaleza, entre técnica y vida. La continuidad de la especie humana y del 
conjunto del planeta sólo se asegurará mediante una explotación racional de los recursos y 
un modelo de desarrollo que garantice el derecho de las generaciones futuras a una vida 
digna. (De Julios, 2004) 
 
Este primer aspecto tiene que ver con las tensiones entre las regulaciones nacionales y las 
dinámicas internacionales, principalmente económicas, que tienen impacto a nivel local en relación 
con la extracción de los recursos naturales, en cuanto no hay simetría en la distribución de las 
obligaciones y los costos. Esto ha generado importantes desigualdades. Un ejemplo de lo anterior 
en la terminología de Martínez Alier, es el denominado Sur Global, esto es, el intercambio 
ecológicamente desigual, conflicto Norte-Sur, conflictos ecológicos distributivos (Martínez, 2004)  
Desde esta perspectiva de la idea de justicia ambiental convergen los criterios de equidad – 
justicia distributiva-, es decir, la distribución intergeneracional de los bienes ambientales (elemento 
transtemporal) y la adjudicación de las cargas o pasivos ambientales, en especial lo concerniente a 
grupos discriminados por razones de raza, género u origen étnico, o condición socio-económica 
(elemento transhumanista), incluyendo las que tienen que ver con las diferencias entre norte y sur 
global (elemento transespacial). Adicionalmente, este concepto involucra la población que pueda 
verse afectada ambientalmente participen en la toma de decisiones -justicia participativa-. 
(Nussbaum, 2007) 
 
 Por su parte, la participación, en la misma vía de lo señalado por Nussbaum (2007), tiene 
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relación cuando pueden resultar afectados ambientalmente quienes tienen oportunidad de 
participar en la toma de las decisiones y son responsables de tomar las decisiones promueven tal 
participación, y en efecto, toman en cuenta lo que resulte de la participación. 
 
Este tipo de justicia comporta cuatro elementos: los bienes ambientales (su reparto, uso, 
aprovechamiento), el reconocimiento de las condiciones de inequidad, la concepción de todos los 
seres vivos como sujetos de derecho y el aspecto participativo para la toma de decisiones y 
resolución de conflictos de carácter ambiental. La justicia ambiental comprende así el 
reconocimiento de la amplitud de estos derechos: los principios de solidaridad y responsabilidad 
inter e intra generacional, el imperativo ambiental aparejado con la huella ambiental sostenible; 
esto es, un desarrollo que garantice la satisfacción de las necesidades humanas y no humanas, 
presentes y futuras –buen vivir46 - en condiciones de dignidad y equidad ambiental. 
 
Por su parte, del pensamiento de Garay recogido en los documentos elaborados para la 
Controlaría General de la República, se deben resaltar varios conceptos que aportan elementos 
significativos en cuanto a la valoración de los costos ambientales y la transición a la justicia 
ambiental trasnacional en el caso colombiano. En primer término, Garay al hacer una exposición 
de la crisis de gobernanza por la que atraviesa Colombia, señala de manera clara que el Estado no 
tiene una presencia verdadera en todo el territorio nacional ni tiene regulaciones rigurosas en 
materia de explotación de recursos naturales, lo cual conlleva inevitablemente al desconocimiento 
de derechos fundamentales, la contaminación, impactos negativos de tipo ecológico. 
Adicionalmente, una “multiplicidad de conflictos de contenido ecológico/ambiental vinculados a la 
                                               
 
46 Sumak Kawsay es el término empleado en Ecuador con el que se hace referencia al Buen Vivir. 
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dimensión ecológica/ambiental” (Contraloría General de la República, 2014), nos orienta a 
concretar acciones colectivas: 
 
El riesgo de agravamiento de injusticias e inequidades con este tipo de proceso 
glocalizador, (globalizador a nivel nacional/regional/local) plantea de por sí un 
problema de pérdida de gobernanza de la globalización a nivel transnacional, lo 
que exige un marco de acción colectiva cada vez más global y no únicamente 
glocal. (Contraloría General de la República, 2014) 
 
Todo lo anterior tiene correlación con la teoría económica que impera en el modelo de 
extracción de los recursos naturales. En virtud de ello, se propone un giro teórico hacia la 
economía ecológica47, mediante la cual se intervenga de manera sistemática el intercambio 
ecológico desigual que existe entre productores, proveedores, consumidores, receptores de los 
desechos y responsables inter-nacional y trans-generacional/intemporal en el deterioro 
ecológico/medioambiental, y en la acumulación o no de deudas ecológicas entre los actores. 
                                               
 
47 Según Garay parafraseando a Martinez Alier y Foladori señala que la economía ecológica se 
basa en el concepto del metabolismo social que entiende la economía como un sistema abierto a la entrada 
de energía y materiales y a la salida de residuos (contaminantes, tóxicos). No se trata de una economía 
auto-concentrada, cerrada, a diferencia del modelo económico convencional. Por el contrario, toma en 
consideración que el sistema económico requiere de energía útil para su desenvolvimiento y produce no 
solamente bienes, servicios y residuos materiales, sino también calor disipado y desechos (CONTRALORÍA 
GENERAL DE LA REPÚBLICA, 2013, pág. 13), por su parte para ” (LEFF, 2002); (MARTÍNEZ ALIER, 
2004)) la ecología política “estudia las relaciones de poder y los procesos de significación, valorización y 
apropiación de la naturaleza que no se resuelven única y exclusivamente ni por la vía de la valoración 
económica de la naturaleza ni por la asignación de normas ecológicas a la economía. 




Los conceptos globalizantes representados en los anteriores postulados permiten analizar, 
desde el punto de vista económico, el ambiente y los procesos de explotación de los recursos 
naturales, lo cual contribuye de manera significativa a los análisis del problema jurídico planteado 
en el presente documento. Con fundamento en lo anterior, se desarrolla la teoría de la justica 
ambiental, la cual parte de los siguientes principios básicos: 
 
a) Equidad inter-generacional: Protección a todos los individuos de la degradación ambiental, 
en términos de responsabilidad ampliada incluso introduciendo conceptos y cosmologías 
culturales – justicia intercultural- y el reconocimiento de las generaciones 
futuras/venideras que son las que se verán más afectadas con el deterioro medioambiental. 
 
b) Precaución: Como se señaló anteriormente consiste en impedir un acto, cuando se 
sospecha razonadamente que puede producir un daño y existe incertidumbre científica. 
Este principio, así concebido, encuentra íntima relación con el sentido de minimización/no 
causación de daño. Y mitigación de sus impactos globales/glocales. 
 
c) No discriminación social: Se trata de impedir que las comunidades más vulnerables sean 
las que sufran los impactos de la contaminación. Esto cobra especial relevancia en la 
medida en que los países que potencialmente serían los más afectados en términos de daño 
ambiental son precisamente los que disponen de menos recursos (tecnológicos y 
financieros) para hacerle frente. 
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Desde estos principios se construye la justicia ambiental trasnacional48 la cual contempla 
criterios de distribución de los costos que implican los deterioros ambientales y la compensación a 
los agentes afectados, vistos desde un ámbito trasnacional. De manera puntual, se hace referencia a 
la cancelación de la deuda ambiental y social de los países causantes/responsables en favor de los 
países afectados. Asimismo, se contemplan criterios de distribución de las 
responsabilidades/compensaciones hacia el futuro –transgeneracional-.  
 
En vista de lo anterior, Garay propone la creación de un ente trasnacional que se encargue 
de este tipo de justicia en los siguientes términos: 
 
Por ello es que se requiere la institución de un ente transnacional que pueda gestionar la 
problemática desde una perspectiva global, con la suficiente legitimación social para 
avanzar en la implantación de principios y normas de justicia transnacional bajo una 
perspectiva transgeneracional e intertemporal y en consulta de los diversos grados de 
desarrollo/ capital acumulado/pobreza relativa de los países, según su responsabilidad 
como contaminador neto o como afectado neto. (Contraloría General de la República, 
2013, p. 2013)  
 
Lo anterior no obsta para que, en el interregno de la creación de ese ente, las autoridades 
establezcan un estricto esquema regulatorio –glocal- que garantice que los agentes económicos 
relacionados con la exploración/explotación de recursos naturales no renovables mitiguen los 
                                               
 
48 Justicia ambiental como un tipo de justicia compleja. 
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riesgos y, en todos los casos reparen los daños causados. Por otro lado, el esquema también debe 
garantizar una política económico/político equidistributiva de la renta obtenida por la explotación 
de los recursos naturales, concluyendo que: 
 
De manera complementaria se ha de avanzar en la implantación de un estricto esquema 
institucional, jurisprudencial, regulatorio, ambiental, laboral, territorial, tributario y 
fiscalizador, bajo una perspectiva integral e intertemporal y contando con criterios 
técnicos/científicos para la evaluación de beneficios/costos sociales, económicos y 
ambientales, con miras a avanzar hacia el desenvolvimiento de una minería necesaria bajo 
la visión de desarrollo integral. (Contraloría General de la República, 2013, p.20) 
(CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, 2013, pág. 20) 
 
Estos pues son los aportes a la justicia ambiental desde nuestra latitud, que nos permiten 
además de un reconocimiento de categorías similares con las empleadas a lo largo y ancho de la 
tierra, en cuanto a justicia ambiental, una aproximación a los problemas locales que facilitan la 
comprensión de los mismos y el camino por recorrer para llegar a una solución o remedio de la 
mejor manera, desde los cuales se plantea la necesidad de un Estado ambiental de derecho. 
 
 Frente a tales elementos, es preciso detenerse en los aportes realizados por la Corte 
Constitucional en relación con la Justicia Ambiental, para cuyo entendimiento a profundidad, a 
continuación, se analizarán las sentencias T-294 de 2014 y C-389-16, por medio de las cuales la 
Corte se ocupa de manera precisa este tipo de justicia, de la siguiente manera:  
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 En primer lugar, sobre la justicia distributiva se comprende que es aquella que aboga por 
el reparto equitativo de las cargas y beneficios ambientales entre los sujetos de una comunidad, ya 
sea nacional o internacional, al eliminar aquellos factores de discriminación fundados ya sea en la 
raza, en el género, en el origen étnico (injusticias de reconocimiento), en la condición 
socioeconómica o en la pertenencia a países del Norte o del Sur global (injusticias de 
redistribución). Esta exigencia fundamenta (i) un principio de equidad ambiental prima facie, 
conforme al cual todo reparto inequitativo de tales bienes y cargas en el diseño, implementación y 
aplicación de una política ambiental o en la realización de un programa, obra o actividad que 
comporte impactos ambientales, debe ser justificado, correspondiendo la carga de la prueba a 
quien defiende el establecimiento de un trato desigual. Asimismo, de este primer componente se 
deriva (ii) un principio de efectiva retribución y compensación para aquellos individuos o grupos 
de población a los que les corresponde asumir las cargas o pasivos ambientales asociados a la 
ejecución de un proyecto, obra o actividad que resulta necesaria desde la perspectiva del interés 
general.  
 
 Tales afirmaciones parten de los postulados constitucionales de asegurar la vigencia de 
un orden justo (art. 2 CP), el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano (artículo 
79 CP), “disposición que, interpretada a la luz del principio de igualdad establecido en el artículo 
13, fundamenta un derecho fundamental de acceso equitativo a los bienes ambientales y un reparto 
igualmente equitativo de las cargas contaminantes, al igual que un mandato de especial protección 
para los grupos sociales discriminados o marginados” los principios de solidaridad (art. 1 CP), 
igualdad (art. 13 CP) y responsabilidad patrimonial por daño antijurídico (art. 90 CP) mandatos de 
reparación del daño ambiental (art. 80 CP) y de procurar “la distribución equitativa de las 
oportunidades y de los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano” (art. 334 
CP) 




 En relación con la justicia participativa indicó que se trata de un reclamo de 
participación significativa de los ciudadanos, en particular de quienes resultarán efectiva o 
potencialmente afectados por la ejecución de determinada actividad. Esta dimensión comporta la 
apertura de espacios en donde los afectados puedan participar en la toma de decisiones relativas a 
la realización del proyecto, la evaluación de sus impactos, permitiendo que al lado del 
conocimiento técnico experto que suele ser el único tenido en cuenta para orientar la toma de 
decisiones en materia ambiental, también haya un espacio significativo para el conocimiento local, 
que se expresa en la evaluación nativa de los impactos y en la definición de las medidas de 
prevención, mitigación y compensación correspondientes.  
  
 Pero además de su valor intrínseco, la participación también tiene un valor instrumental, 
en tanto medio para prevenir o, en su caso, corregir, el inequitativo reparto de bienes y cargas 
ambientales, así como para promover la formación de una ciudadanía activa e informada, capaz de 
aportar puntos de vista y visiones plurales del desarrollo que, quizás pueden tornar más compleja, 
pero sin duda habrán de enriquecer la toma de decisiones ambientales. 
 
 Esta dimensión de la justicia se funda en los fines esenciales del Estado (art. 2º CP), 
“facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación”, el derecho fundamental a la 
participación (art. 40) Derecho de todas las personas a participar en las decisiones que 
puedan afectar el disfrute de un ambiente sano (art. 79) y, para el caso específico de los  
grupos étnicos, a través del mecanismo de la consulta previa (art. 330).  




La Corte Constitucional en sus sentencias49 desde una ideología de la teoría liberal de 
justicia, retomó gran parte de los elementos que componen las teorías de la justicia ambiental, en 
especial de las dos dimensiones – distributiva y participativa-, y argumentativamente la defendió a 
partir de los elementos normativos que la Constitución otorga, integrando los tratados 
internacionales y otros elementos del llamado soft law que si bien no obligan, si ofrecen elementos 
interpretativos de las normas constitucionales. 
 
Lo anterior representa un avance significativo en términos de la interpretación que del 
concepto de justicia ambiental se hace al interior del sistema jurídico, sin embargo, tal como se 
evidencia de la evolución de tal concepto, el juez constitucional se queda corto al no abordar 
elementos como la globalización de esta justicia, en tanto los daños ambientales y el reparto 
desigual de los bienes ambientales nos afectan como colectividad a todos los seres que habitamos 
el planeta.  
 
Tampoco supera la visión antropocéntrica de la perspectiva de los derechos y por tanto se 
desconoce la biocéntricidad de esta justicia, esto es, falta de reconocimiento de las otras especies 
que habitan el planeta, lo que conlleva a deficiencias en términos de responsabilidad y solidaridad 
con el entorno presente y futuro. Asimismo, evitó efectuar una discusión respecto de la colisión de 
los derechos relacionados con la justicia ambiental y el desarrollo sostenible, tal como se ha venido 
concibiendo desde las teorías económicas principalmente. 
                                               
 
49 Ver anexo 1 Tablas 1 y 2 




Adicionalmente se debe destacar que las sentencias conciben una idea de justicia 
intrageneracional, sin tener en cuenta que también se debería pensar en las generaciones futuras – 
justicia intergeneracional- y si bien incluye y da especial relevancia a la dimensión participativa, 
que de hecho a lo largo de la jurisprudencia constitucional se ha consolidado principalmente a 
través de del derecho a la consulta previa como un derecho fundamental, resta preguntar si las 
decisiones en este aspecto influyen o modelan la realidad del país, esto es si en el plano material 
resultan siendo eficaces o contribuyen con la eficacia meramente simbólica que caracteriza nuestro 
ordenamiento jurídico.  
 
La interpretación de la justicia ambiental efectuada por la Corte resulta progresista, en 
cuanto al reconocimiento de ella en el orden jurídico interno y la creación de reglas particulares en 
casos de minorías como la de los recicladores, lo cual, se reitera, es un avance en términos de la 
posibilidad de corrección ante las injusticias que se presentan en materia ambiental y si bien “las 
decisiones judiciales no pueden garantizar por sí misma la consolidación fáctica de la “justicia 
ambiental”, … sí pueden erigirse en una parte importante y fundamental para la concreción de ese 
objetivo” (ORTEGA GUERRERO, 2015, pág. 74) 
 
 En conclusión, la justicia ambiental se caracteriza por involucrar dos elementos 
primordialmente, el tratamiento justo y la participación, los cuales se traducen en la equidad 
inter/intrageneracional, la aplicación del principio de precaución, antidiscriminación social, y el 
derecho a intervenir en la toma de decisiones ambientales. Los cuales, llevados al control fiscal 
ambiental, implican que, en los procesos de responsabilidad fiscal, y en particular cuando se trata 
de valoración de los daños ambientales se tengan en cuenta las implicaciones de ellos para las 
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generaciones actuales, pero también respecto de las futuras, que se propenda por promover un 
acceso equitativo a la ecosfera pero también impartir un trato equitativo frente a los grupos étnica y 
culturalmente diferenciados. Adicionalmente, que en la toma de decisiones se involucre a los 
grupos o comunidades afectadas, en particular cuando se adelanten juicios de responsabilidad 
fiscal verbales se permita su participación. 
1.3.2. Luchas populares ambientales y modelo económico. 
 
Los problemas constitucionales también tienen que ver con la relación economía, sociedad 
y naturaleza, que se concreta en el deber de protección de los derechos humanos y del ambiente, el 
desarrollo sostenible, todos previstos constitucionalmente, lo que puede llevar a colisiones y 
consecuencialmente, la necesidad de su ponderación al resolver casos específicos. En este aspecto, 
se resalta el reconocimiento, por parte de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, del 
principio de precaución como un principio jurídico vinculante, que propende prioritariamente por 
el ambiente en aquellos casos de duda de los resultados en la explotación de los recursos – in dubio 
pro ambiente-, y el reconocimiento de ciertos derechos, bajo ciertas circunstancias, para los 
animales. 
 
En adición a lo antes señalado, hay conflictos entre la naturaleza y la concepción del buen 
vivir, lo que significa el desarrollo en términos culturales, es decir, la cosmovisión, aspectos que 
pueden llegar a entrar en pugna, convirtiéndose en casos difíciles, en tanto no existen elementos 
que hagan prevalecer un cierto tipo de entendimiento cultural y socioeconómico sobre otro. A lo 
que se suma el tema del ordenamiento territorial y las autonomías locales, que también y no en 
pocas ocasiones han entrado en conflicto, más aún cuando se ha tratado de la disposición de los 
bienes ambientales, el derecho a la consulta previa como un mecanismo de participación por los 
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directamente afectados y el poder del Estado respecto de la “dinamización” de la economía basada 
en el extractivismo. 
 
En este marco de conflictividad ambiental, se han de destacar dos corrientes del 
pensamiento que ahondan en ella y buscan alternativas en pro de la defensa y conservación 
ambiental, se trata pues, de la ecología popular y del ecofeminismo. 
 
El “Ecologismo de los pobres” o ecología popular tiene como finalidad hacer evidente, 
superando la teoría meramente ecologista, las luchas populares que se vienen dando en torno a la 
protección del ambiente y la naturaleza; es decir, aquellas respuestas que ciertas comunidades han 
ofrecido a situaciones concretas de conflictividad ambiental intrageneracional. De manera 
particular, este movimiento se ha preocupado por ahondar en las relaciones desiguales del Norte-
Sur global, en tanto el norte se distingue por los exoconsumos y el sur por soportar los mayores 
daños ambientales. Asimismo, el “Ecologismo de los pobres” se ha preocupado por las luchas de 
las comunidades minoritarias que han logrado la reivindicación de sus derechos a través de luchas 
populares. 
 
Por su parte, el ecofeminismo50 parte de la concepción de la mujer como guardiana de la 
biodiversidad, quien a través de su conocimiento han permitido un equilibrio ambiental 
determinante para la humanidad, pero a su vez es quien ha sufrido con mayor severidad los daños 
ambientales. Así, esta perspectiva feminista “tiene la capacidad de trascender las categorías del 
                                               
 
50 La primera conferencia ecofeminista tuvo lugar en marzo de 1980 “Mujeres y vida en la Tierra” 
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patriarcado que estructuran el poder y el significado en la naturaleza y en la sociedad. Es una 
perspectiva más amplia y más profunda porque sitúa la producción y el consumo en el contexto de 
la regeneración del mundo” (SHIVA, 2014, pág. 90) 
 
Estas dos corrientes del ecologismo dan cuenta de movimientos de minorías desde los 
cuales se han logrado, a partir de la construcción de saberes que propenden por el cuidado, 
protección y conservación del ambiente, además de dar debates ambientales importantes, con 
consecuencias no solo en el plano material sino en el de las políticas públicas y las decisiones 
judiciales con incidencia en materia ambiental.  
 
En materia regional, la Corte Interamericana de derechos Humanos ha salvaguardado esas 
luchas ambientales populares, al pronunciarse en casos de minería, particularmente, en casos como 
los del 
 Pueblo Saramaka vs. Surinam51 y del Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador52, 
en virtud de los cuales se declaró la responsabilidad de cada Estado por las violaciones de 
derechos humanos derivadas de la entrega de concesiones madereras, mineras y petroleras 
para la exploración y extracción de recursos naturales sin agotar los respectivos procesos 
de consulta previa, se suman las decisiones que, en octubre y noviembre de 2015, 
declararon la responsabilidad de Honduras y, de nuevo, de Surinam, en la infracción de los 
derechos a la propiedad colectiva y a la identidad cultural de la comunidad Garífuna de 
                                               
 
51 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 28 de noviembre de 2007. 
52 Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia del 27 de junio 
de 2012. 
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Punta Piedra53 y de los pueblos indígenas Kaliña y Lokono54, a propósito del otorgamiento 
inconsulto de concesiones para la ejecución de proyectos mineros en sus territorios. (Corte 
Constitucional, SU-133-17, 2017) 
 
En el plano nacional, contamos con varios ejemplos de tales movilizaciones populares, como 
las manifestaciones pro agua que se han dado en Armenia, Ibagué y Florencia, o los movimientos 
que han logrado frenar la minería en sus territorios como el caso de Piedras, Quinchía, Cajamarca, 
y a lo largo del país defensores afro, mujeres o indígenas que han contribuido con la denominada 
sostenibilidad55. 
 
Los cambios que se han dado desde tales movimientos llevan a pensar en que es necesario 
modificar la forma en la que interactuamos y nos servimos de la naturaleza, para trascender a un 
estado en la que veamos como sujeto de derechos y no solo como un bien mercadeable, así como 
lo ha señalado (LEFF, 2013) la necesidad de pensar y construir una nueva racionalidad productiva 
sustentada en los principios de la entropía y la complejidad ambiental, integrando las formaciones 
ideológicas, la producción científica, los saberes personales y colectivos, las significaciones 
culturales y las condiciones “reales” de la sustentabilidad ecológica”  
                                               
 
53 Corte IDH. Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 8 de octubre de 2015 
54 Corte IDH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 25 de 
noviembre de 2015. 
55 Sostenibilidad en los términos referidos por el profesor Bernd Marquardt: la idea básica es que una sociedad no debe 
usar más recursos de los que renueva, para que la siguiente generación pueda tener las mismas oportunidades de 
acceso a dichos recursos. El límite de estos últimos para el desarrollo de actividades de las sociedades y de sus 
economías depende de la capacidad y reproductividad intergeneracional de los ecosistemas. (MARQUARDT, Historia 
de la sostenibilidad. Un concepto medioambiental en la historia de Europa central (1000-2006), 2006, pág. 174) 




Sin embargo, cabe preguntarse cómo dar ese paso a esta ética ambiental pro naturaleza y a 
la vez concebir un modelo económico como el del neoliberalismo colombiano. Para aproximarse a 
tal disyuntiva se partirá del Plan de Desarrollo 2014-2018 (Congreso de la República, 2015)  
 
Según el Plan de Desarrollo, se busca mitigar los altos efectos de la explotación minera, el 
cambio climático ocasionado por calentamiento global e impacto en laderas, la devastación de 
fauna y flora, la intervención de multinacionales en territorios rurales, el deterioro ambiental, la 
poca planificación y administración eficiente de la actividad ambiental, entre otros. Sin embargo, 
como lo analizamos en los riesgos a los que se ha visto y se ve enfrentado el ambiente en el plano 
nacional, se debe indicar que hay una disparidad entre el modelo de desarrollo y la protección al 
ambiente en tanto se ha acrecentado la brecha respecto del uso, aprovechamiento, explotación y 
disfrute del ambiente, castigando duramente a los pobres y minorías del país, y en consecuencia 
yendo en contravía de los postulados constitucionales ambientales y de las dos dimensiones de la 
justicia ambiental pregonadas por la Corte Constitucional, como pasa a verse. 
 
Lo primero que ha de destacarse es que el Plan de Desarrollo establece que para la 
consolidación de los tres Pilares: paz, equidad y educación se incorporará, como una de las 
estrategias transversales, el “crecimiento verde” cuyos objetivos son: Avanzar hacia un 
crecimiento sostenible y bajo carbono, impulsando la trasformación de sectores hacia sendas más 
eficientes y de bajo carbono, y mejorando la gestión sectorial para la disminución de impactos 
ambientales y en la salud asociados al desarrollo económico. Proteger y asegurar el uso 
sostenible del capital natural y mejorar la calidad ambiental, conservando y asegurando el uso 
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sostenible de los bienes ambientales marinos y continentales de la nación, efectuando un 
ordenamiento integral territorial para el desarrollo sostenible, mejorando la calidad ambiental a 
partir del fortalecimiento del desempeño ambiental de los sectores productivos, buscando aumentar 
la competitividad, consolidando un marco de política de cambio climático buscando su integración 
con la planificación ambiental, territorial y sectorial, y fortaleciendo la institucionalidad y 
gobernanza. Lograr un crecimiento resiliente y reducir la vulnerabilidad frente a los riesgos de 
desastres y al cambio climático. Fortaleciendo los procesos de gestión del riesgo: conocimiento, 
reducción y manejo, y reduciendo el riesgo existente. 
 
En otras palabras, el Plan aunque aborda un enfoque ambiental, lo hace desde una teoría 
económica convencional que parte de la necesidad de extraer bienes del ambiente para obtener 
lucro, y la adopción de “un tipo de instituciones regulatorias que en el mediano y largo plazo 
conducirían a la evolución hacia un Estado rentista, y muy probablemente a la creación de las 
condiciones en que se produce el efecto conocido como ‘maldición de los recursos naturales’” 
(ANDRADE, 2015, pág. 137) que se traduce en un modelo de desarrollo hegemónico que 
“promueve la apropiación sin límites de la naturaleza para extraer todo sin control y a la vez acepta 
que se puede devolver ilimitadamente contaminado lo que sea al ambiente” (MESA CUADROS, 
2015, pág. 79) 
 
En este aspecto, la Corte Constitucional, al abordar el modelo extractivista, y pronunciarse 
sobre la tensión entre desarrollo sostenible y ambiente sano ha señalado: 
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La Constitución Política de Colombia, con base en un avanzado y actualizado marco 
normativo en materia ecológica, es armónica con la necesidad mundial de lograr un 
desarrollo sostenible, pues no sólo obliga al Estado a planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales sino que además, al establecer el llamado 
tríptico económico determinó en él una función social, a la que le es inherente una función 
ecológica, encaminada a la primacía del interés general y del bienestar comunitario. Del 
contenido de las disposiciones constitucionales citadas se puede concluir que el 
Constituyente patrocinó la idea de hacer siempre compatibles el desarrollo económico y el 
derecho a un ambiente sano y a un equilibrio ecológico (Corte Constitucional, C-519-94, 
1994) 
 
A pesar de la idea de la coexistencia entre desarrollo económico y sostenibilidad 
ambiental, en el plano material nacional se ha suscitado un sinfín de situaciones en las que son 
excluyentes, como el desplazamiento eminente de indígenas Embera por la explotación de oro a 
manos de la multinacional AngloGold Ashanti, en donde a pesar de la existencia de una 
comunidad ancestral se ha permitido la explotación del mineral con un impacto ambiental 
gigantesco. 
 
Por lo anterior, en particular la Corte Constitucional, se ha visto en la necesidad de 
establecer reglas y subreglas que tienden a balancear los aspectos ambientales con los económicos, 
y ha señalado por ejemplo que en los proyectos extractivistas se debe considerar aspectos como los 
lugares donde se desarrollan las actividades, los métodos y herramientas que se implementarán, en 
contraposición con la obligación de preservar (Corte Constitucional, C-035-16, 2016), con lo cual 
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se ha avanzado en la idea de la primacía de la protección al ambiente sobre el modelo económico 
(Corte Constitucional, C-035-16, 2016)  
 
No obstante, en sentencia de constitucionalidad posterior, la Corte se encargó de hacer 
unas precisiones en torno a la tensión existente entre la no existencia constitucional de un modelo 
puramente conservacionista y el carácter no absoluto del derecho a un ambiente sano, en los 
siguientes términos: 
 
La primera es que, si las tensiones surgen de considerar que el desarrollo puede prescindir 
del ambiente, debe señalarse primero que puede tratarse de un falso conflicto, originado en 
una comprensión inadecuada del desarrollo, como riqueza económica. La generación de 
rentas inmediatas no es desarrollo si lleva inexorablemente a un futuro de escasez o 
agotamiento definitivo de las riquezas naturales, en términos de ecosistemas, biodiversidad 
y servicios ambientales. 
  
La segunda es que, aún dentro de una comprensión adecuada del desarrollo sostenible 
pueden darse tensiones, no ya por una incompatibilidad abstracta entre desarrollo y 
ambiente, sino por la existencia de discusiones científicas acerca del resultado de ciertas 
medidas o por la confluencia de visiones distintas derivadas del pluralismo social y 
jurídico que defiende la Carta. 
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En la solución de la primera tensión es imprescindible recordar el deber que tienen 
todos los operadores jurídicos de aplicar los principios de prevención y, especialmente, el 
de precaución, que opera como una regla de cierre, permitiendo resolver las dudas en pro 
del ambiente. En lo que tiene que ver con la segunda tensión, las respuestas deben 
construirse en el marco de un diálogo intercultural entre iguales, pues las culturas que 
conviven en Colombia son titulares del derecho a un idéntico respeto; y que otorgue a la 
participación un efecto expansivo. Sobre ambos aspectos se volverá en párrafos ulteriores. 
  
Además, es imprescindible recordar que respuestas construidas en torno a una 
prevalencia del interés general no resultan adecuadas para enfrentar estas tensiones. Desde 
ya, recuerda la Corte que un supuesto crecimiento económico vinculado a daños 
ambientales o culturales irreversibles, a la extinción de los recursos y la biodiversidad, o a 
la afectación de ecosistemas estratégicos, no responde al interés general [C-339 de 2002 y 
C-035 de 2016]; que tanto el desarrollo, como el carácter multicultural y pluriétnico del 
Estado son asuntos amparados por la prevalencia del interés general y en cambio, el interés 
privado no tiene esta característica. 
 
En otras palabras, la Corte en sus fallos, ha avanzado significativamente en un intento de 
armonizar el modelo extractivista que soporta, en gran parte, la economía nacional y la necesidad 
de dar aplicación a los derechos, garantías y postulados ambientales constitucionales. Lo anterior 
en tanto que ha reconocido la importancia de la naturaleza como parte integral del desarrollo y 
sostenimiento humano. En tal medida, ha propendido por garantizar su protección, particularmente 
cuando se está frente a un escenario de amenaza potencial o a un daño ocasionado, es por ello que 
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el control fiscal ambiental debe avanzar hacia la aplicación de tales concepciones para poder 
impartir justicia ambiental. 
 
De manera particular, porque es necesario incluir en el control fiscal ambiental elementos 
que permitan luchar contra la discriminación ambiental o permitir en los procesos fiscales la 
participación de los interesados para la toma de decisiones, para lo cual es necesario reformular 
nociones tradicionales de la gestión fiscal y de la responsabilidad fiscal, en tanto se deben 
identificar aspectos que van más allá de la triada de la responsabilidad explicada al principio del 
documento, para ahondar en perspectivas socio-culturales en las que tiene incidencia los daños 
fiscales ambientales, y en tal medida buscar con el proceso fiscal la apropiación de los conceptos 
de justicia ambiental y, adicionalmente, la reparación integral del daño ambiental, esto es, la 
denominada in natura pero también económica, cuando a ello haya lugar para lograr distribución 




Capítulo 3. ESTRUCTURACIÓN DE UN NUEVO 
CONTROL FISCAL AMBIENTAL 
Lineamientos para la conceptualización y fundamentación de un 
nuevo control fiscal ambiental desde la perspectiva de los 
derechos ambientales, el Estado de derecho ambiental y la 
justicia ambiental 
  
Este último capítulo recoge toda la conceptualización y análisis efectuados en los capítulos 
anteriores para establecer los lineamientos de lo que debe ser un control fiscal ambiental desde la 
perspectiva de los derechos ambientales, el Estado de derecho ambiental y la justicia ambiental. 
Para ello, se comienza con una comparación con los tribunales chilenos, la OEFA peruana y los 
tribunales de cuentas, para concluir que en efecto Colombia requiere un Tribunal Ambiental de 
Cuentas, cuya control fiscal ambiental se funde en los principios que orientan las nuevas 
perspectivas de los derechos ambientales. A partir de ello se contribuya a hacer justicia ambiental, 
en particular en el marco del posconflicto por el que atraviesa el país hoy por hoy.  
1.1. ¿Necesita Colombia un tribunal ambiental? Análisis a partir de los 
Modelos Chileno, Peruano y la referencia a los tribunales de cuentas 
 
“entre los grandes retos que ha de afrontar hoy el capitalismo en el mundo moderno se 
encuentran las cuestiones de la desigualdad (sobre todo la cuestión de la miseria absoluta 
en un mundo de prosperidad sin precedentes) y de los «bienes públicos» (es decir, los 
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bienes que comparten los individuos, como el medio ambiente). Para solucionar esos 
problemas será necesario casi con toda seguridad crear instituciones que lleven más allá de 
la economía de mercado capitalista” (Sen, 2010)  
 
El diseño institucional que se ha planteado desde varias latitudes de la tierra para abordar 
el ambiente ha sido muy variado, sin embargo, en un esfuerzo de concreción se puede señalar que 
se distinguen dos grandes grupos: i) con unidad de gestión aquellos basados en una estructura 
jerárquica en el que las competencias se distribuyen entre varias entidades o instituciones, pero con 
un ente que direcciona toda la política ambiental o que cuentan con un solo organismo 
multifuncional; y ii) con desagregación de competencias que son aquellos que tienen las 
competencias distribuidas en diferentes organismos sin que se cuente con una cabeza de sector. 
 
Con el ánimo de evaluar modelos de fiscalización ambiental en América Latina, a 
continuación, se hace un parangón entre el modelo Chileno y el Peruano, para poder caracterizarlo 
y posteriormente valorar los aportes de cada uno. 
1.1.1. Modelo Chileno 
 
En Chile convergen diferentes autoridades con funciones ambientales que se encuentran 
dirigidas por el Ministerio del Medio Ambiente que tiene como función principal la de definir 
políticas y realizar el diseño de la regulación ambiental. Asimismo, en el año 2010 se creó el 
Sistema de Evaluación Ambiental y una Superintendencia del Medio Ambiente cuya finalidad es la 
de mejorar la gestión de fiscalización ambiental impartiendo directrices técnicas, unificando 
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criterios de aplicación de normas ambientales, dictando medidas urgentes y transitorias para evitar 
daños ambientales, y adelantar procesos sancionatorios. 
 
De manera particular la Superintendencia tiene a su cargo el establecimiento de los 
programas de fiscalización ambiental, que se proponen efectuar los análisis e inspecciones 
ambientales, a partir de los cuales impone las multas e incentivos por cumplimientos. Es 
importante resaltar que este tipo de fiscalización está definida por los parámetros normativos 
ambientales y no en relación con un contenido particular específico, como en el caso colombiano, 
por lo que a pesar de denominarse de la misma manera -fiscalización- su finalidad, procedimientos 
y sanciones distan en gran medida, en tanto que la chilena se centra en evaluar los instrumentos de 
gestión ambiental. 
 
En tal sentido, también resulta relevante señalar que a pesar de la existencia de una 
Contraloría General de la República en Chile, sus funciones se centran en aspectos meramente de 
gasto fiscal, en tanto realiza el control de juridicidad de los actos de la administración, realiza 
auditorias y juzga las cuentas que involucran recursos públicos, y solamente a través de la Unidad 
de Auditorías de Medio Ambiente realiza diagnóstico de las entidades en materia ambiental, con el 
objetivo de analizar y verificar el cumplimiento de sus funciones mediante la revisión de los 
programas y subprogramas de fiscalización ambiental, metodología de planificación y/o 
priorización, y los resultados de la fiscalización del año anterior. 
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De manera relevante se debe destacar que a fines de 2012, entraron en vigencia los 
Tribunales Ambientales56, como instituciones independientes y expertas en materia ambiental que 
tienen a cargo analizar y dictar sentencia asuntos contenciosos administrativos relacionados con 
hechos que tengan un impacto negativo en el ambiente. Adicionalmente, ejercen como órgano de 
cierre en los conflictos ambientales a través de los procesos por demandas de reparación por daño 
ambiental57, y a quienes acuden también para la discusión en la vía contenciosa de los actos 
sancionatorios.  
 
Esta figura crea una jurisdicción especializada que permite sentar jurisprudencia que da 
consistencia a las decisiones ambientales y propende por el acceso a la tutela de los derechos 
ambientales; además conserva unas competencias de control previo respecto a ciertas actuaciones, 
como la de autorización de algunas medidas provisionales. Así mismo, estos tribunales están 
encargados de la reparación a los daños ambientales a través de un proceso, que se caracteriza por 
la correspondiente demanda de quien se sienta afectado con el daño ambiental, buscando resarcir el 
daño ocasionado, especialmente in natura58. 
 
                                               
 
56 El Tribunal Ambiental de Santiago dictó la primera sentencia por demanda de daño ambiental en 2014, la 
decisión sentenció que el demandado debe restaurar el medio ambiente a su estado original, lo que se 
traduce en restablecer todos los componentes medioambientales afectados señalados en la sentencia, en 
particular, la dinámica hidráulica del cauce del río Duqueco hasta el trazado y profundidades que tenía 
antes de la extracción de áridos, y restablecer el hábitat de las especies de fauna íctica amenazada. 
(SEGUNDO TRIBUNAL ADMINISTRATIVO, 2014) 
57 La finalidad de la acción es, de acuerdo con la Ley 19.300 art. 2. Literal s, reponer al medio ambiente o 
uno o más de sus componentes a una calidad similar a la que tenía con anterioridad al daño causado o, en 
su caso de no ser ello posible, restablecer sus propiedades básicas. 
58 El artículo 2 letra s de la Ley 19.300 lo define como la acción de reponer el medio ambiente o uno o más 
de sus componentes a una calidad similar a la que tenía con anterioridad al daño causado o, en su caso de 
no ser ello posible, restablecer sus propiedades básicas. 
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Finalmente, en el año 2014 se creó la Red Nacional de Fiscalización Ambiental- RENFA- 
con la finalidad de compartir metodologías, procedimientos y protocolos de fiscalización 
ambiental, RED ésa con la cual se completa el Sistema institucional ambiental chileno. 
 
Como se puede observar, el modelo chileno comprende un entramado de instituciones que 
cumplen con el papel de llevar a cabo la fiscalidad ambiental de manera integral, incluyendo la 
jurisdicción que opera tanto para resolver aspectos administrativos como aquellos ligados a la 
reparación por daños ambientales, sin embargo en la institucionalidad ambiental colombiana no 
encuentra un equivalente, en tanto que si bien existen todas las entidades que comprenden el SINA, 
no existe una jurisdicción ambiental especializada, y a pesar de la correspondencia de funciones 
patrimoniales de las Contralorías el control fiscal ambiental ejercido por ambas instituciones no 
busca la misma finalidad. 
1.1.2. Modelo Peruano 
 
En el caso Peruano existe el Ministerio del Ambiente (MINAM), que es el ente rector del 
sector ambiental nacional, cuyo objetivo es planificar, promover, coordinar, normar, sancionar y 
supervisar las acciones orientadas a la protección ambiental y contribuir a la conservación del 
patrimonio natural. El Ministerio es el encargado de la administración del Sistema Nacional de 
Información Ambiental - SINIA, que es un sistema que permite la sistematización, acceso y 
distribución de la información ambiental, así como el uso e intercambio de esta siendo soporte de 
los procesos de toma de decisiones y de la gestión ambiental 
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La fiscalización ambiental se realiza a través de entidades de fiscalización ambiental 
(EFA), que son de rango Nacional, Regional y Local. Por su parte, a través del Sistema Nacional 
de Evaluación y Fiscalización Ambiental (SINEFA) a través del cual se busca articular las 
funciones de fiscalización ambiental a nivel nacional, regional y local. 
 
En el 2008 se crea el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental –OEFA_, como 
un organismo público técnico especializado, adscrito al Ministerio del Ambiente, encargado de la 
fiscalización ambiental59 y de asegurar el adecuado equilibrio entre la inversión privada en 
actividades económicas y la protección ambiental, adicionalmente es el ente Rector del Sistema 
Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental (SINEFA) y su quehacer fiscalizador se resume 
en funciones de evaluación, supervisión directa a los sectores de minería, pesquería, energía e 
industria, imposición de sanciones por infracciones administrativas derivadas de la fiscalización 
ambiental o del seguimiento a las denuncias realizadas a través del Servicio de Información 
Nacional de Denuncias Ambientales (SINADA)60, incluyendo medidas cautelares e incentivos por 
buenas prácticas ambientales. 
 
De las múltiples taras de la OEFA se debe destacar lo siguiente:  
 
                                               
 
59 Para la OEFA la fiscalización ambiental es un macroproceso que comprende las acciones de evaluación de la calidad 
ambiental, la supervisión de las obligaciones ambientales de los administrados y la tramitación de los respectivos 
procedimientos sancionadores. Además, comprende el otorgamiento de incentivos por las buenas prácticas ambientales 
implementadas por las empresas. 
60 Mecanismo de participación ciudadana por excelencia en materia de denuncias ambientales 
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i) La transparencia y participación ciudadana, emitiendo informes de acceso al 
público, incentivando a la ciudadanía a su participación en los procedimientos 
sancionatorios y en la formulación de normas, además de recibir y tramitar las denuncias 
ciudadanas a través del SINADA,  
ii) La razonabilidad, gradualidad, proporcionalidad y predictibilidad en el ejercicio de 
la potestad sancionatoria, basado en los principios de legalidad, tipicidad, razonabilidad, 
proporcionalidad, gradualidad y no confiscatoriedad, siendo el ejercicio de la potestad 
sancionatoria la última opción después de buscar la remediación ambiental. 
iii) Promoción de la subsanación voluntaria de las infracciones, y la remediación 
ambiental. Para ello se han establecido tres tipos de hallazgos: 1. Hallazgos Críticos: 
Relacionados con un daño real a la vida o la salud de las personas, desarrollo de 
actividades sin contar con un instrumento de gestión ambiental o en zonas prohibidas y la 
reincidencia. 2: Hallazgos significativos: Relacionados con un daño potencial a la vida o 
salud de las personas y un daño real a la flora y fauna. 3. Hallazgos moderados: 
Relacionados con un daño potencial a la flora y fauna, o incumplimientos de menor 
trascendencia.  
iv) Incentivos a las buenas prácticas ambientales y al sobrecumplimiento, para el cual 
se lleva un registro y se otorgan incentivos honoríficos e incluso económicos. 
v) Gestión institucional eficiente. Sobre este aspecto ha de señalarse que en Perú 
también existe una Contraloría General de la República, sin embargo su competencia en 
materia ambiental se restringe a efectuar las acciones de control ambiental y sobre los 
recursos naturales, así como sobre los bienes que constituyen el Patrimonio Cultural de la 
Nación, informando semestralmente sobre el resultado de las mismas y sobre los procesos 
administrativos y judiciales, si los hubiere, a las comisiones competentes del Congreso de 
la República (Congreso de la República Peruano, 2006) 




Por su parte, el Reglamento de Supervisión Directa del OEFA prevé un procedimiento que 
incluye las siguientes etapas: Etapa preparatoria, en la que se identifican las obligaciones 
ambientales fiscalizables del administrado. Etapa de ejecución, que consiste en verificar el 
cumplimiento de tales obligaciones. Etapa de resultados, que es el informe preliminar en el que se 
describen los resultados y hallazgos.  
 
Modelo éste que resulta muy similar al colombiano en tanto, como lo describe la Guía de 
Auditoría de la Contraloría General de la República todas las auditorías tienen fases de planeación, 
ejecución e informe de auditoría, en el que se plasman los resultados, incluyendo los 
correspondientes hallazgos, a partir de los cuales se efectúa el plan de mejoramiento. 
 
Finalmente, resulta relevante hacer referencia a los tribunales de cuentas a la manera de la 
Corte dei Conti italiana, el tribunal de cuentas francés o español, que se caracterizan grosso modo 
por ser organismos autónomos que ejercen el control financiero de quienes manejan dineros, 
bienes o recursos del Estado y a su vez actúan como consejeros, y finalmente, como tribunal ante 
el que se ventilan juicios de responsabilidad administrativa. Vale la pena destacar en este aspecto, 
los aportes de la Corte dei Conti Italiana en tanto ha considerado el daño ambiental como una 
modalidad del daño contra el erario público (GUAYACÁN ORTIZ, 2007, pág. 261), cuya 
reparación se busca a través de los procesos que se adelantan ante los tribunales. 
1.1.3. Propuesta del Tribunal Ambiental Colombiano 
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Una vez contextualizados los modelos de fiscalización ambiental en Chile y Perú ha de 
resaltarse que si bien se trata de fiscalizaciones en materia ambiental, no se refieren 
exclusivamente a los aspectos patrimoniales a los que se ve limitado el ejercicio del control fiscal 
colombiano, es decir, el alcance de este tipo de facultades fiscalizadoras comprende diversos 
aspectos técnico-ambientales que buscan el cumplimiento de las normas ambientales y no solo la 
responsabilidad a partir del daño patrimonial ambiental. 
 
A diferencia del modelo de control fiscal colombiano, los modelos de fiscalización peruana 
y chilena contemplan aspectos no solamente referidos al levantamiento de hallazgos por daños 
ambientales, sino toda una gestión ambiental integral que reconoce y sanciona los daños pero que 
también incentiva las buenas prácticas, es decir, se erige en un control y vigilancia integro de la 
gestión ambiental, al que hemos denominado fiscalidad ambiental. 
 
Ahora bien, debido a la ineficacia del modelo de Control Fiscal Ambiental colombiano en 
tanto, como se detalló anteriormente, no ha efectuado una labor que conlleve a la mitigación de los 
daños ambientales habida cuenta la multicausalidad asociada a los problemas ambientales, que van 
desde lo que se entiende por su objeto de protección hasta los recursos con los que cuenta la 
Contraloría para ejercer tal labor, de los modelos Chileno; peruano y los Tribunales de cuentas se 
deben rescatar procedimientos e instituciones que hasta tanto no se llegue al Estado ambiental de 
derecho en Colombia , servirán de medidas pragmáticas para la protección al patrimonio 
ambiental. 
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Es por ello que a partir de los elementos del control fiscal tradicional junto con la 
caracterización que se ha hecho de la justicia ambiental, la idea de derechos y obligaciones 
ambientales inter e intrageneracionales, intra y extraterritoriales y la caracterización de los modelos 
de control fiscal ambiental peruano y chileno se propone para Colombia, la adopción de un 
Tribunal Ambiental que sea creado a modo de los tribunales de cuentas61, esto es, a manera de 
institución imparcial e independiente a la que se llevan las discusiones de control fiscal 
ambientales. 
 
Así, se propone un Tribunal Ambiental que sea un órgano de cierre de los conflictos 
fiscales ambientales, y que como en el caso de los tribunales chilenos, adelante procesos 
originados en el control fiscal ambiental de acuerdo con los hallazgos que para tal efecto sean 
llevados a su conocimiento. 
 
Con la creación de este Tribunal para Colombia se busca crear una jurisdicción 
especializada en temas fiscales ambientales, que tenga la capacidad suficiente para dirimir 
conflictos y daños fiscales ambientales, desde la perspectiva que se planteó de patrimonio 
ambiental, esto es, un tipo de patrimonio susceptible de protección a través del ejercicio de la 
acción fiscal, que implica aspectos eminentemente técnicos como aquellos que propenden por la 
protección de minorías o el ambiente en general, en términos de justicia ambiental. Para lo cual 
deberá contar con las herramientas con las que hoy se ejerce el control fiscal ambiental, es decir, la 
                                               
 
61 “En muchos países existe un control jurisdiccional de la ejecución del presupuesto, confiado a un tribunal 
especial, que generalmente se denomina Tribunal de Cuentas o Cámara de Cuentas. De esta forma se ha 
querido confiar a un órgano independiente e imparcial la misión de controlar las contabilidades públicas” 
(DUVERGER, 1968, pág. 326) 
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etapa previa de auditoría pero también con la fase el proceso de responsabilidad fiscal y de manera 
necesaria, con una competencia para ejercer control previo para impartir medidas cautelares para 
prevenir o mitigar daños ambientales, como por ejemplo para aplicar el principio de precaución o 
la moratoria con la que se pretende abrir la participación de las comunidades antes, durante y 
después de la implementación de la toma de decisiones que afecten el ambiente, en particular 
cuando se trata de desarrollar proyectos extractivistas.  
 
Particularmente sobre los elementos de responsabilidad fiscal, se deberán tener en cuenta 
la posibilidad de investigar e imponer responsabilidad respecto de los daños que de acuerdo con la 
evidencia científica, sean ciertos y futuros, en cuanto al nexo causal se podrá pasar a un sistema de 
carga dinámica de la prueba, según el cual a quien se le está atribuyendo el daño sea el que deba 
probar que con su quehacer no está causando afectaciones, así la prueba del nexo causal puede 
hacerse mediante prueba indirecta o indiciaria. Es posible dar por probado el nexo no con grado de 
certeza o exactitud sino con un grado suficiente de probabilidad (Mena, 2014) 
 
Con ello, se busca que el control fiscal ambiental sea eficiente, y se centren en una sola 
institución los debates fiscales ambientales, logrando coherencia en las decisiones, y mayor 
estabilidad de las políticas ambientales a mediano y largo plazo, en tanto su desarrollo se daría de 
manera integral y no sectorizado como funciona hoy por las distintas competencias otorgadas a 
todas las contralorías del país; no obstante lo cual, es imperioso que el Tribunal Ambiental cuente 
desde su creación de un recurso humano altamente calificado, y que se le dote de importantes 
recursos económicos y técnicos que le permitan ejercer su labor de manera integral e 
independiente.  




En suma, la propuesta que se efectúa en el presente documento, se concreta con la creación 
de un Tribunal Ambiental Colombiano -TAC- que ejerza el control fiscal ambiental, pero que en 
general dirima los conflictos que surjan por el constante uso, administración, expropiación y 
degradación del ambiente y la naturaleza, entendidos como patrimonio común, cuya naturaleza 
debe ser jurisdiccional y contar con plena autonomía administrativa, técnica y financiera, cuyo 
cometido principal se oriente a impartir justicia ambiental, sustentado en los derechos de todos y 
todas, incluida la naturaleza, de las generaciones presentes y futuras, y de la necesidad de buen uso 
y cuidado para supervivencia de toda la biosfera, fundado en los principios que en el siguiente 
aparte se expondrán. 
 
En palabras de la Contralora Delegada para Medio Ambiente se propone un tribunal de 
cuentas desconcentrado que se encargue, como en el sistema penal acusatorio, de adelantar los 
juicios fiscales, y que la contraloría se dedique a auditar a las entidades que manejen recursos y 
documentos públicos (Contralora Delegada para el Medio Ambiente, 2015), sin embargo mientras 
llega ese ajuste institucional, ético-ambiental, se debe hacer un llamado a la labor de la Contraloría 
General de la República en tanto que, como garante de la naturaleza, debería tener un papel más 
protagónico y a través de las herramientas legales con las que cuenta, en particular del juicio de 
responsabilidad fiscal, a través del cual busque la reparación a los daños ambientales que se causan 
a diario en el país, en particular adoptando principios del estado ambiental de derecho y de justicia 
ambiental que a continuación se presentan. 
1.2. Reformulación de los Principios orientadores del Control fiscal 
ambiental. 
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En el entendido en que se requieren retomar las ideas de derechos colectivos y ambientales 
para reivindicarlos y darles un lugar que anteceda al estado de derecho ambiental, se requiere de la 
reformulación de los principios a partir de los cuales las autoridades autorizan, valoran y conciben 
la naturaleza y el ambiente y de manera especial cómo el Tribunal Ambiental Colombiano –TAC- 
puede, a partir de ellos, dirimir las disputas ambientales que se sometan a su conocimiento, en 
particular porque “los principios ambientales como criterios políticos de fines mayores contribuyen 
a precisar los límites centrales a las conductas humanas en su relación con el ambiente y sus 
elementos y con otros seres humanos”. (Mesa, 2010) 
 
A continuación, se listan los valores ético-político-ambientales en los que se debe fundar el 
control fiscal ambiental que se propone, a través del TAC: 
 
Principio de realidad Según este principio se debe atender a las circunstancias específicas 
de cada ecosistema para lograr su correcta protección, sin perder de vista que la naturaleza es una 
red interrelacionada de sistemas naturales, por tanto, se requiere de una visión holística de esa 
realidad. 
 
Principio de globalidad e interdependencia Como se señaló anteriormente, se debe tener 
en cuenta la interconexión entre los sistemas y en general la biosfera, y su carácter global 
 
Principio de solidaridad: Este concepto trae consigo la idea de la ciudadanía y 
democracia ambientales a nivel global, y con ella la necesidad de actuar de manera solidaria con 
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las generaciones presentes y futuras, de todas partes del globo, y no solo con las humanas sino con 
las otras especies. Al seguir el pensamiento de Riechmann (2003), la justicia ecológica nos exige 
liberar espacio ambiental de manera que no anulemos las opciones vitales de las generaciones 
venideras a los pueblos empobrecidos y a los otros seres vivos con quienes compartimos la 
biosfera. 
 
Principio de justicia ambiental: Este principio comporta varios elementos: iguales 
porciones de espacio ambiental para todos y cada uno de los seres humanos (RIECHMANN J. , 
2003)(dimensión espacial -justicia mundial), justicia intergeneracional (dimensión temporal) y 
solidaridad diacrónica (dimensión espacial) El 50 % del espacio ambiental disponible para la 
humanidad, el otro 50 % para los seres vivos no humanos.  
Así, se ha planteado la necesidad de exigir un «nuevo contrato social» que fuese un contrato 
natural. (Riechmann, 2003)  
 
Principio de factibilidad: Se requiere hacer efectivos en la práctica los derechos y deberes 
ambientales, es decir, no solo se necesita una regulación jurídica integral nacional e internacional, 
que propenda por la protección de la biosfera, sino que en el plano material ello tenga ocurrencia, a 
través de la aplicación de los postulados de la Justicia Ambiental. 
 
Principio de responsabilidad: En materia ambiental, la responsabilidad es compartida por 
todos los seres que habitamos el planeta. Sin embargo, resulta diferenciada en razón a la conducta 
de cada actor (estado, particulares, empresas), ahora bien, la responsabilidad estatal y la de sus 
diferentes autoridades, en razón a los cánones constitucionales, reviste mayor relevancia, en tanto 
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es el primer llamado a responder por la protección del ambiente. Adicionalmente, es necesario 
indicar que este principio se relaciona estrechamente con el de introducción de la variable 
ambiental en la toma de decisiones, que tiene que ver con la planeación ambiental del desarrollo, y 
el de participación real, efectiva y decisoria en la toma de decisiones en materia ambiental y 
finalmente con las responsabilidades compartidas pero diferenciadas entre los diferentes actores, 
que en suma somos todos, respecto del cuidado y la protección al ambiente. Aquí se aborda así 
mismo el principio de la cuna a la tumba, según el cual todos somos responsables de lo que se 
incorpora al ambiente hasta que se dejan de ocasionar los efectos negativos al mismo. 
 
Principio de incorporación de la dimensión ambiental en la toma de decisiones: Desde 
las etapas previas de los procesos decisorios hasta aquellas etapas en las que se requiere de reparar 
los daños ocasionados al ambiente se requiere incorporar una dimensión ambiental. 
Constitucionalmente en Colombia se encuentra previsto este principio y solo a partir de, 
primordialmente, fallos jurisprudenciales, ha tomado relevancia, en tanto se ha ordenado la 
consulta de las comunidades para la toma de las decisiones que puedan tener efectos 
ambientalmente negativos, como en el caso del Municipio de Piedras o la Consulta Popular de 
Ibagué o Cajamarca. 
 
Principio de transpersonalización: Según este principio no solo los humanos son sujeto 
de derechos, sino que las demás especies y la biosfera, en general, lo son. 
 
Principio de Prevención: Diligencia en el cuidado de los bienes naturales 
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Principio de Precaución: Este principio implica que cuando haya peligro de daño grave o 
irreversible, la falta de certeza absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción 
de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del ambiente. En tal 
sentido, la carga de la prueba al momento de proponer una actividad de explotación de recursos 
naturales, le corresponde a quien la propone, esto es, presentando el correspondiente estudio de 
impacto ambiental, y no al que se vea afectado potencial o fácticamente. Este principio involucra, 
por lo tanto, el de evaluación de los impactos ambientales para la toma de decisiones, que se 
soporten en análisis científicos y tecnológicos. 
Para Riechmann (1995) este principio comporta una serie de elementos:  
 
 Una obligación general de actuar de modo precautorio ante una situación de 
incertidumbre. 
 El establecimiento de objetivos para la protección del medio ambiente y la salud 
pública 
 La derivación de la carga de la prueba hacia los iniciadores de actividades 
potencialmente dañinas 
 Instrumentos para la toma de decisiones en condiciones de incertidumbre 
 Métodos orientados hacia la prevención para la puesta en práctica de decisiones 
basadas en la precaución 
 Incentivos económicos para fomentar la precaución 
 Medios para la medición continúa de efectos potencialmente adversos tanto de las 
actividades actuales como de las alternativas 
 Estructuras democráticas para la toma de decisiones. 
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Adicionalmente, frente a ese principio se ha señalado que 
 “... la falta de rigor científico y de recursos técnicos y humanos que padecen nuestras 
instituciones ambientales ha encontrado abrigo en el Principio de Precaución; pero sin 
duda este, como ha ocurrido en otras legislaciones del mundo, debe ser desarrollado a 
partir de criterios que sirvan para la toma de decisiones en pro de la protección del medio 
ambiente y de manera objetiva para todos los usuarios”. (Restrepo, 2013)  
 
Principio de Sostenibilidad: Dejar bueno y suficiente para la generación actual y las 
futuras 
 
Principio de participación: Todo aquel que sienta que alguna decisión u hecho puede 
afectarle sus derechos ambientales podrá participar en las correspondientes discusiones, análisis y 
toma de decisiones. Para que este principio se haga realidad se requiere de la aplicación del 
Principio de publicidad, información y comunicación ambiental, en tanto, la información 
constituye en un elemento necesario para los debates ambientales para construir las mejores 
decisiones ambientales no solo a nivel de las fronteras del estado nación sino a nivel global. Es 
decir, se trata de un verdadero ejercicio de la democracia participativa. 
 
Principio de responsabilidad y equidad inter/trans generacionales: Tanto el Estado 
como sus habitantes tienen el deber de proteger el ambiente y los bienes naturales, no sólo 
pensando en las generaciones actuales sino también en las venideras, en tanto que de no actuar con 
cuidado, prevención y precaución se ponen en riesgo los derechos de las generaciones futuras. 
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En este principio se debe hacer referencia a la teoría del denominado fideicomiso de los recursos, 
según la cual la generación actual tan solo es fiduciaria de los recursos naturales y del ambiente, 
imponiéndosele como deber su cuidado y conservación para que las generaciones futuras tengan la 
posibilidad de su disfrute. 
 
Principio de cooperación Deber de difundir y compartir información no solo la que 
proviene de herramientas tecnológicas, sino aquella que deviene de la sabiduría ancestral, 
costumbres, prácticas culturales y sociales que permiten el uso, preservación, conservación y 
cuidado del ambiente. 
 
Estos son pues, algunos de los principios ambientales sobre los cuales se debe orientar el quehacer 
institucional, de cara a las necesidades ambientales por las que estamos atravesando y como un punto 
de partida para evitar la proliferación de daños ambientales, de manera particular el control fiscal 
deberá hacer un viraje para interiorizar y poner en práctica estos principios que se convierten en la 
columna vertebral de un control fiscal ambiental que corresponda con un modelo de justicia 
ambiental y que hoy no han sido implementados, por lo que el patrimonio ambiental se encuentra en 
constante desprotección, respecto de la cual el siguiente acápite se encargará. 
 
 
1.3. ¿Cómo hacer justicia ambiental en Colombia en un marco de 
posconflicto? El reto del proceso de paz y el control fiscal ambiental 
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Si se hace un análisis del conflicto armado interno se concluirá que en gran parte coincide 
con un conflicto ambiental62 que se dio en sus orígenes por problemas relacionados con la tenencia 
de la tierra, pero que evolucionó y se convirtió en multicausal pero además en relación con el 
ambiente resultó ser paradójico, en tanto que, como se verá más adelante, la naturaleza ha sido su 
víctima, pero también su beneficiaria.  
 
Al observarse los mapas que dan cuenta del conflicto armado se puede concluir que las 
zonas de mayor influencia de los grupos ilegales coinciden con las zonas del país en donde la 
megadiversidad del país aflora con mayor resplandor y por ello ha sido objeto de abuso por su 
contaminación, extracción, uso y deterioro, pero a su vez ha sido objeto de protección. 
 
De acuerdo con lo descrito desde la doctrina, en particular desde los aportes de Rodríguez, 
Rodríguez y Durán (2017) y Morales (2017) la naturaleza en su relación del conflicto armado tiene 
diferentes facetas: 
1.3.1. La naturaleza como causa de conflicto 
 
El conflicto armado interno se ha ocasionado por las grandes inequidades en el reparto de 
la tierra, pero también por inequidad en la distribución de las regalías que se generan con ocasión 
                                               
 
62 “Los impactos ambientales deben ser ubicados en la interpretación de conjunto de lo que ha 
pasado en Colombia dentro de una historia de sesenta años de ciclos de violencias, momentos de 
conflictos armados internos y de situaciones de guerra” (GONZÁLEZ POSSO, 2015, pág. 35) 
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de su explotación. Adicionalmente, el hecho de ser un país con tierras fértiles ha conducido a lo 
que se ha denominado “la maldición de los recursos”, en tanto que al poseer grandes 
almacenamientos de petróleo exista gran interés de la industria extractivista en el territorio. -Del 
mismo modo, que haya y siga existiendo bonanza de recursos como la coca o la marihuana ha 
conllevado a la producción de sustancias ilegales y su tráfico (narcotráfico), principalmente de 
cocaína, que ha traído consigo la contaminación y un daño ecosistémico de fuentes hídricas 
(principalmente) que no está calculado en su real magnitud.  
 
Es así que, desde el conflicto, la naturaleza ha sido el origen de disputas territoriales y de 
explotación y uso de recursos, por lo que se le considera como una de sus causantes. 
1.3.2. La naturaleza como fuente de financiamiento y perpetuación del 
conflicto 
Como fuente de financiación de los grupos ilegales se encuentran problemas como el 
narcotráfico, la minería ilegal, el acaparamiento de tierras, la participación y proliferación de la 
ganadería extensiva. Y la naturaleza como perpetuadora del conflicto en tanto ha permitido la 
clandestinidad de los grupos y les ha propiciado un ambiente adecuado para llevar a cabo sus 
ilícitos como por ejemplo el secuestro. 
 
Así, “El control insurgente sobre extensas porciones del territorio, muchas con inmensas 
riquezas naturales, se convirtió en un botín para extraer rentas de negocios legales e ilegales y a su 
vez alimentar la expansión de estos grupos” (Morales, 2017, p.5)  
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1.3.3. La naturaleza como víctima del Conflicto 
 
En el enfoque del estado ambiental de derecho, y en general desde los tímidos 
acercamientos al reconocimiento de la naturaleza como sujeto de derechos se le puede considerar 
víctima del conflicto armado interno, tanto por los daños directos ocasionados – ecocidios- en tanto 
ha tenido ocurrencia la destrucción del ambiente con fines bélicos, por asentamiento en zonas 
protegidas, deforestación, defaunación, voladura de la estructura petrolera, en particular de 
oleoductos, la extensión de cultivos ilícitos y su correspondiente fumigación, la práctica extendida 
de la minería ilegal, entre muchos otros; y daños indirectos, como los desplazamiento ambientales 
que han conllevado a un desequilibrio entre lo rural y lo urbano, o la erradicación de ciertas zonas 
conocimiento ancestral que permitía la preservación y conservación del ambiente (Rodríguez, 
Rodríguez y Durán, 2017). 
1.3.4. La naturaleza como beneficiaria del Conflicto 
 
Como se señaló al principio, el conflicto también ha sido paradójico en relación con el 
ambiente, por cuanto le ha ocasionado daños pero también lo ha beneficiado, en la medida en que 
la incursión en ciertos territorios se encontraba vedada por la presencia de grupos ilegales y por 
ello se logró un estado de conservación, o como resultado del desplazamiento interno se 
recuperaron ambientalmente ciertos territorios en tanto hubo una disminución de la presión 
ambiental y finalmente por las reglas impuestas por esos actores armados como por ejemplo la 
prohibición de pesca con dinamita o el respeto de las vedas. 
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No obstante, al ser el conflicto multicausal y generar impactos mixtos (dañinos y 
benéficos) sobre el ambiente, habrá que avanzar en una comprensión holística del conflicto para su 
superación.  
 
Desde esta caracterización del conflicto en relación con la naturaleza, es que en los 
Acuerdos logrados entre el gobierno nacional y las FARC, en su preámbulo, se erigió a la 
naturaleza como un eje de vital importancia para obtener una paz estable y duradera : “Atentos a 
que la nueva visión de una Colombia en paz permita alcanzar una sociedad sostenible, unida en la 
diversidad, fundada no solo en el culto de los derechos humanos sino en la tolerancia mutua, en la 
protección del medio ambiente, en el respeto a la naturaleza, sus recursos renovables y no 
renovables y su biodiversidad” (Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera, 2016) 
 
Es pues este, un reconocimiento a que no puede haber paz territorial sin paz ambiental 
(Rodríguez, Rodríguez y Durán, 2017, p.13). Sin embargo, no sólo ese reconocimiento es 
suficiente, se requieren reglas claras de cara al posconflicto y acuerdos que permitan la 
conciliación entre ambiente y economía, territorio, seguridad alimentaria, desarrollo, y 
sostenimiento de las comunidades afectadas por el conflicto. Es por ello que se imponen diversos 
retos que se focalizan en aspectos que se han de abordar necesariamente en la fase del posconflicto, 
o mejor, desde la implementación de los acuerdos logrados. Tales retos están dados por aspectos 
meramente ambientales, lo asociados al territorio, económicos, institucionales y de democracia y 
educación ambiental como pasa a verse: 
 Reto ambiental propiamente.  
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Este primer reto tiene que ver con las necesidades ambientales que resultan evidentes para que 
el país pueda conservar el título de megadiverso, en tal sentido, se debe iniciar por efectuar un 
levantamiento de la información ambiental que dé cuenta del patrimonio ambiental del país. En tal 
sentido, el Acuerdo en el numeral 1.1.10. establece el Cierre de la frontera agrícola y protección de 
zonas de reserva: con el propósito de delimitar la frontera agrícola, proteger las áreas de especial 
interés ambiental y generar para la población que colinda con ellas o las ocupan, alternativas 
equilibradas entre medio ambiente y bienestar y buen vivir, bajo los principios de Participación de 
las comunidades rurales y Desarrollo sostenible  
 
Es decir, se deben desarrollar instrumentos y tecnificar a las entidades para que se efectúe el 
levantamiento natural a partir del cual se puedan diseñar políticas e instrumentos de planeación 
para cumplir con los retos nacionales y compromisos internacionales, como la reducción del 20% 
de las emisiones de gases de efecto invernadero para 2030, en virtud del convenio COP21 de la 
Conferencia de París 2015. O lograr resolver la disparidad que se ha dado entre el uso del suelo y 
su verdadera vocación, es decir delimitar de manera adecuada cada ecosistema para que en ellos se 
dé un aprovechamiento acorde con su sustrato biofísico genuino. 
 
Un sistema nacional de “alertas tempranas ambientales” debería orientar la concreción del 
principio de prevención, precisando claros límites ambientales sobre lo que se puede y no se puede 
hacer, tanto desde el quehacer humano nacional y transnacional en las etapas de conversación y 
negociación del conflicto y en el posconflicto (Mesa, 2015)  
 
 Retos respecto al Uso del territorio 




Desde el uso del territorio, este reto tiene varias implicaciones que van desde el 
reasentamiento de las víctimas, la adjudicación de nuevas tierras, como el establecimiento de las 
zonas de concentración, para lo que se hace necesario, como se dijo anteriormente, se efectúe un 
levantamiento ambiental que permita la delimitación, reclasificación y fortalecimiento de las zonas 
de reserva forestal, y otros territorios ambientalmente relevantes, como parques naturales o 
territorios de comunidades afro o indígenas o zonas de reserva campesina y desde allí plantearse 
cuáles zonas van a ser restituidas o titularizadas, buscando con ello equidad en el acceso a la tierra. 
 
Al respecto, el mencionado numeral 1.1.10 establece que el Gobierno Nacional 
Desarrollará en un plazo no mayor a 2 años un Plan de zonificación ambiental que delimite la 
frontera agrícola y que permita actualizar y de ser necesario ampliar el inventario, y caracterizar el 
uso de las áreas que deben tener un manejo ambiental especial, tales como: zonas de reserva 
forestal, zonas de alta biodiversidad, ecosistemas frágiles y estratégicos, cuencas, páramos y 
humedales y demás fuentes y recursos hídricos, con miras a proteger la biodiversidad y el derecho 
progresivo al agua de la población, propiciando su uso racional.  
 
Es decir, se requiere de un ordenamiento territorial de carácter ambiental que debe tener en 
cuenta las tasas de distribución de tierras, las políticas de manejos de baldíos, las tasas de 
crecimiento vegetativo de los territorios, los flujos migratorios internos y sin lugar a dudas la 
reforma agraria. (JULIO, 2015, pág. 87) para lo cual deberían jugar un papel fundamental los 
Planes de Ordenamiento Territorial (POT) y Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas 
(POMCA), como instrumentos de ordenación multipropósito. 




En suma, se trata de un reto que pretende la coexistencia de la necesaria reforma rural y 
agraria que trae consigo el Acuerdo, y las políticas de uso del suelo, con la restitución y 
titularización de las tierras. 
 
 Retos Económicos 
 
El reto económico que implica el posacuerdo es tal vez uno de los que entraña mayor 
relevancia por el carácter también crematístico del conflicto, por ello se impone en la agenda la 
necesidad de repensar el modelo económico del país para que no se funde en las actividades 
extractivistas y agrícola con monocultivos y ganadería extensiva, en tanto, que de manera 
particular con las actividades extractivistas no son tan claros los beneficios económicos, como sí lo 
son impactos ambientales y los conflictos socioambientales que ellas involucran. 
 
Adicionalmente, y a pesar de la creencia fundada de que con la firma de los acuerdos habrá 
un aumento en el PIB, se deberá pensar en un modelo económico que sea capaz de cumplir con las 
promesas del acuerdo, como por ejemplo la reinserción económica de los combatientes, o asuntos 
como la sustitución de cultivos ilícitos como fuente de financiación. 
 
En tal sentido, el Departamento Nacional de Planeación (Departamento Nacional de 
Planeación. Dirección de Estudios Económicos., 2016, pág. 13) calculó que en un escenario en el 
que se asume que los impactos ambientales del conflicto son reducidos en su totalidad con el fin 
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del conflicto, Colombia ahorraría anualmente $7,1 billones producto del fin del conflicto y de 
realizar el adecuado control y manejo de las problemáticas ambientales. Al reducir la deforestación 
neta a cero los beneficios económicos estarían cercanos a $5,5 billones de pesos y con la 
eliminación del mercurio en la producción de oro traería consigo el ahorro de cerca de $931 mil 
millones en costos de salud asociados a la disminución de perdida de coeficiente intelectual en los 
niños menores de cuatro años. Resumiendo, los ahorros serían así: 
 
Figura 3. Resumen del dividendo ambiental de la paz en el escenario 2. 
 
(Departamento Nacional de Planeación. Dirección de Estudios Económicos., 2016, 
pág. 14) 
 
No obstante, estas cifras pueden parecer muy alentadoras para la economía mientras se dé 
ese escenario de “absolutos”, habrá que pensarse en estrategias de recaudación que permitan darle 
viabilidad al Acuerdo, como la implementación de impuestos “verdes”, eliminación de subsidios a 
las industrias extractivistas u otros instrumentos financieros como el modelo de Pagos por 
Servicios Ambientales (PSA) que devengan en un aumento de los recursos para el sector 
ambiental. 
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Tampoco hay que perder de vista el Fondo para la sostenibilidad ambiental y desarrollo 
rural sostenible en zonas afectadas por el conflicto, creado por la Ley 1769 de 2015, reglamentado 
por el Decreto 2170 de 2016 y el “Fondo Colombia Sostenible” en el Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID), que es una cuenta en la que se recibirán los recursos internacionales. 
 
Finalmente, se deberán pensar en alternativas de empleo para los reinsertados en 
recuperación ambiental como guardabosques o como reforestadores, por ser conocedores de 
primera mano de los territorios. El replanteamiento del modelo energético a uno eólico o solar. 
 
1.4. Democracia y Educación Ambientales 
 
Como uno de los elementos de la Justicia Ambiental, se deberá reivindicar el derecho de 
las comunidades a participar en la toma de decisiones relacionadas con el ambiente, con 
fundamento en información completa y verás para hacerlo. Esto quiere decir que se requiere 
consolidar un dialogo social que permita igualdad ambiental en la formación del modelo de Estado 
que asume obligaciones ambientales en el ámbito nacional e internacional. 
 
En este punto, se hace necesario destacar lo imperioso de conciliar las políticas públicas 
nacionales con la autonomía territorial para obtener un aprovechamiento de los recursos que no 
impongan cargas excesivas a los habitantes de determinada localidad. Es decir, se deberá buscar 
resolver la tensión que hoy se evidencia entre el nivel local y el nacional, para desarrollo de 
proyectos. 




Como lo señala el profesor Julio Carrizosa, se requiere de un movimiento masivo de 
educación ambiental, donde el respeto por lo humano y la naturaleza sea una constante en el diario 
vivir y no se vea como una excentricidad de unos pocos. Es decir, un movimiento en el que de 
manera particular las comunidades beneficiarias o usuarias de los ecosistemas puedan entenderlos 
y aprovecharlos minimizando o eliminando los impactos negativos ambientales. 
 
1.5. Institucionalidad Ambiental 
 
El posacuerdo también implica el rediseño e implementación de instituciones fuertes sobre 
todo en los territorios en los que históricamente no tuvo presencia el Estado, que implique 
descentralización administrativa y mayor presencia institucional, fortaleciendo la autoridad local, e 
incluso a las autoridades indígenas, en beneficio de la naturaleza. Es decir, se deberá propender 
porque otros actores armados no ocupen el territorio en donde operaba las FARC y también por la 
protección a los líderes socioambientalistas63. 
 
Así, se requerirá de un trabajo articulado de diversas instituciones que permita viabilizar 
las políticas y planes ambientales pero que también contribuya de manera eficaz en impartir 
justicia ambiental. 
                                               
 
63 Entre enero y septiembre de 2016 la organización de derechos humanos Somos Defensores registró el 
asesinato de 51 líderes en todo el país (Revista Semana, 2016) 




De manera deliberada, se eligió como último reto el de la institucionalidad ambiental con 
los elementos anteriormente descritos, sin embargo a ellos habría de aunarse el de la creación del 
Tribunal de Cuentas Ambiental TAC, al que se hizo referencia en anteriores acápites, por cuanto su 
aporte al posconflicto resultaría de vital importancia, en tanto que desde él se podría coordinar 
otros retos, lograr sincronía entre todas las entidades e instituciones a las que se les encarguen las 
tareas ambientales del posconflicto y concretar las transiciones a la paz.  
 
 En otras palabras, el TAC al proteger el patrimonio ambiental desde el control fiscal 
ambiental aportaría elementos que contribuirían a resolver los conflictos ambientales y sociales, en 
tanto su cometido es el de adelantar juicios fiscales por el uso, apropiación y explotación 









Las injusticias, degradación, contaminación, depredación y en general todos los conflictos 
ambientales por los que nuestro país atraviesa requieren soluciones a corto, mediano y largo plazo, 
que se deben abordar desde múltiples aspectos que correspondan con su complejidad. En este 
documento se abordó una de las alternativas que desde la Constitución se implantó, nos referimos 
al Control Fiscal Ambiental ejercido por la Contraloría General de la República. 
 
A partir de los análisis efectuados se corroboró que las limitaciones al ejercicio del control 
fiscal han sido tanto legales y teórico-conceptuales como institucionales. Esto ha conducido a un 
control fiscal que ha sido deficiente en la resolución de los conflictos ambientales, principalmente 
por los siguientes aspectos. 
 
En primer lugar, el control fiscal ambiental parte de la visión tradicional de patrimonio, es 
decir, una en la que se le valora primordialmente en términos crematísticos, desconociendo que 
este tipo de patrimonio comprende además de los aspectos meramente biofísicos, todas las 
interacciones de estos en la biosfera, incluyendo a los humanos y las interacciones culturales. De 
igual manera ocurre con la valoración del daño ambiental, debido a que si bien el control fiscal se 
han introducido diversas metodologías, particularmente las establecidas por parte del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, los criterios para la valoración son eminentemente económicos.  




Ahora bien, tanto para la identificación del daño como para establecer el nexo causal entre 
éste y la conducta fiscal, se requieren pruebas técnicas que den cuenta de la degradación, 
sustracción exterminio, uso indebido o ilegal del patrimonio ambiental. Aspecto técnico éste con el 
cual no cuenta la Contraloría General de la República, la cual, a pesar de tener una Delegada para 
el Medio Ambiente y adelantar importantes estudios, en particular en minería, ha focalizado sus 
esfuerzos a rendir el informe de los recursos naturales, sin que se cuente con un inventario 
realmente ajustado a la realidad ambiental del país.  
 
Finalmente, en relación con la estructura propia del control fiscal que se encuadra en los 
elementos de daño, culpa y nexo causal, que se investigan a través del proceso de responsabilidad 
fiscal, a lo largo de la implementación después de su institucionalización en la Constitución 
Política de 1991, no ha arrojado resultados concretos en términos de fallos con responsabilidad 
fiscal que principalmente deberían estar orientados a la reparación in natura. 
 
De acuerdo con lo anterior urge avanzar en la inclusión de los elementos que componen el 
patrimonio ambiental, resolver los conflictos ambientales, aminorar las deudas ambientales, 
proteger los derechos ambientales de las generaciones presentes y futuras, y en general, preservar 
el ambiente, como elementos necesarios para avanzar hacia el estado ambiental de derecho. Por 
esto, se proponen modificaciones al control fiscal ambiental para llegar a una fiscalidad con 
perspectiva de justicia ambiental. 
 
En primera medida, el control fiscal debe reevaluar el concepto de patrimonio ambiental en 




físico-químicos, climáticos y sus interrelaciones y por sus interacciones con la cultura. También se 
requiere que este control asuma una concepción mucho más amplia del daño que permita 
encuadrar el daño fiscal ambiental, es decir, acoja la idea de que en materia ambiental los daños no 
se reducen a lo económico, sino que van mucho más allá de ello y comprenden todas las 
afectaciones biofísicas al ambiente que ponen en riesgo o afectan el patrimonio ambiental 
constitucionalmente protegido, o sea que asuma la naturaleza como sujeto de derechos. 
 
Adicionalmente, se deben afinar las metodologías para la valoración del daño fiscal 
ambiental pues esto permitiría una cuantificación adecuada de acuerdo con su magnitud. Por ello 
se propone ahondar en las metodologías de valor de uso (pago por no usar sino hasta el futuro) 
valor de daño (costo de evitar el daño o valor de sustitución) y enfoque hedónico 
(individualización de atributos). En relación con el nexo causal, se deberá buscar la modificación 
de la carga de la prueba para que, a partir de pruebas indirectas o indiciarias, se asigne 
responsabilidad y se traslade la carga de la prueba a quien se quiera exculpar del daño. 
 
Respecto de la reparación, se debe introducir como resultado del proceso de 
responsabilidad fiscal la denominada reparación in natura a través de la cual se busca la adopción 
de medidas necesarias para dejar al ambiente en el estado en que se encontraba antes del daño, 
restaurándolo y reparándolo. 
 
Asimismo, se requiere de un replanteamiento del derecho, los derechos y las obligaciones 
ambientales, como fundamento del estado ambiental del derecho, en particular porque es necesario 
incursionar en un reconocimiento como sujeto de protección con derechos, no solo de lo humano 
sino de lo no humano y en particular de la naturaleza (sujeto). Asimismo, se deben reconocer los 
176 Control Fiscal Ambiental: Elementos para una valoración de la Justicia Ambiental 
 
 
derechos de la actual generación y de las venideras para el uso, apropiación y disfrute del ambiente 
(temporalidad).Finalmente se debe integrar una concepción mucho más amplia de los límites de los 
daño ambientales en tanto pueden extenderse mucho más allá de las fronteras del Estado-Nación 
(espacialidad). 
 
En cuanto a las dimensiones de la Justicia Ambiental se deben incluir los conceptos de 
acceso equitativo a la naturaleza, promoviendo la no discriminación ambiental y la participación en 
la toma de decisiones, que en el proceso de responsabilidad fiscal se vería reflejada con la 
posibilidad de intervención de terceros a modo de víctimas, desde una perspectiva 
inter/intrageneracional, e incluso en la adjudicación de los pasivos ambientales, y la huella 
ambiental sostenible, particularmente en lo referido a aquellos grupos a los que históricamente les 
ha tocado soportar la carga de los daños ambientales. 
 
El control fiscal ambiental debe incorporar primordialmente los principios de prevención y 
precaución. Para el último, se deberá contar con una herramienta que le permita ejercer un control 
previo que se encamine a prevenir los daños ambientales o establecer moratorias, el cual se 
concreta a través de la implementación de medidas cautelares. 
 
Lo anterior, aunado a la situación socio-política a la que nos vemos enfrentados con la 
firma de los Acuerdos de Paz con las FARC, conlleva necesariamente a un rediseño institucional 
fiscal ambiental que devenga en la potencialización de los beneficios ambientales de ese camino 
iniciado hacia la paz estable y duradera, lo cual se concreta en la propuesta de un Tribunal de 
Cuentas Ambiental –TAC- con una jurisdicción fiscal especializada que pueda conocer 




administrativa, técnica y financieramente, que conozca de los hallazgos propios de los ejercicios 
auditores y dicte medidas cautelares necesarias para evitar o aminorar daños ambientales, a partir 
de los principios de globalidad e interdependencia, solidaridad, justicia ambiental, factibilidad y 
realidad, responsabilidad intra/intergeneracional, transpersonalización, precaución, prevención, 
sostenibilidad, participación y cooperación. 
 
Todo esto, sin duda alguna requiere de un recurso humano altamente calificado y en 
general requiere contar con recursos económicos suficientes para atender en debida forma todas las 
metas que se le imponen al tribunal. 
 
Finalmente, a través del TAC desde una visión de fiscalidad ambiental integral, también se 
podrá contribuir a resolver otros retos importantes que presupone el posconflicto, como la 
sincronía de las entidades ambientales, la protección a minorías tradicionalmente afectadas por la 
conflictividad ambiental y todos aquellos relacionados con la protección al patrimonio ambiental 
en general. 
 
En suma, a través del presente documento se dio cuenta de las principales falencias del control fiscal 
ambiental ejercido por la Contraloría General de la República y se presentó una alternativa 
conceptual e institucional que permita superarlas, pero que además va mucho más allá de esto, en 
tanto que se busca la consolidación de la Justicia Ambiental, la Democracia Ambiental, la 






Anexo. Justicia Ambiental. Análisis 
Corte Constitucional. 
 
A continuación, se efectúa un recuento de la jurisprudencia relacionada con los elementos de la 
justicia ambiental. 
 
Tabla 1. Integración de las normas con el Bloque de Constitucionalidad 
Bloque de Constitucionalidad 
Todas las normas interpretadas de conformidad con los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por 
Colombia (art. 93), como los artículos 3 y 11 del Protocolo de San Salvador64; en los artículos 3 y 4 de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático65; en los artículos 14.1 a) del Convenio sobre 
la Diversidad Biológica66 y en el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los 
desechos peligrosos y su eliminación.67 
 
                                               
 
64 El Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, conocido como “Protocolo de San Salvador”, fue adoptada el 17 de noviembre de 1988 y entró en 
vigor el 16 de noviembre de 1999. Colombia lo incorporó a su derecho interno mediante la Ley 319 de 1996, declarada 
exequible en sentencia C-241 de 1997 (MP. Alejandro Martínez Caballero). El artículo 3º de dicho instrumento obliga a 
los Estados a garantizar el ejercicio de los derechos allí reconocidos “sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma,  religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social”. A su vez, su artículo 11º consagra el derecho de todas las 
personas a vivir en un medio ambiente sano. 
65 Incorporada al derecho interno mediante la Ley 164 de 1994, declarada exequible en sentencia C-037 de 1995 (MP. 
Eduardo Cifuentes Muñoz). El artículo 3º consagra, entre otros principios, la responsabilidad diferenciada de los países 
y basada en la equidad para evitar que las medidas adoptadas con el fin de evitar los efectos nocivos para el sistema 
climático, impliquen cargas anormales para algunos países; a su vez el artículo 4º consagra, entre los compromisos de 
los Estados, el deber de promover el acceso a la información, la educación y participación de la población en decisiones 
atinentes a las medidas a adoptar para reducir el cambio climático. 
66“Cada parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda: a) establecerá procedimientos apropiados por 
los que se exija la evaluación del impacto ambiental de sus proyectos propuestos que puedan tener efectos adversos 
importantes para la diversidad biológica con miras a evitar o reducir al mínimo esos efectos y, cuando proceda, 
permitirá la participación del público en esos procedimientos.” Este instrumento fue incorporado al derecho interno 
mediante Ley 165 de 1994 y declarada su constitucionalidad en sentencia C-519 de 1994 (MP. Vladimiro Naranjo 
Mesa). 
67 Incorporado al derecho interno a través de la Ley 253 de 1996. La Corte declaró exequibles el Convenio y su ley 
aprobatoria en sentencia C-377 de 1996 (MP. Antonio Barrera Carbonell), “bajo la condición de que el Gobierno de 
Colombia, formule una declaración o manifestación, acogiéndose al artículo 26 de dicho Convenio, en el sentido de que 
el artículo 81 de la Constitución prohíbe la introducción al territorio nacional de residuos nucleares y desechos tóxicos”. 
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En especial respecto de la dimensión participativa, principio décimo68 y vigésimo segundo69 de la Declaración de Río 
de Janeiro de 1992; instrumento que, según lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley 99 de 1993, debe orientar el proceso de 
desarrollo económico y social del país. 
 
Al igual que otros instrumentos de derecho internacional cuyos contenidos, pese a no tener carácter obligatorio en el 
orden interno, suministran pautas interpretativas que contribuyen a garantizar la efectividad de los contenidos 
constitucionales (arts. 2 y 94) como la Convención de Aarhus sobre el Acceso a la información, la Participación del 
público en la toma de decisiones y el Acceso a la justicia de medio ambiente, suscrito en junio de 1998, por cuanto a 
la fecha se trata del instrumento que de manera más específica detalla los compromisos alcanzados por la comunidad 
internacional en relación con el componente participativo de la justicia ambiental. De manera particular el artículo 6º 
prevé estándares de garantía del derecho a la participación:  
 
6.2: ‹‹(c)uando se inicie un proceso de toma de decisiones respecto del medio ambiente, se informará al público 
interesado como convenga, de manera eficaz y en el momento oportuno, por medio de comunicación pública o 
individualmente, según los casos, al comienzo del proceso›› 
 
6.3: ‹‹(p)ara las diferentes fases del procedimiento de participación del público se preverán plazos razonables que 
dejen tiempo suficiente para informar al público de conformidad con el párrafo 2 supra y para que el público se 
prepare y participe efectivamente en los trabajos a lo largo de todo el proceso de toma de decisiones en materia 
ambiental›› 
 
6.4. ‹‹(c)ada parte adoptará medidas para que la participación del público comience al inicio del procedimiento, es 
decir, cuando todas las opciones y soluciones son aún posibles y cuando el público pueda ejercer una influencia 
real››  
 
Párrafo 6.5. ‹‹(c)ada Parte debería, si procede, alentar a cualquiera que tenga el propósito de presentar una solicitud 
de autorización a identificar al público afectado, a informarle del objeto de la solicitud que se propone presentar y a 
entablar el debate con él al respecto antes de presentar su solicitud›› 
 
La Corte termina este aparte enfatizando, respecto de los instrumentos de derecho 
internacional, citados, que si bien “carecen de fuerza obligatoria en el derecho interno, con 
fundamento en lo previsto en el artículo 94 CP es posible entender que aquellos suministran 
razones para la acción dotadas de autoridad, en el sentido de ofrecer pautas interpretativas que 
orientan la definición del sentido y alcance de las disposiciones constitucionales, estas sí 
plenamente vinculantes, que reconocen el derecho a la participación ciudadana en asuntos 
ambientales, como los artículos 40 y 79 superiores”. Este es uno de los aspectos más relevantes 
para la interpretación que la Corte introduce en este fallo, como ya lo hubiera hecho en el caso de 
                                               
 
68 “El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos interesados, en el 
nivel que corresponda. En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a la información sobre el medio 
ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre los materiales y las actividades que 
encierran peligro en sus comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones. 
Los Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo la información a 
disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre 
estos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes.” 
69 Las poblaciones indígenas y sus comunidades, así́ como otras comunidades locales, desempeñan un papel fundamental 
en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus conocimientos y prácticas tradicionales. Los Estados 
deberían reconocer y apoyar debidamente su identidad, cultura e intereses y hacer posible su participación efectiva en el 
logro del desarrollo sostenible. 
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los indígenas con la Declaración de Derechos de los Pueblos Indígenas70, en tanto reconoce que en 
el derecho internacional los cánones constitucionales encuentran un referente de aplicación –
sentido y alcance- que introducen en el ordenamiento jurídico nacional el concepto de justicia 
ambiental. 
 
Aunado al análisis del bloque de constitucionalidad, la Corte hace un recuento de la 
jurisprudencia que ha abordado los mencionados elementos de equidad distributiva y 
participación, con ocasión de conflictos socio ambientales que involucran a comunidades que no 
se reconocen, o no son reconocidas, como pertenecientes a alguno de los grupos étnicos de la 
nación y de manera puntual excluye los pronunciamientos en los que se abordan otros 
componentes de la justicia ambiental, como el principio de precaución. 
 
Tabla 2. Análisis jurisprudencial de las dos dimensiones de la Justicia Ambiental 
Sentencia Análisis particulares respecto a las dos dimensiones de la Justicia Ambiental 
T-574 de 
1996 
“La sostenibilidad ecológica exige que el desarrollo sea compatible con el mantenimiento de la 
diversidad biológica y los recursos biológicos; la sostenibilidad social pretende que el 
desarrollo eleve el control que la gente tiene sobre sus vidas y se mantenga la identidad de la 
comunidad; la sostenibilidad cultural exige que el desarrollo sea compatible con la cultura y 
los valores de los pueblos afectados y la sostenibilidad económica que pretende que el 
desarrollo sea económicamente eficiente y que sea equitativo dentro y entre generaciones” 
 
De otro lado, destacó la importancia de la participación comunitaria para garantizar la efectividad 
de las órdenes adoptadas, por lo cual exigió que el monitoreo dispuesto en la sentencia fuera 
realizado por una “comisión de control” en la que estuvieran presentes representantes de los 
pescadores de Salahonda. 
T-194 de 
1999 
La Corte señaló que el derecho a la participación había sido vulnerado en tanto las entidades 
responsables del proyecto hidroeléctrico incumplieron algunos de los compromisos acordados 
dentro del proceso de consulta y concertación adelantado con las comunidades afectadas y les 
impusieron exigencias técnicas que entorpecían su derecho a la participación. Al este respecto, 
sostuvo que “asiste razón a la Defensoría del Pueblo en este asunto, y ordenará que el 
Ministerio del Medio Ambiente, el Ministerio de Minas y Energía, la Gobernación de Córdoba, 
la Empresa Multipropósito Urrá S.A., y los entes territoriales que recibirán regalías por la 
operación de la hidroeléctrica Urrá I, concurran a financiar la asesoría que requieran las 
comunidades afectadas con la obra en ejercicio del derecho a la participación efectiva que les 





“…(E)l derecho a la participación de la comunidad en el diseño y ejecución de megaproyectos, es 
un derecho autónomo que se encuentra reconocido por la Constitución Política y la jurisprudencia 
de esta Corporación, y adquiere un carácter instrumental en el marco de la ejecución de 
megaproyectos que implican la intervención del medio ambiente, en la medida en que sirven para 
                                               
 
70 Sentencia T-376 de 2012 (MP. María Victoria Calle Correa). 
71 la Corte amparó los derechos fundamentales a la participación, alimentación, trabajo, libre escogencia de profesión u oficio y dignidad 
humana de los miembros de una asociación de pescadores de Cartagena, afectados por la construcción de una vía que les privaba del 
acceso a la playa en que ejercían su actividad. En consecuencia, ordenó a las entidades responsables del proyecto garantizar a los 
accionantes espacios de participación y concertación, “y no mera información y socialización”, en los que se acuerden medidas de 
compensación acordes con las características socioculturales de las comunidades que se dedican a la pesca como actividad tradicional y 
de sustento económico 
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Sentencia Análisis particulares respecto a las dos dimensiones de la Justicia Ambiental 
esta es la 
sentencia 






realizar diagnósticos de impacto adecuados y diseñar medidas de compensación acordes con las 
calidades de las comunidades locales que se verán afectadas. El derecho a la participación de 
comunidades que no son titulares del derecho fundamental a la consulta previa, debe garantizarse 
por medio de espacios de información y concertación, en los que se manifieste el consentimiento 
libre e informado de la comunidad que se verá afectada, con el fin de establecer medidas de 
compensación eficientes” 
 
“(P)ara la evaluación del impacto que puede tener la construcción del megaproyecto es 
necesario tener en cuenta los elementos “socioeconómicos del medio que puedan sufrir deterioro 
por la respectiva obra o actividad”; es este uno de los momentos en los que la participación de la 
comunidad cobra importancia, pues la información que ésta suministra y su conocimiento del 
área de influencia permite llevar a cabo una evaluación comprensiva. Por esta razón, las 
autoridades intervinientes deben garantizar espacios para que la comunidad ejerza el derecho a 
la participación, y así hacer un buen diagnóstico de impacto del megaproyecto en el ambiente de 
influencia; en otras palabras, la participación adquiere una importancia instrumental para el 
éxito de las evaluaciones” 
 
En definitiva, quedó establecido que: “(C)ada vez que se vaya a realizar la ejecución de una obra 
que implica la intervención de recursos naturales –tomando el caso concreto-, los agentes 
responsables deben determinar qué espacios de participación garantizar según los sujetos que 
vayan a verse afectados; si se trata de comunidades indígenas o afrodescendientes, o si se trata 
de una comunidad, que a pesar de que no entra en dichas categorías, su subsistencia depende del 
recurso natural que se pretende intervenir, y en esa medida, también será obligatoria la 
realización de espacios de participación, información y concertación, que implican el 
consentimiento libre e informado” 
T-135 de 
2013 
La Corte señaló que el derecho fundamental a la participación de las poblaciones locales 
afectadas por el desarrollo de megaproyectos, no sólo debe tener lugar al momento de evaluar los 
impactos y establecer las medidas de compensación, a través de espacios de participación, 
información y concertación, que impliquen el consentimiento libre e informado, sino también en 
el proceso mismo de elaboración de los censos de población afectada y a todo lo largo de la 
realización del proyecto.  
T-406-16 Bajo ciertas circunstancias la tutela sí es procedente para solucionar conflictos ambientales. 
El derecho de participación de la población afectada tiene una relevancia jurídica especial, como 
garantía del concepto de “justicia ambiental. 
Para el caso de las comunidades étnicas, ha considerado que la vía de participación adecuada es 
la consulta previa, siendo esta el conducto más apropiado y respetuoso de las tradiciones 
diferenciadas. De esta forma, en un mismo evento, no solamente se protege la integridad de los 
pueblos indígenas (y comunidades afectadas) sino también del derecho al ambiente sano y el 
desarrollo económico. 
 
De las anteriores sentencias, la Corte deriva las siguientes reglas: 
 
Tabla 3. Reglas derivadas de las dimensiones de la Justicia Ambiental 
Dimensión Regla 
Equidad distributiva de la 
justicia ambiental, en 
relación con la ejecución de 
proyectos de desarrollo 
(i) La sostenibilidad ecológica, social, cultural y económica de los proyectos de 
desarrollo, la cual incorpora la exigencia de que estos sean equitativos “dentro y 
entre generaciones” (T-574 de 1996). 
(ii) Las personas y comunidades afectadas por la ejecución de proyectos de 
desarrollo tienen derecho a que su condición sea reconocida al momento en que se 
manifieste el impacto correspondiente y a obtener una adecuada compensación 
por los daños (T-135 de 2013). 




(iii) La acción de tutela procede para lograr el reconocimiento de la condición de 
afectado y ser incluido en los censos correspondientes (T-135 de 2013), más no 
para obtener el pago efectivo de las compensaciones que se derivan de tal 
condición. Para esto último deberá acudirse a los mecanismos ordinarios o a las 
demás acciones constitucionales previstas para el efecto, salvo que la subsistencia 
o el mínimo vital del accionante puedan estar comprometidos de un modo 
inminente (T-574 de 1996, T-194 de 1999, T-447 de 2012). 
 
Dimensión participativa de 
la justicia ambiental, a 
través del reconocimiento 
del derecho fundamental a 
la participación de las 
poblaciones que reciben de 
manera directa las cargas 
ambientales derivadas de la 
realización o inadecuado 
funcionamiento de obras de 
infraestructura (oleoductos, 
hidroeléctricas, carreteras) 
(i) La apertura de espacios de participación, información y concertación, y no de 
mera información o socialización, que impliquen el consentimiento libre e 
informado, en el momento de la evaluación de los impactos y del diseño de 
medidas de prevención, mitigación y compensación, de modo tal que en ellas se 
incorpore el conocimiento local y la voz de los afectados (T-348 de 2012). 
 
(ii) La participación en el proceso de elaboración de los censos de afectados y a 
todo lo largo de la realización del proyecto (T-135 de 2013). 
 
(iii) El cumplimiento de los compromisos acordados en los espacios de 
concertación (T-194 de 1999). 
 
 (iv) La financiación de la asesoría que requieran las comunidades afectadas por el 
proyecto, a fin de que estas puedan ejercer su derecho a la participación efectiva 
(T-194 de 1999). 
 
(v) La participación de las comunidades afectadas por daños ambientales en las 
actividades de monitoreo y control (T-574 de 1996). 
 
(vi) Cuando se causan daños al ambiente que afectan a los pueblos indígenas o 
afrodescendientes, el mecanismo para participar no es otro diferente al de la 
consulta previa o, según el caso, consentimiento libre, previo e informado (T-704-
16) 
 
(vii) Todas las personas, familias y comunidades potencialmente afectadas por la 
minería, tienen derecho a participar de manera libre, informada y efectiva en la 







Acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera. 
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